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INTRODUCCIÓN 

El Título Especial de la Justicia de Paz, ya no se adecua a las necesidades 

sociales y jurídicas de nuestro tiempo. por lo que debe actualizarse en virtud de 

que contiene lagunas y vuelos, como más adelante se hnce notar. 

En el présente trabajo se explican los alcances y deficiencias del proceso 

ante la justicia de mínima cuantía al momento de la aplicación del Título 

Especial de la Justicia de Paz, por lo que se proponen adecuacion.:s al Título en 

mención para su debida integración. 

En el primer capitulo se analizan Jos antecedentes históricos de In justicia de 

mínima cuantía o justicia de paz en los sistemas romano, espru1ol y mexicano. 

Se estudian conceptos fundrummtnles ·del derecho procesP.l como son: 

competencia, jurisdicción, emplazamiento, citación, principios rectores del 

juicio oral. 

Por otra parte, en el capítulo segundo se da una explicación del 

procedimiento del Título Especial de la Justicia de Paz, iniciando por la 

citación, hasta llegar a In ejecución de sentencia. 

En el capítulo tercero de esta investigación, se analizan las disposiciones que 

implican una limitante a la justicia de paz, así como las razones por las cuales, 

diversos artículos deben ser relbnnados. 
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En el capítulo. cuarto, se hnce un estudio comparativo del Título en comento, 

con 1~ justicia de pnz ojusÍicin de menor cunntía que se aplican en Verncruz y 

Gunnnjt;ntc>; ~n·l~s cuales se.hnce referencia n las semejanzas y diferencias, toda 
' - - -·" ' -_ -, ' ~ ~- .. ·., . ~ ' 

vez que tieríen·s~nilitud,en virtud de que sus antecedentes son los mismos . 

. Además~{~a~si;ib~djtirisprudencins y ejecutorias de los artículos del Título 

Esp~cinl tle icire~i'ti¿i~. ~éliÚcándolos y analizándolos. 

En e)eap!tÜlo 'é¡úinto, se pro¡:Íonén reformas n algunos artículos del Titulo 

Especial de'i~ .J~'~tí~i~ · d~ Piiz y se exponen las razones por las que diversos ,, .,,• . -. . 

artículos deb~~·s~r derogados.·. 

Dentro de lns reformas más significativas, se propone ampliar el término que 

debe mediar entre In cita y In audiencia, eliminar detem1inndns facultades que 

tiene actualmente el Secretario Actuario. 

La parte final del presente trabajo corresponde n las conclusiones a las que 

llego después de haber hecho un estudio cxhnustivo.del.Título Especial :;e la 

Justicia de Paz, en losquese sugieren ~fom11Ís al n1ismo con la finalidad de 

actualizar el procedin1iento oral, en Ídsjuzgadd~ de paz c;:h·iles en el Distrito 

Federal. 



CAPITULO l. 

CONSIDERACIONES PREVIAS ACERCA DE LA JUSTICIA 

DE PAZ CIVIL 

1.1. ORIGENES. 

1.1.1. EN EL DERECHO ROMANO. 

"Sabido es que en Roma se extendió mediante In invasión de sus legiones. 

conquistando varias de las que conocemos como naciones del continente 

europeo: Espa1ia, Francia, Inglaterra. etcétera y pnulntinmnento;: las instituciones 

romanas se extendieron y sus leyes tuvit:ron vigencia en todo t:l mundo 

civilizado más que por su empuje de sus legiones por el sentido religioso do;: ln 

justicia. Roma y justicia parecían en algún modo, palabras compk1nentarins, 

naciendo In una de In otra. Ningún pueblo anterior hizo la justicia religión de 

estado. Por eso el derecho romano sigue siendo d viejo pilar sobre el cual se 

apoyan todas las legislaciones posteriores, nun las más avanzadas y tenidas de 

modernidad"1 

Legis actionis (acciones de In ley). Fue el primer procedimiento en la vida 

Romana, consistía en una recitación oral que los litigantes aprendían con un 

carácter sacramental y que debían repetir sin alteración alguna ante el 

magistrado, pues la alteración por error en los términos de la recitación traía 

como consecuencin In pérdida del litigio. Esta acción imperó durante toda la 

1 Carlos B. Eduardo. Derecho Procesal. Segunda Edicii>IL Ediciones Jurfdicas, Eutol"' América, Buenos 
Aires 1959. p. 48 
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En el sistema formulario (ordo juditio), llamado también procedimiento 

ordinario, imperó en la etapa conocida como clásica, durante el hnperio, y su 

establecimiento se debió a la Ley Aebutia, en el año 200 antes de J.C. 

procedimiento que estuvo en vigor aproximadamente hasta el año 300 de 

nuestra Ern. (La Ley Abutia estableció el procedimiento per fórmulas que 

probablemente se vincula con las del pretor peregrino o· del magistrado 

provincial). 3 

El sistema extraordinario (extraordinaria cognitio) estuvo en vigor en forma 

por demás excepcional en determinados litigios y quedó garantizado a partir del 

Imperio de Diocleciano, y precisamente ahí apareció la fuerza pública que le 

dio plena gnrnntín. 4 

En Roma, las acciones de ley, conocidas por medio de las fuentes, 

principalmente de las Instituciones de Gayo, eran las siguientes: a) 

Sacrcunentum, u) Judicis postulaiio, e) Condictio. d) 1\tfanus in;ectio, y e) 

Pignoris capio. Las tres primeras (sacramenhan. Judis posmlatio y condictio) 

han sido llrunadas acciones declarativas porque con ellas el reclrunnnte hncfa 

que se le reconociera su derecho y, mediante las dos último~ (mamts il¡jectio y 

pignoris cap/o). se les daba la fonna de ejecución.s 

En el período clásico, no se había sentido la necesidad de procedimientos 

más rápidos, al lado del ordinario; el pretor más legislador que juez, con sus 

facultades discrecionales, dieron lugar a un administración de justicia, 

razonablemente rápida. Durante el período que va desde Constantino a 

Justiniano, toda la labor antes confiada a los jueces privados se concentró en la 

persona del magistrado-juez, y el Estado, por desconfianza a sus propios 

funcionarios, hizo que la práctica forense quedara abrumada con una creciente 

) lbidem. p. 271. 
.,dem, 
'Ibídem. p. 281. 
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masa de disposiciones procesales. En esta situación, fue necesario crear un 

procedimiento más ágil pam determinados casos, bien a causa de su 

insignificancia (vita/as negotii), bien porque su índole especial no permitía 

trámites largos. Los mencionados procedimientos daban la oportunidad de 

evitar que las resoluciones dictadas fueran recurridas o bien reducir los 

requisitos de forma, dando así la posibilidad de un procedimiento oral. 6 

Según nos ilustra Eugene Petit, 7 las funciones jurisdiccionales se dividen 

entre dos categorías de personas: los magistrados y los ju~es. Había un 

pequeño número de magistmdos, lo que permitía confiar tal encargo solamente 

a los hombres de una gmn experiencia y sabiduría a toda prueba. Era poco 

numerosos y tenian oportunidad de ocuparse de los asuntos, hasta de los menos 

importantes. En cambio lns listas de los ciudadanos encargados de cumplir las 

funciones de jueces comprendían varios miles pam el vasto imperio romano. 

Cada juez conocía de un reducido número de procesos y estaba en condiciones 

de consagrar todo el tiempo necesario a cada asunto para que dictase la 

sentencia con pleno conocimiento de causa. El magistrado sólo juzga en casos 

excepcionales. Hacia el fin de la República a estos magistrados locales se les 

limitó su jurisdicción a los procesos cuyo valor no excediera de mil sestercios. 

Si excedía de esa suma el asunto era llevado Roma, ante el pretor urbano. 

Alvarez Alzua, 8 nos ilustm que en Roma existió un procedimiento sumario 

típico y su tramitación especial fueron sometidos todos los casos, en que se 

consideraba la necesidad de abreviación del proceso; podíamos decir que tan 

solo hipótesis particulares en las que realmente se podía lograr mayor rapidez 

procesal, y esto mediante algunos medios de consignación. Mayor rapidez y 

6 F1ori1 Margadant S. , Guillermo. El Derecho Pr/W>do Romano. EdiiDriol Elfinp. Dt!cima Octava l!dici6n. 
México 1999. p. 187. 
7 Pelit, Eugene. Tratado Ekmmlal ck Derecho Ro-. Décima Quinta Edición. Editorial Pomla, México 
1994. p. 612-615. 
8 A1vuez Suúez, Ursicino. Curso de Derecho Romano. México, 1957. p. 596. 
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celeridad en la resolución de controversias, se podía obtener ya sea 

simplificando sus fonnalidades, o bien disminuyendo los medios de prueba, o 

en toüo caso reduciendo los plazos procesales o imprimiendo una mayor 

rapidez a su apreciación, o bien aludiendo ciertas normas que regulan el modo 

de practicarse, suprimiendo la posibilidad de apelación. 

Se puede manifestar que el juicio sumario romano encontrarnos las 

características de hoy día en la Justicia de Paz: en la celeridad de sus 

resoluciones a la controversia y en la supresión del recurso de apelación. Los 

juicios sumarios fueron establecidos en el derecho romano en el Código 

Teodosino en el ru1o 438 y haciendo principal referencia a los llamados 

procedimientos simplificados o abreviados en los cuales se prescinde de la 

observancia de forma y plazos. 

Los funcionarios que administraban justicia en Roma los cuales encontramos 

en dos categorías: los magistrados y los jueces, entre las facultades de los 

magistrados romanos, se distinguían tres potestades diversas: el imperium, la 

iurisdictio y. en terreno común entre la una y la otra, el imperium mixto. El 

imperfum que es la alta potestad a la cual se solía llamar potestas, y que el 

pueblo delegaba en el magistrado mediante In /ex de imperio y que pertenecía a 

las magistraturas supremas; este imperillm daba derecho de coereión al 

magistrado que de el estaba investido, el tus g/adii, que se refería a la 

jurisdicción penal, pero esta iba más allá, ya que se tenía facultad para utilizar 

la fuerza pública para que el magistrado se hiciera respetar, así como las leyes 

romanas. 

La iurisdictio se refería a la definición de las controversias jurídicas, y que le 

correspondía a la función jurisdiccional propiamente dicha. El imperium 

mixtum el cual comprendía un cierto tipo de filcultades, y que éstas tenían algo 

de jurisdicción en todo cuanto eran atribuciones conexas con la administración 
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de justicia. El poder real se desplegaban, aquí Jos magistrados tenían un poder 

de imperium. 

"En el derecho romano más antiguo, es decir en el tiempo de Jos reyes, era 

naturalmente el rey, como magistrado supremo, al que correspondían el 

imperium y la iurisdictio, más tarde caídos Jos reyes, Jos sucedieron con 

poderes muy similares Jos cónsules, y tanto la iurisdictio, como el imperium 

correspondía a la república romana a éstos. Cuando creció la república y 

creciecon con ella Jos asuntos de sus gobernantes, y sobre todo cuando, al 

quedar el consulado abierto también la plebe, interesó a las clases dominantes 

sustraer el ordenamiento judicial a Jos cónsules, el pretor, que venía a ser casi 

un tercer cónsul, pero con dignidad de un poco inferior, co/lega minor, podía no 

obstante ocupar el Jugar de Jos cónsules, y a menudo ejercía en absoluto sus 

mismas funciones. 9 

En las provincias, Jos poderes de Jos cónsules eran ejercidos por Jos 

procónsules que eran Jos jefes de provincias. Cuando se distinguieron en el 

Imperio dos categorías de provincias a saber, las provincias del senado y las 

provincias del emperador, se estableció esta distinción: qw: las provincias del 

senado se gobernaban por precónsules y las provincias del emperador por 

legados, así llamados porque el emperador tenía sus propios representantes, Jos 

duumviri, Jos cuales desempeñaban las magistraturas soberanas, por Jo tanto, 

tenían tan1bién la jurisdicción. Se les llamaba con nombre diferentes pretores y 

dictadores, encontramos al praefecti iuri di cundo, que ejercía In jurisdicción de 

Jos municipios y también en las colonias, en general una jurisdicción delegada 

por Jos duumviri. Los praefectt iuri dicundo tenían funciones análogas a la de 

• Scialoja. Victtorio. Proudimlento Ro_,. Edici.,...,. Juridicao 1!..-opa-América, Boenoo Aireo, l9S4. 
p. lOS y 106 



6 

los pretores, funcionaban, cuando los duumviri tiene necesidad de descargarse 

del ejerció de la jurisdicción. 10 

Lo expuesto con antelación nos lleva a concluir que los magistrados 

actuaban con independencia unos de otro, ejerciendo su jurisdicción dentro de 

su propia esfera, sin que sea posible establecer entre ellos una jerarquía, tal y 

como sucedió en el último período del derecho romano. 

Por lo tanto debemos considerar que propiamente se ha pretendido desde el 

inicio de la constitución de In justicia de paz dotar al juez de una facultad 

discrecional para resolver en una única instancia ya que como consecuencia en 

contrn de las resoluciones que dicten los jueces de paz, no se dará más recurso 

que el de responsabilidad. confonne lo establece el articulo 23 del Título 

Especial de In Justicia de Paz. 

1.1.2. EN EL DERECHO ESPAÑOL. 

España estuvo regida antes del Fuero Juzgo por el Derecho Romano (año 

190 antes de Cristo). Los Romanos que c0:.quistaban una región extendían a 

ella el derecho del pueblo conquistador, con la excepción de los pueblos que de 

buen grado se sometieran, se les concedía cierta autonomía, mediante la Lex 

provinciae. 

Al biunfo del cristianismo y la consolidación de la Iglesia Católica en 

España, el derecho canónico tuvo vigencia en la península, donde nacieron 

fuentes del derecho como los concilios y conventus clericorom que celebraban 

los obispos espnftoles, y de éstas surgieron disposiciones que afectaban la vida 

civil de España e inclusive aspectos procesales. 11 

10 Jbidem. p. 109. 
11 Becena Banti.ta, Jooé. El Proceso Civil m Mhtico. 06cimo Soorta edicióiL Editorial Porróa. Mexico 
1999. p.p. 2S7, 2S8. 
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Derecho visigodo. La invasión de los bárbaros trajo también a Espafta 

elementos nuevos en su legislación: el derecho visigodo, que chocó primero y 

después se confundió con el derecho romano-canónico; recordaremos los 

siguientes ordenamientos: El Código de Eurico (del afio 467 d.C.}, que fue el 

primer cuerpo de leyes que se conoce de los visigodos; el Código de Alarico, 

que es más bien una colección de derecho romano; la Ley de Teudis, del afto 

546, que trata de las costas y de los gastos del juicio; y por último el Codees 

Wisigothomm, Liber Judiciorum o Fuero Juzgo, ésta obra fue el resultado que 

hizo el Octavo Concilio de Toledo, del afio 653, de una colección de las leyes 

realiz.adas por San Braulio. 12 

En el Fuero Juzgo, Libro IL Título L Ley XV se hace mención a los 

"Mandaderos de Paz" que no podían juzgar de pleito alguno sino cuando lo 

mandase el Rey para meter paz entre las partes. Desde el punto de vista de la 

cuantía, las formalidades eran diferentes, según el Libro IL Titulo 1, Ley XXIII 

del Fuero Juzgo: "Si el pleyto es grande, o de grandes cosas, el juez debe hacer 

dos escritos del pleyto, que sean semejantes ... " "E si el pleyto foere de pequenna 

cosa, lo que dossier en las testimonias. pues que fueren iuradas, deve seer 

escripto sola mientre, é dévelo tener el que venció, y el vencido debe haber el 

traslado da quel escripto". En las Siete Partidas de Alfonso el Sabio, Ley XLL 

Título 11, de la partida Tercera, se apunta el dato que, los juicios de monto 

reducido no se requerirá la formalidad escrita: "En escripto Tovieron por bien 

los antiguos que hubiesen á facer de diez maravedis arriba o 'de cosa que lo 

valiese". Aparece en la Tercera Partida del Derecho procesal disponiendo en su 

Sexta Ley del Título Vigésimo Segundo que los pleitos de diez maravedies o 

ya sea mayor el valor, pueden juzgarse sin escritos y en forma oral, sobre todo 

si en dichas contiendas intervienen hombres pobres o viles. y en estos casos se 

12 Ibídem. p. 259 
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ordena al Juez que oiga y dicte sentencia con el fin de poder evitar gastos a las 

partes que pudieran resultar onerosos. 13 

La Nueva Recopilación, (año 1567) Libro III, Titulo IX, Leyes XIX y 

XXIV, refundida en la Ley VIII, Titulo III, Libro XI de la Novísima 

Recopilación establecía como características pera los litigios de cuantía mínima 

(hasta mil maravedis): 

- se seguirán sin orden ni forma de proceso; 

- se resolverían "sabida verdad"; 

- el procedimiento seria oral, salvó la sentencia; 

- no habría intervención de abogados; 

- no cabría la vía impugnativa; 

- el escribano recibiría medio real de derechos. 14 

Continuando con la legislación de española la del Fuero Real tiene dos 

partes interesantes: la relativa a los juicios y sus procedimientos (libro segundo) 

y a la que se refiere a los jueces, abogados, procuradores judiciales, etc. (libro 

primero). A partir del Fuero Real se regulo la prohibición del Recurso de 

Apelación en los negocios de mínima cuantía, como ahora lo encontramos 

actualmente. 15 

Ya en el ordenamiento de Alcalá, obra de Alfonso XI, publicada en 1348 

como una ley general. habiendo publicado este Rey las Partidas, en el Capitulo 

1, Título 12, acortaba los trámites del procedimiento cuando el negocio era de 

poca cuantía recibiendo los autos a prueba por un breve término perentorio pera 

evitar dilaciones y gastos innecesarios; en las ordenanzas de Bilbao en el 

Capitulo 1, número 6 se establece que: " ... según ella siempre de cualquiera 

persona pareciere en el consulado a intentar cualquier acción, no se le debían ni 

u Anllbno Q....,fa. Carloo. &gundo Cwso eh IAI'f!cho proc•sa/ Civil. Sesunda Edición. Editorial POITÓL 
México 1997. p. 76-77. 
" Ibidcm. p. 78. 
" Becerra llautifla, loaé. Op. Cit p. 263. 
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podían admitir demandas, ni petición alguna por escrito; sin que ante todas las 

cosas los cónsules hicieran parecer ante sí a las partes, sin buenamente pudieran 

ser habidas, oyendo 11\s versiones y excepciones, procurando atajar entre ellas el 

pleito y diferencias que tuvieren con la mayor brevedad y no lo pudiendo 

conseguir les admitieran sus peticiones por escrito". 16 

En la Ley XVI del Ordenamiento Sevillano de 1360 del Rey Pedro I. Fairen 

Guillen, en su discurso de ingreso como miembro numerario en el Instituto 

Español de Derecho Procesal, asegura que esta ley contiene un auténtico y 

genuino juicio sumario ejecutivo, pues se tramitaba con demanda oral y 

sumaria, basada en un documento frrmado por notario y dos testigos: si el 

documento traía aparejada ejecución, y este título estaba vencido, en ese juicio 

antes que se remataran los bienes, el deudor podía oponer determinadas 

excepciones, y se limitaba la prueba, a la documenta1. 17 

Otra disposición legal en España fue el Reglamento provisional para la 

Administración de la Justicia de 1835 el que, por primera vez, sistematizó el 

pr-ocedimiento característico del juicio menor de cuantía, del que según dicha 

disposición, habían de conocer los jueces de primera instancia, en juicio escrito, 

pero simplificando y abreviando sin otros recursos que el de apelación ante el 

Ayuntamiento del correspondiente partido judicial, o el de nulidad para ante la 

Real Audiencia del territorio, cuando el juez hubiere dado su fallo contra alguna 

ley clara y terminante, o violado de algún trámite esencial las leyes reguladoras 

del procedimiento. Este reglamento, vino a adoptar la misma base para los 

juicios verbales respecto a la cantidad, pero distribuyó su conocimiento entre 

los Alcaldes y los jueces de primera instancia, mandando que los primeros 

fueran competentes para conocer a prevención con dichos jueces donde los 

16 Vicente y Caravanter, Don Joré. Trawldo Histórico, Critico Filosófico d. los Proc~dimientos Judidaks 
en Mmeria Civil según la Mleva úy de Enjuiciamiento con sus corrapondinrtu formularlos. Editorial 
Imprenta y Libo:erta de Gaspar y Roig, Madrid, 1958. p. 232. 
17 Becem1 Bautista, José. Op. Cit. p. 263. 
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hubiere, de las demandas civiles cuya cantidad no pasará de 200 reales. En la 

Península e Islas Adyacentes y de 600 en Ultramar, pero que solo compitiese a 

los jueces letrados el conocimlcnto en juicio verbal de las demandas civiles que 

pasando de dichas sumas no excedieran de 500 duros en la Penfnsula e Islas 

Adyacentes y de 1000 en Ultramar. 

En fecha 10 de enero de 1837, está ley reguló en todos sus aspectos al juicio 

de menor cuantía, sobre la base de que a él habían de acomodarse las 

reclamaciones que excediendo de 25 duros, no pasen de 1 OO. A si como la de 

sustraer el conocimiento de las apelaciones a los Ayuntamientos, la de restringir 

las facultades de los jueces en punto a la discrecional abreviación de los 

trámites y a la de admitir contm resoluciones que en ella se dictasen, los 

recursos de apelación y súplica y aun llamado de nulidad. 

Posteriormente la Ley de lO de enero de 1938, en esta ley se estableció un 

procedimiento breve y expedito para los pleitos de menor cuantía, considerando 

tales, aquellos en que el valor de la cosa litigiosa, excediendo de 25 duros no 

pasa de 100. 

Luego de ello la Ley del F:-,juiciamiento Civil de 1855, da al Juez de paz la 

figura concreta de la actualidad, misma que establece en el artículo 1162 de 

dicha ley que: "Toda cuestión entre las partes, cuyo interés no exceda de 

seiscientos reales se decidirú en juicio verbal". "El conocimiento de este juicio 

en la Primera Instancia corresponde a los Jueces de Paz, en la Segunda a los 

Jueces de primera Instancia de los partidos". 18 

En las circunstancias anteriores podemos establecer que existió por parte de 

la legislación espaftola un verdadero interés en proporcionar al juez de paz de 

autonomia respecto de los negocios de menor cuantía con el propósito de 

analizar el procedimiento y por ello es que se estableció la oralidad, cuya 

18 De la Pla.m, Manuel. Der~cho Procua/ CM/ Espallol Editorial Revilta de Derecho Privado. Madrid 
1951. p. 224 
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regulación se comprende actualmente en el último párrafo del artículo 7 del 

Título Especial de la Justicia de Paz, al precisar que el actor puede presentar su 

demanda por escrito, de lo que se deduce que puede ser presentada ante el juez 

de paz en forma oral. 

1.1.3. EN EL DERECHO MEXICANO. 

La principal fuente del derecho azteca debió de haber sido la costumbre, no 

obstante lo anterior de que existieron documentos jurídicos y aún legislación 

escrita, o mejor dicho pintada. Entre los principales monumentos jurídicos 

indígenas se cuentan el Códice Mendocino, las leyes de Netzahualcoyot/, 

adoptadas por lvfoctezuma 1, y el Libro de Oro. 

Entre los mexicas existía la familia no puramente natural y propia de la tribu, 

sino la familia legal e individual, ya que es la base de toda sociedad jurídica y 

políticamente organizada y de la cual su forma legal caracteristica era la 

monogamia, la excepción era a los nobles ya que se les estaba permitido la 

poligamia como recompensa por sus hazañas guerrems. La base de la familia 

era el matrimonio, que revestía un carácter religioso y juridico a la vez; la 

familia era patriarca~ pues descansaba sobre la potestad del padre. 19 

ORGANIZACIÓN 

JUDICIALES. 

SOCIAL DE LOS TRIBUNALES 

Los juicios admitían varias instancias, la organización judicial tenía que ser 

jemrquizada, de manera aristocrática. En el pueblo mexica funcionaban 

" Moreno M. Manuel La Orppnizoclón Po//licay Social de los Azleca. lmpratla Roa. México 1959. p.p. 
Sil-59. 
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tribunales en la capital, Tenochtitlan; en el Palacio de los Tlacatecuhtin mexicas 

y otros funcionaban en las cabeceras de las diversas provincias sujetas al 

dominio de México. Estos últimos eran Tribunales de primera instancia 

únicamente, que conocían acerca de las controversias del pueblo. El Tribunal de 

Primera Instancia era Colegiado, constaba de tres miembros, el primero el 

Tlacatecatl siendo el presidente; el Cuauhnocht/i y el Tlai/ot/ac, estos tres eran 

acompañados cada uno por un teniente que ola y determinaba junto a ellos, 

estos tenientes se encargaban de ~ecutar los acuerdos, sentencias y 

disposiciones del Tribunal. El Tribunal de la Segunda Instancia, o T/axcitlan, 

estaba dirigido bajo la presencia del Cihuacoatl, este tribunal era el mismo 

tiempo el Tribunal que conocía causas relativas a la nobleza. El Tribunal de 

Segunda Instancia conocía en apelación de resoluciones de los Jueces de 

Primera Instancia; constante en cuatro miembros. También existían jueces 

menores en las poblaciones en donde habla Tribunales de Primera Instancia, los 

cuales sentenciaban solo pleitos de poca calidad y en los graves formaban una 

especie de instrucción. Cada tribunal tenía sus escribanos, o mejor dicho sus 

pintores <¡ue ponían en pintura lüs motivos del litigio, los nombres de los 

contendientes y las sentencias pronunciadas.20 

El Tlacatecuht/i ejercía la máxima autoridad dentro de la Organización 

Judicial de los Aztecas. Habla además otro Tribunal Especial, llamado 

tecut/atoque, presidido por el Tlacatecuht/i que conocía de ciertas materias de 

carácter primitivo. Hay que hacer referencia, al Nauhpohua/tlatolli o Tribunal 

de los Ochenta Días, especie de Audiencia Suprema, presidida también por el 

T/acatecuht/1, a los jueces del país principal; esta audiencia duraba hasta diez y 

doce días pues eran muchos e importantes los asuntos que se ventilaban. 

20 lbidem. p. 61. 
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Los juicios eran verbales y el despacho de los negocios se hacia desde la 

mañana hasta el atardecer con un descanso a la hora de la comida; los jueces 

administraban la justicia con la mayor rectitud, sin recibir remuneración de los 

litigantes, sino por salario, consistente en cierta cantidad de efectos y 

comestibles y tenían además tierras afectadas al oficio que desempeilaban, con 

gente que las labrasen, de donde obtenían lo suficiente para el sustento. El juez 

injusto era castigado con la pena de muerte. 21 

En el idioma Azteca 'justicia" se dice tlamelahuacachinalizt/1, palabra 

derivada de tlame!ahua, pasar de largo, ir derecho, vía recta a alguna parte, arte 

de enderezar lo torcido. Los aztecas estaban organizados en Calpullis, y en 

cada Barrio o Ca!pulli existía un Teuctle o alcalde que sentenciaba en los 

asuntos de poca cuantía, investigaba los hechos y daba cuenta diariamente con 

ellos al Tribunal del tlacatecatl; existiendo también en cada Barrio cierto 

número de centectlapixques. funcionarios que estaban a cargo de la vigilancia y 

cuidado de ciertas familias y que en el orden judicial hacia las funciones de 

jueces de paz, para HSUntos de mínima importancia. 22 

De lo anterior podemos concluir que básicamente por la .. turma en que se 

encontraban organizados los aztecas a través de los Calpullis , respecto de su 

Teucle, es la forma en que se puede decir que actualmente se encuentra dividida 

jurisdiccionalmente la Justicia de Paz, toda vez que los tantos Juzgados de Paz 

Civil se encuentran propiamente divididos en jurisdicciones a través de las 

dieciséis Delegaciones Políticas comprendidas en el Distrito Federal, y a lo cual 

se contrae el artículo 68 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal. 

21 lbidom. p. 62. 
22 FM¡uivel Obregón, Toribio. Apuntes para la Historia del Derecho m Mhlco. S"'!llllda Edición. 
Edilorúol Porroa. México 1984. Tomo l. p. 186. 
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EPOCA COLONIAL. 

Durante la Época Colonial, de la misma fonna como ocurrió en Espru1a, 

fueron los alcaldes los funcionarios encargados de Injusticia de mínima cuantía. 

La Constitución Espru1ola de Cádiz de 1812 otorgaba a los alcaldes de cada 

pueblo la función de conciliadores y la competencia para conocer de demandas 

de pequeño monto o por injurias. 23 

"Por tanto fue derecho vigente durnnte la Colonia el principal y supletorio; el 

primero constituido por el derecho indiano, entendido en su expresión más 

genérica, es decir, que comprendía tanto las leyes strictu sensu cuanto las 

regula_ciones positivas, aun las más modestas cualquier que fuese la autoridad 

de donde emanaran, pues sabido que varias autoridades coloniales, virreyes, 

Audiencias, Cabildos, gozan de un cierto margen de autonomía que les pemtitía 

dictar disposiciones de carácter obligatorio; y el segundo constituido por el 

Derecho de Castilla".24 

Existieron diversas recopilaciones de las leyes especialmente aplicables en 

las. colonias, y así encontmmos como la principal de todas a la Recopilación de 

las leyes de los Reinos de las Indias de 1860, dotada de fherza para obligar. 25 

Pero las numerosas cédulas, instrucciones, ordenanzas, leyes de Cortés, y 

demás dictadas con anterioridad a esta o con posterioridad al año de 1680, nos 

rebelan nbundadísima floración de la legislación colonial; podríamos citar entre 

otms las de Juan Ovando de la cual se desconoce su fecha, el Cedulario de Puga 

(1525-1563), las Leyes y Ordenanzas reales de las Indias del Mar Océano, por 

Alonso de Zurita (1570), In Recopilación de Encintas (1596), la Gobernación 

21 Ovalle Favela, José. Estudios de Derecho Procual. U.N.A.M. lnotituto do lnvestigacione• JurldicaB. México 
1981. p. 195. Tomo l. 
,. Camlncé y trujillo, Raól. Derecho Penal Me:dcano, Parte General. Vigálima Edición. Editorial Pomln. 
México, 1941. p. 82. 
25 lbidem. p. 83. 
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Espiritual y Temporal de las de las Indias (sin fecha), el Libro de Cédulas y 

Provisiones del Rey (1541-1621), los Nueve Libros de Diego de Zorrilla 

(1605), los Sumarios de Rodrigo de AguiJar (1628), la recopilación de Cédulas 

(1589-1632), el Proyecto de Solórzano (1618-1621), el de León Pinelo (1636), 

los trabajos conjuntos de ambos (1654), el Proyecto de Jiménez Payagua 

(1665), los Sumarios de Cédulas, Ordenes y Provisionales Reales de 

Montemayor(1628-1667). Y entre las posteriores a 1680, el Cédulario de Ayala 

y el Proyecto de Código indiano (siglo XVIII). 26 

La Recopilación de las Leyes de las Indias de 1680, constituyó el cuerpo 

principal de leyes de In Colonia, complementando con Autos acordados, hasta 

Carlos III (1759); a partir de este monarca comenzó una legislación especial, 

más sistematizada, que dio origen a las Ordenanzas d~:: intendentes y a la 

Minería. La Recopilación se compone de IX libros divididos en títulos 

integrados por un buen golpe de leyes cada uno. La materia está tratada 

confusamente en todo el Código. Este cuerpo de leyes es un caos en el que se 

hacinaron disposiciones de todo género, pudo decir Ortiz de Montellano.27 

"El fuew cÓmún además de las Audiencias contaba con los Alcaldes 

mayores o corregidores. Los Alcaldes ordinarios conocían de los negocios de 

menor cuantía con apelación n la Audiencia y los alcaldes mayores tenían su 

sede en las principales ciudades de provincia y conocían de asuntos civiles y 

criminales de los pueblos de los indios". 28 

Por último el real Consejo de Indias, el Supremo Tribunal de la Colonia, 

Además de actuar como consultor del monarca español en todos los actos 

concernientes a sus posesiones ultrwnarinas, fue un órgano político en lo 

correspondiente a la elección de virreyes, capitanes, generales, gobernadores o 

26 Ibidom. p.p. 83,84. 
27 Jbidem. p. 84. 
21 De Pina, Rafael, y Castillo Larml!aga, José. Instituciones de Derecho Procesal Civil. Vigésima Segunda 
Edición. Editorial Poaúa, Mt!xico 1979. p. 53. 
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intendentes; en algunos casos nombmdos con la anuencia del Monarca por 

supuesto hasta los Alcaldes y Corregidores e intervenían en la elección de 

miembros de las diversas audiencias, verdaderos consejeros Virreynales que 

tenia funciones legislativas como jurisdiccionales, es decir de Tribunal de 

Justicia.29 

Por lo tanto debemos considerar que en los juicios de monto reducido no 

requerían de formalidad escrita, por lo que debe considerarse que en la Justicia 

de Paz siempre se ha tratado de suprimir la ritualidad, esto es que se eliminan 

solemnidades, asimismo en el Antiguo Derecho Espafiol se reitem la 

simplificación de etapas procesales pam los asuntos de mínima cuantía, es 

decir, se busca In inmediatez, una justicia pronta y eficaz. 

MÉXICO INDEPENDIENTE. 

En México independiente, el primer texto legal que previó la existencia de 

los Jueces de Paz fue la Constitución Centralista de 1836 que tuvo escasa 

vigencia y posteriormente, la Ley de 17 de enero de 1853. De acuerde éon está 

los Alcaldes fueron sustituidos, en In Ciudad de México por los jueces menores 

de competencia para conocer asuntos civiles con importancia económica que no 

excediera de cien pesos; en las demás municipalidades del distrito Federal se 

establecieron Jueces de Paz con igual competencia de los menores. 30 

Por bando de 12 de enero de 1846 y Decreto 12 de julio de 1846, fueron 

creados los Jueces de Cuartel y de Manzana, en sustitución de los Alcaldes, 

pero en la Ley de 19 de marzo de 1846 fueron regulados nuevamente los 

alcaldes. Estos fueron remplazados definitivamente por los Jueces Menores 

creados por In Ley de 17 de enero de 1853. Los Jueces Menores establecidos 

"Ibídem. p. 17. 
30 Ovalle Fa vela, Joté. Op. Cil p. 195. 
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por la citada Ley de 17 de enero de 1853 en sustitución de los Alcaldes, 

tuvieron a su cargo la conciliación y el conocimiento de los juicios civiles 

verbales cuyo interés no pasara de cien pesos. Los Jueces Menores eran 

nombrados por el Ejecutivo de una terna propuesta en cada caso por el Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales. Los Jueces nombrados 

fuera de la capital, en las municipalidades del Distrito Federal, eran llamados 

Jueces de Paz, y tenían la misma competencia civil y penal que los menores de 

la capital. 

La Ley Lares de 16 de diciembre de 1853 uniformó las denominaciones de 

los Juzgados Menores de la capital y de paz de las municipalidades, llamando a 

ambos Juzgados Locales. Les atribuyo el conocimiento de los juicios verbales 

civiles con cuantía no mayor de cien pesos y de los juicios criminales en los 

cuales la pena máxima fuera reprensión o corrección ligera. Esta Ley fue 

derogada, al triunfo de la Revolución de Ayutla, por la de 21 de septiembre de 

1855. JI 

En la Ley para la Organización de los Tribunales y de los Juzgados 

promalgada por Maximiliano el 18 de diciembre de 1865, los órganos 

encargados de la justicia de mínima cuantía se denominaban Jueces 

Municipales. Nombrados por el prefecto del departamento, o propuesta en terna 

del Tribunal o Juez de Primera Instancia del lugar, los Jueces no requerían ser 

peritos en derecho y duraban en su cargo un afio, sin que pudieran ser 

designados para el período siguiente. Eran competentes para conocer de: 

1 o.- En el juicio verbal, sin intervención de abogados y sin apelación, de los 

negocios civiles cuyo interés no exceda de cincuenta pesos: 

n Ibidom. p. 198. 
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2°.- De la misma manera de los negocios criminales y faltas de igual 

naturaleza, que no merezca otra pena que una multa hasta cincuenta pesos o 

prisión que no exceda de quince días ... 32 

También conocían los jueces municipales con cuantía hasta cien pesos, pero 

entonces su sentencia sí era apelable ante el juez de instrucción o de primera 

instancia. Una apreciación sobre el funcionamiento real de los Juzgados de Paz, 

suscita dudas sobre ese posible ajuste entre procedimiento real y previsión 

legal. En el sentido, se pueden citar las siguientes palabras de Miguel S. 

Macedo: "Los jueces de paz de aquella época, como hasta mucho tiempo 

después eran funcionarios de carácter no bien definido y que tenían tanto 

funciones administrativas como judiciales; se consideraban generalmente como 

subalternos de Jos ayuntamientos y de ordinario desempeñaban el cargo, que ern 

consejil, personns de muy escasa ilustración y de condición social inferior 

social inferior. Su fimción era un extremo deficiente y de hecho ni siquiera 

existían en todos Jos lugares en que debieran confurme n la ley"33 

A partir de diciembre de 1912 fue designada una Comisión Revisadora del 

Código de Procedimientos Penales en In cual surgió la idea de "establecer en 

la Ciudad de México Jueces de Paz con jurisdicción mixta, con límites muy 

bajos tanto en materia civil como penal y asignándole el conocimiento de las 

faltas atribuidas hasta ahora, salvo casos excepcionales, a las autoridades 

políticas y administrativas". Quines integraron esta Comisión Revisadora, que 

no llego a concluir sus trabajos toda vez de los sucesos ocurridos en 1913, 

Manuel Escudero y Verdugo, Victoriano Pimentel y Miguel S. Macedo. Estos 

dos últimos formaron parte de la nueve Comisión, en la que también 

participaron Manuel Olivera Toro, Agustín Hurtado de Mendoza y Alfredo 

Mateos Cárdena, a la que se encomendó, el 25 de abril de 1913, formular el 

"lbidem. p.l99. 
"lbidem. p. 202. 
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Proyecto de Ley para establecer los juzgados de paz en la ciudad de México. La 

Comisión concluyó los trabajos a principios de septiembre del mismo afio de 

1913. 34 

Vemos como los autores del Proyecto procuraron que esté fuere suficiente 

por sí solo para regular la justicia de paz, previniendo la supletoriedad de los 

Códigos Procesal Civil y Penal, así como la reglamentación orgánica sólo 

cuando fuere indispensables para complementar las disposiciones de esta ley y 

qué no se oponga directa o indirectamente a ésta. 

El 9 de septiembre de 1 919, en la Ley Orgánica de los Tribunales del Fuero 

Común para el Distrito Federal y Territorios Federales, se uniformo el nombre 

de los Juzgados de Mínima Cuantía en el Distrito Federal, designándoles 

Juzgados de Paz tanto a los de la Ciudad de México, como a los demás 

municipalidades, los Jueces de Paz eran nombrados por los Ayuntamientos de 

las Municipalidades sin el requisitos de ser abogados. Su competencia era 

mixta, conocían de materia civil, cuya cuantía no excediera de cien pesos, y en 

materia penal, de delitos con penas hasta de treinta días de arresto o cincuenta 

pesos de multa. La ley Orgánica de los Tribunales del Fuero Común en el 

Distrito Federal y Territorios Federales de 29 de diciembre de 1922, no 

introdujo ninguna modificación en organización y competencia de dichos 

juzgados de paz, solo estableció el tiempo de duración del nombramiento del 

juez de paz, que era de un at1o, con posibilidad de reelección. En la ley 

Orgánica de los Tribunales del Fuero Común en el Distrito y Territorios 

Federales del 31 de diciembre de 1928, suprime el sistema municipal en el 

Distrito Federal, el nombramiento de los Jueces de Paz pasó a corresponder al 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Fedtnl y la demarcación territorial en 

la cual se les atribuyó competencia ya no fueron las "municipalidades" sino las 

34 lbidem. p. 203-204. 
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"circunscripciones político-administrativas", en que se dividió el Distrito 

Federal, es decir, el departamento central y las delegaciones; la Ley Orgánica 

de los Tribunales del Fuero Común de fecha 30 de enero de 193 2, suprimió el 

carácter mixto de la competencia de los Juzgados de Paz, siendo que en la 

Ciudad de México hubiera un juez de paz de orden civil y otro de orden penal 

en cada uno de los lugares en que se encontraba dividida, y en está ley se exigía 

para ser juez de paz "ser abogado con título oficial"35 

De lo anterior podemos concluir que los autores de los anteproyectos 

realizados para regular la justicia de paz, han prevenido la supletoriedad, en 

especifico en la justicia de paz, lo encontraremos en el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. así como la reglamentación 

orgánica solo cuando fuere indispensable y para complementar disposiciones 

no contempladas en el Título Especial de la Justicia de Paz, siempre que no se 

oponga directa o indirectamente a ésta, tal como lo establece el artículo 40 

precisamente del Título Especial en comento. 

1.2. PRINCIPIOS RECTORES. 

El procedimiento ante los juzgados de paz se rige por el principio de libertad 

de formas y tiene como técnica de sustanciación la oralidad y la concentración 

de las etapas procesales, a diferencia del juicio ordinario que es 

predominantemente escrito y se desarrolla por etapas separadas. En la Justicia 

de Paz se busca la ausencia de toda ritualidad y fommlismo, para que cada uno 

de las partes pueda defender lo que crea su derecho sin la necesidad del 

patrocinio de letrados ni prácticos; rapidez en la sustanciación y decisión de las 

controversias, para evitar la pérdida de tiempo y erogaciones económicas 

"Ibídem. p. 207-208. 
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innecesarias, siendo que el monto de la controversia es de poca cuantío, 

existiendo la tendencia a simplificar los trámites, eliminando, precisamente 

formalidades en un proceso cuya importancia es menor en compamción con 

otros en que se debatan problemas de mayor cuantía (sin dejar de menospreciar 

los juicios tramitados en los Juzgados de Paz). La brevedad en el proceso c¡ue 

alude a la corta extensión y corta duración del trámite en el proceso de asuntos 

menores, tam~ién lo es, en aras del principio procesal de concentración, en la 

Justicia de Paz 

Principios rectores en los juicios de paz que comentaremos en seguida tales 

como la ausencia de fom1nlidndes, la expeditez, y In oralidad que son inherentes 

a Injusticia de pnz. 

1.2.1. AUSENCIA DE FORMALIDADES. 

En los juicios tramitados en los Juzgados de Paz, se rige por la libertad de 

formas, al establecer en el artículo 41 del Título Especial de In Justicia de Paz, 

que: "Ante los jueces de paz no será necesario la intervención de abogados no 

se exigirá ritualidad alguna ni forma detem1innda en las promociones o 

alegaciones que se hagan." . 

En cuanto a estas ausencias pueden mencionarse, en cuanto al fondo, la 

supresión del previo y especial pronunciamiento de ciertas defensas, excepto la 

conexidad, la prohibición de acumular autos llevados ante jueces de paz 

diferentes, la inadmisibilidad de las promociones de nulidad de actuaciones por 

falta o defecto de citación, la recepción de pruebas en una sola audiencia, los 

efectos de la rebeldía en la absolución de posiciones, la irrecurribilidad de las 

sentencias y las amplias facultades del juez para promover la conciliación entre 
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las partes, In eliminación de fónnulns y el olvido de determinadas 

solemnidades. 

La justicia de paz no debe contemplar formas innecesarias que dilaten el 

trámite del asunto que se ventilen en ellos, y de manera breve, tal como lo 

dispone el artículo 44 del título Especial de In Justicia de Paz: "ARTICULO 44. 

Para cada asunto se fonnará un breve expediente con los documentos relativos a 

él, en todo caso, con el acta de audiencia, en In que muy sucintamente se 

relataran los puntos principales y se asentará In sentencia, así como lo relativo a 

su ejecución ... " "En los asuntos de menos de trescientos pesos, no se requiere ni 

In formación de expedientes, bastando con asentar en el libro de gobierno el 

asunto de In demanda y In contestación que se diere; sucintamente relatada, y 

los puntos resolutivos de la sentencia con los preceptos legales que sirvieron c.le 

fundamento". 

El conocimiento del juez se reduce a In constatación de los requisitos 

exigidos por In ley para la procedencia de In acción, sin entrar al examen de In 

realización del derecho en que se funda, es un conocimiento puramente procesal 

y que, por consiguiente, no supone In n<:cesidnd de fonnus solemnes. 

1.2.2. EXPEDITEZ. 

La concentración de actuaciones entraña una aplicación del principio de 

economía procesal en virtud del cual, puede realizarse el mayor número de 

actos procesales en el más corto tiempo posible. Esta concentración cuando es 

llevada a la máxima expresión, se nos presenta en aquellos tipos de procesos en 
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los cuales se agotan todos los actos procesales en una sola audiencia, tal y como 

se regula la Justicia de Paz. 36 

Esta afirmación encuentra su sustento en el artículo 44 del Título Especial de 

Paz, en la que se establece que se formará un breve expediente con los 

documentos relativos a el y con el acta de audiencia, en la que muy 

sucintamente se relatará los puntos principales y se asentará la sentencia y lo 

relativo a su ejecución; por tanto debemos entender que ésta expeditez de la 

justicia de paz se reduce a la presentación de la demanda por el actor, la 

citación al demandado, la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 

20 del ordenamiento antes invocado y en ese acto el desahogo de las pruebas 

ofrecidas por las partes, el dictado de In sentencia y su ejecución. Como 

ejemplos podemos determinar la ejecución de la sentencia que ha condenado a 

la parte demandada al otorgamiento y ftnna de escritura pública y en el 

supuesto que de no compareciere la parte condenada al cumplimiento del acto, 

el Juez con fundamento en el último párrafo del artículo 34 del Título Especial 

de la Justicia de Paz lo ejecutará en rebeldía del propio demandado. 

1.2.3. ORALIDAD. 

Indiscutiblemente, que los primeros procesos jurisdiccionales que 

aparecieron en la humanidad, fueron de carácter eminentemente oral; la 

escritum no existía, o si existía no se utilizaba en los procesos primitivos. Las 

partes comparecían directamente ante el tribunal o juez y, de viva voz, le 

exponían sus problemas. Ahí mismo se traían a los testigos y también 

verbalmente se pronunciaba la sentencia. Pero al irse complicando la vida la 

social y por irse haciendo cada vez más complejos los procesos jurisdiccionales 

36 Oómez Lam, Cipriano. Teorla General do/ Proceso. Décima Segunda Edición. Editorial Harla. M~xico 1997. 
p. 78. 
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fue necesario formar un registro o memoria de los actos procesales, y nace asf el 

escribano, entonces surge en este sentido primitivo y simplista, el proceso 

escrito. En swna, Gómez Lara aduce que un proceso tiende hacia la oralidad si 

reúne las siguientes camcterfsticas: 

a) Concentración de actuaciones. 

b) Identidad entre el juez de instrucción y el juez de decisión. 

e) Inmediatez física del juez con las partes y con los demás sujetos 

procesales. 

d) Inapelabilidad de las resoluciones interlocutorias y desecamiento de 

todos los trámites o recursos entorpecedores de la marcha del proceso. 

"Si un proceso reúne las características o notas apuntadas, se dice que es de 

tendencia hacia In oralidad. Si por el contrario, se aleja oc esas caracterfsticas, y 

presenta las de signo o valor contrario, entonces se estará frente a un proceso de 

tendencia hacia la escritura. Aunque en términos generales hay una tendencia 

hacia la oralidad, In cual es muy pausible, sin embargo no es posible postularla 

como recomendable en todos los casos y en todos los momentos del proceso."37 

Las cuatro características que hacen que un proceso pueda ser calificado 

como de tendencia hacia la oralidad, como se indico son: 

La concentración de las actuaciones entraña una aplicación del principio de 

economía procesal en virtud de la cual, pueda realizarse el mayor número de 

actos procesales en el más corto tiempo posible; la segunda caracterfstica radica 

:n lbidem. p. 78. 
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en la identidad entre el juez de instrucción y el juez de decisión. Es decir, si se 

cumple el principio de la oralidad, el mismo juez o los mismos miembros de un 

tribunal, son los que deben conducir todos los actos procesales, recibir las 

demandas y contestaciones de las partes, sus ofrecimientos de prueba y del 

desahogo de las mismas, oír alegatos y, una vez cerrada la instrucción, ese 

mismo funcionario o funcionarios, son los que deben dictar la sentencia. Por el 

contrario, uno es el juez de instrucción y, otro el juez llamado jurisdicente, 

entonces estaremos en un proceso de tendencia hacia la escritura 

fundamentalmente porque si el juez jurisdicente es distinto del instructor, 

entonces va a decidir, va a pronunciar su sentencia, no por el contacto directo 

que haya tenido con las actuaciones procesales, y con los sujetos del proceso, 

partes, terceros, etcétera, sino muy por el contrario, la decisión del juez 

jurisdicente se basará en forma exclusiva en·el material que en fonua escrita, la 

pasa al juez de instrucción, para dictar In resoluci_ón. Esto es que si la oralidad 

se cumple si esa identidad se da entre el juez de la instrucción y el juez de 

decisión. 

La tercera cuestión, como característica de la oralidad. Es la de inmediatez 

fisica del juez con las partes y con los demás sujetos procesales. La inmediatez 

del juez con los sujetos procesales, esta en el contacto directo que el titular del 

órgano jurisdiccional tenga con las partes y con los demás sujetos procesales, 

esa oralidad se cumplirá si es el juez, y no otros funcionarios que le estén 

subordinados, como los secretarios, que directamente contempla a las partes, las 

oye, recibe sus escritos, esta presente en las audiencias, escucha los 

interrogatorios. que las partes se formula en el desahogo de la prueba 

confesional, observa a los testigos y cómo estos reaccionan a las preguntas y 

repreguntas de las partes e interviene activamente en el desenvolvimiento de los 

actos procesales, utilizando sus amplios poderes, interrogando a las partes, 
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peritos, testigos, observando directamente las cosas u objetos que sena materia 

del litigio. Este contacto directo con el juez con los actores principales y 

secundarios, es una característica del proceso oral. 

Por último In innpelabilidad de las resoluciones interlocutorias y el 

desecamiento de todos los trnmites o recursos entorpecedores de la marcha del 

proceso, aquf ractica la necesidad de alcanzar, a la mayor brevedad posible una 

resoludón del litigio, y no pennitir trámites entorpecedores que dilaten el 

proceso, mismos que son muy recurridos en los procesos de tipo escrito, es 

decir todos los actos procesales deben ser desechados de plano y todas las 

posibilidades de impugnación. Deben reservarse en la impugnación misma de la 

sentencia que se dicte. 38 

La sustanciación oral tomo su mayor expresión en la causa de una nudienéin 

única o en una audiencia próxima, al objeto de no perder, a causa de un proceso 

demasiado diluido en tiempo, las ventajas de la inmediación de In relación ~ntre 

el juez y los elementos de prueba. La audiencia debe entenderse, no como una 

pura y simple discusión ora~ que verse sobre cuestiones de derecho, sino 

principalmente como discusión de las pruebas sobre el órgano decisor. Esto ho 

significa sin embargo que In audiencia no deba ser debidamente preparada, 

como por ejemplo In presentación de escritos, por economía procesal. Se puede 

considerar, como el valor de la oralidad se mueve, en torno a la discusión oral, 

y de una valoración critica, de los hechos de la causa, discusión y valoración 

que encuentra su ambiente natuml en un proceso estructurado en torno a una 

audiencia pública y oral, lo más concentrada posible, bajo esas circunstancias el 

proceso oral significa: un proceso más rápido, concentrado, eficiente y una 

metodología concreta en la búsqueda de los hechos y en la valoración de 

pruebas. 

38 lbidem. p.p. 79,80 
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La omlidad busca destruir esas barreras absurdas como la pérdida de 

tiempo, formalismos procesales, basándose en principios particulares como la 

concentración y la inmediatez, hacer una justicia pronta y expedita, busca esa 

prontitud procesal, buscando el mejor de los resultados en el menor tiempo 

posible. 

Desprovistos de ritualidad, los actos procesales así como de formulismos 

tradicionales y de las exigencias del juicio ordinario en sus trámites, recursos, 

pruebas y fallo. 

Las ventajas de la omlidad, según lo ha demostrado la experiencia, son 

mt'íltiples y diversas: 

1°- Obtiene un mayor número de elementos de convicción con menos trámites y 

realiza efectivamente las leyes sustantivas; 

2°- Contribuye a una mayor efectividad de la regla moral en el proceso; 

3°- Elimina solemnidades innecesarias y acarrea una economía procesal 

apreciable; 

4°- Significa un mayor control de la administración de justicia, a tmvés de la 

observación directa de su fimcionamiento y con eUo, el mejoramiento de dicho 

servicio público; 

5°- Reduce el número de diligencias indispensables en todo procedimiento 

escrito y disminuye el papeleo característico de toda burocmcia. "39 

"Francoz Ri!!"lt, Antonio. Derechos Humanos (órgano informativo). Toluca, México. 28 de febrero de 1997. 
AJ!o S, Número 23. · 
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No hay que olvidar que ante los Juzgados de Paz la legislación que 

utilizaremos será el Título Especial de In Justicia de Paz y supletoriamente 

otras disposiciones, como son el Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal y la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Fedeml, por así autorizarlo el artículo 40 del Título Especial de la Justicia de 

Paz que establece: "En los negocios de competencia de los juzgados de paz, 

únicamente se aplicarán las disposiciones de este Código y de la Ley de 

Organización de Tribunales, en los que fuere indispensable, para complementar 

las disposiciones de este título y que no se opongan directa o indirectamente a 

éstas". 

Ahom bien, aplicando en In justicia de paz los principios expuestos, 

tendremos que referimos a In audiencia que señala el artículo 20 del Título 

Especial de la Justicia de Paz que establece, entre otras cosas que las partes 

expondrán oralmente sus pretensiones, el uctor su demanda el demandado su 

contestación debiendo exhibir los documentos u objetos que estimen para su 

defensa, presentando a sus testigos y peritos que pretendan ser oídos, esto es 

que en la audiencia de referer.::ili las partes deben preparar las pruebas para 

tener una defensa adecuada y poder celebrar dicha audiencia, es decir presentar 

todas las pruebas que se puedan rendir, desde luego. De lo contrario al no 

preparar adecuadamente dichas pruebas perderán el juicio seguido ante el 

juzgado de paz. 

Así también el artículo 23 del Título en comento establece que contm las 

resoluciones pronunciadas por los jueces de paz no se daní más recurso que el 

de responsabilidad, esto es que se busca destruir barreras, específicamente que 

en la justicia de paz no se admite el Recurso de Apelación; aunque en los 

juzgados de paz se puede interponer Juicio de Garantfas dentro de los quince 

días que surte la Sentencia Definitiva dictada en un juicio oral. 
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Asimismo el artículo 44 del Titulo Especial de la Justicia de Paz, dispone 

que no será necesario la intervención de abogados, no se exigirá ritualidad 

alguna ni forma determinada en las promociones o alegaciones que se hagan; 

esto significa la eliminación de solemnidades, economía procesal y hasta 

reducción de gastos pecuniarios para las partes, altorro de tiempo, así pues se 

llega al fin que busca la justicia de paz, que busca en principios particulares 

como la concentración e inmediatez, hacer una justicia pronta y expedita, busca 

esa prontitud procesal, buscando el mejor de los resultados en el menor tiempo 

posible. 

La oralidad es uno de los principios fundamentales del proceso, aunque, a 

pesar de sus innegables ventajas, todavía es uno de los mús discutidos. 

1.2.4. INIMPUGNABILIDAD DE LAS RESOLUCIONES. 

Impugnación, dentro del procedimiento se refiere n los medios que tienen 

como fmnlidnd atacar un resolución judicial, un documento, una actuación, etc., 

pam obtener su revocación o anulación. En el r.ampo del derecho procesal 

existen procedimientos para atacar lns resoluciones judiciales, llamados medios 

de impugnación que sólo puede utilizar el que se siente agraviado. La 

impugnación se hace valer en un proceso, con la idea de corregir los errores de 

una resolución o de una actuación procesal, y de esta manera regul~zar el 

procedimiento.40 

En ténninos generales, se afirma que la resolución de los jueces de paz en 

los juicios civiles de mínima cuantía son irrecurribles. Por una parte el artículo 

23 del Título Especial de In Justicia de Paz establece que contra las resoluciones 

pronunciadas por los jueces de paz "no se dará más recurso que el de 

40 Diccionario• Jurldicoo Temlticoo. Derecho Proceoal Cuarto Tomo. Oxfa<d, Univenity Preso. Colegio de 
Profuoore1 de Derecho ProceoaL Facultad de Derecho de la UNAM, Segunda Edición. México 2000. p. 137. 
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responsabilidad". Como la llamada responsabilidad civil de los funcionarios 

judiciales es exigible a través de un juicio -no de un recurso- y la sentencia que 

se dicte en tal juicio no puede modificar de ninguna manera la resolución en la 

que se haya incurrido en responsabilidad, sino sólo ordenar el resarcimiento de 

los daños y prejuicios causados a la parte afectada, en realidad dicha 

responsabilidad no constituye ni un recurso ni mucho menos un medio de 

impugnación, por lo que el significado del artículo 23 en comento es que contra 

las resoluciones pronunciadas por los jueces de pnz no procede ningún 

recurso.41 

Por último como ya lo hemos indicado, contra las sentencias definitivas de 

los jueces de paz procede el juicio de amparo directo ante los Tribunales 

Colegidos de Circuito en Materia Civil. 

1.3. COMPETENCIA DE LOS JUECES DE PAZ. 

Competencia, en un sentido jurídico general se alude a la idoneidad atribuida 

a un órgano de autoridad para con<v.;er o llevar a cabo determinadas funciones o 

actosjurídicos.42 

Ha sido definida la competencia por Alsina "como la aptitud del juez para 

ejercer su jurisdicción en un cnso determinado", y "como la facultad y el deber 

de un juzgado o tribunal para conocer de detenninado asunto". 

La competencia, es en realidad, la medida del poder o la facultad otorgada 

a un órgano jurisdiccional para entender un detenninado asunto, es decir que la 

competencia es aquella parte de la potestad jurisdiccional que está legalmente 

" Ovalle Fa vela, Josd. Ob. Cit p. 21 S. 
•• Diccionarios Juridicoa Ternéticoo. Derecho Prooellll. Cuarto Tomo. Ob Cit. p. 65. 
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atribuida a un órgano judicial determinado frente a una cuestión también 

determinada. 

La jurisdicción es: "función pública, realizada por los órganos competentes 

del Estado, con las formas requeridas por la Ley, en virtud de la cual, por acto 

de juicio, se determina el derecho de las partes, con el objeto de dirimir sus 

conflictos y controversias de relevancia jurídica, mediante decisiones con 

autoridad de cosa juzgada, eventualmente factibles de ejecución". 43 

La competencia se encuentra taxativamente fijada por las leyes procesales. 

Es un principio de derecho procesal, reconocido universalmente, que toda 

demandad debe formularse ante juez competente, como lo establece el artículo 

143 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal ''Toda 

demanda debe formularse ante juez competente". La presentación de demanda 

ante juez incompetente, de acuerdo con el rwi.smo ordenamiento, artículo 35 

fracción 1, faculta al demandado a oponer la excepción de "incompetencia del 

Juez". 

Para. que un juez o un tribunal tenga competencia para conocer de un 

determinado asunto se precisa que, -hallándose este dentro de la .órbita de su 

jurisdicción, la ley se reserve de su conocimiento, con preferencia a los demás 

jueces y tribunales de su mismo grado. Un Juez o un Tribunal pueden tener 

jurisdicción y carecer de competencia. La competencia por el contrario, no 

puede existir sin jurisdicción. La determinación de la competencia puede 

fundarse en un criterio objetivo, territorial o funcional. 

La competencia (articulo 144 del Código de procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal) de los tribunales se determina por la materia, la cuantía, el 

grado y territorio. El criterio objetivo toma como base el valor de lo litigado o 

la materia. La competencia por razón de territorio es consecuencia de la 

41 J. Crunture,Eduardo. Funtbmtmlos del D<recho Proc~sal Civil. Editorial Depalma. Ten:em Edición. Buenoo 
Aireo 1993. p. 40. 
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distribución de los juzgados y tribunales por el territorio nacional y del 

principio que exige la proximidad de los órganos de la jurisdicción a los 

justiciables (que ciertamente no depende tanto de la distancia material come de 

los medios de comunicación). Y con este principio se señalan las 

demarcaciones judiciales, y dentro de ellas, la competencia correspondiente a 

los Juzgados y Tribunales que comprenden. 

Para los efectos de la designación de los jueces de paz, el Distrito Federal se 

considerará dividido en las Delegaciones que fije la Ley Orgánica de la 

Administración Pública del Distrito Federal. (Artículo 68 de la Ley Orgánica 

del tribunal Superior Justicia del Distrito Federal). 

El Consejo de la Judicatura señalará la competencia señalará la competencia 

territorial de los Juzgados de Paz, pudiendo un juzgado abarcar jurisdicción en 

una o varias Delegaciones. Se podrán establecer dos o más Juzgados en una 

Delegación. (Artículo 69 de la Ley Orgánica del tribunal Superior Justicia del 

Distrito Federal). 

El artículo 67 de la ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia, establece 

que los jueces de pil.z del Distrito Federal serán designados por el Consejo de la 

Judicatura, además de reunir los requisitos establecidos en el artículo 18 de la 

Ley Orgánica en comento. 

El Distrito Federal cuenta con dieciséis Delegaciones, que deciden su 

territorio y que se denominan como sigue: 

l. Álvaro Obregón; 2.- Azcapotzalco; 3.- Benito Juárez; 4.- Coyoacán; 5.­

Cuajimalpa; 6.- Cuauhtérnoc; 7.- Gustavo A: Madero; 8.- lztacalco; 9.­

lztapalapa; 10.- Magdalena Contrems; 11.- Miguel Hidalgo; 12.- Milpa Alta; 

13.- Tláhuac; 14.- Tlalpan; 15.- Venustiano Carranza; y 16.- Xochirnilco. 
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1.3.1. POR CUANTÍA. 

Ya hemos tomado nota de que el artículo 144 del Código de Procedimientos 

Civiles del Distrito Federal incluye .la determinación de la competencia por 

cuantía, en términos genéricos. La importancia pecuniaria de los intereses que 

se debaten en el proceso servirá paro determinar si un juez es o no competente. 

Para determinar In competencia en mzón de cuantía del negocio, se tendrá en 

cuenta lo que demanda el actor. Los réditos, daños y peJjuicios no serán tenidos 

en consideración si son posteriores a la presentación de la demanda, aun cuando 

lo reclamen en ella (artículo 157 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal). 

En las contiendas sobre propiedad y posesión de un inmueble, la 

competencia se determinará por el valor que tenga. Si se trata de usufructo o 

derechos reales sobre inmuebles, por el valor de la cosa misma. Pero de los 

interdictos conocerán siempre los jueces de primera instancia de la ubicación de 

la cosa (artículo 158 del Código Procesal Civil). 

·EJ artículo 2° del Título Especial de la Justicia de Paz, establece: 

"ART 2 .-Conocerán los jueces de paz en materia civil de los juicios contenciosos que 
versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre bienes inmuebles ubicados dentro 
de su jurisdicción y que tengan un valor hasta tres mil días de salario mínimo general 
vigente en el distrito Federal y en los demás negocios de jurisdicción contenciosa común o 
concurrente cuyo monto no exceda de mil dias de salario mfnimo vigente en el Distrito 
Federal, cantidades las anteriores que se actualizaran anualmente como lo dispone el artículo 
71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

Queda exceptuados de la anterior disposición todas las controversias relativas a las 
materias familiar y de arrendamiento inmobiliario, cuya competencia queda asignada a los 
jueces de primera instancia de la materia" 

De acuerdo con el artículo 71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, los Jueces de Paz del Distrito Federal, en materia 

Civil, conocerán: 
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"l. De los juicios contenciosos que versen sobre In propiedad o demás derechos reales sobre 
inmuebles, que tengan un valor hasta sesenta mil pesos. En los demás negocios de 
jurisdicción contenciosa, común o concurrente, cuyo monto no exceda de veinte mil pesos. 
Dichas cantidades se actualizarán en forma anualizada que deberá regir a partir del primero 
de enero de cada año, de acuerdo con el Índice N aciana! de precios al Consumidor que 
determine el Banco de México. Se exceptúan los interdictos, los asuntos de competencia de 
los Jueces de lo Familiar, los reservados a los Jueces de Arrendamiento Inmobiliario y de lo 
Concursa!; 
11. De las diligencias preliminares de consignación, con la misma limitación a que se refiere 
In fracción inmediata anterior, y; 
111. De la diligenciación de exhortos y despacho de los demás asuntos que les encomienden 
las leyes. 

En tanto por determinación del Pleno, del Consejo de In Judicntum del 

Distrito Federal, emitida mediante acuerdo 15-63/2002, de fecha 12 dl3 

diciembre del rulo dos mil dos, hizo del conocimiento de los servidores Públicos 

del Tribunal Superior De Justicia del Distrito Fed1..'Tnl y al público en geneml, 

que de con In información proporcionada por el Banco de México, en relación 

al incremento al Índice Nacional de precios al Consumidor, con apoyo en el 

artículo 201, fracción XIX, de In Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Fedeml, y el artículo 50, fracciones II y III, en relación con lo que 

estatuye el diverso 71, fracción I, ambos de la citada Ley Orgánica, a su vez 

vinculados con lo que establece el artículo 2 del Título Especial de la Justicia de 

Paz del Código de Procedimientos civiles para el Distrito Federal, a partir del 1° 

de enero del año dos mil tres, se actualizan las cantidades correspondientes a In 

competencia de los Juzgados de Paz, como a continuación se ~ñala: 

1.- JUICIOS CONTENCIOSOS QUE VERSEN SOBRE LA 

PROPIEDAD O DEMAS DERECHOS REALES SOBRE INMUEBLES, 

QUE TENGAN UN VALOR HASTA DE $181,110.00. (CIENTO 

OCHENTA Y UN MIL CIENTO DIEZ PESOS 00/100 M.N.) 
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2.- NEGOCIOS DE JURISDICCIÓN CONTENCIOSA, COMUN O 

CONCURRENTE, CUY A CUANTÍA NO EXCEDA DE $60,370.00 

(SESENTA MU. TRESCIENTOS SETENTA PESOS 00/100 M.N.) 

Estos criterios descritos, por un lado por el artículo 2° del título Especial de 

la Justicia de Paz y por otro lado el acuerdo emitido por el Consejo de la 

Judicatura del Distrito Federal, aunque estos se contraponen hacen posible la 

impartición de justicia en los juzgados de paz. 

En comparación del artículo 157 del Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal, establece que se determinará la competencia por razón de la 

cuantía del negocio, se tendrá en cuenta lo que demanda el actor y el artículo 

71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en 

su primera fracción, especifica en forma precisa y con mayor detalle de que 

pueden conocer los jueces de paz civil del Distrito Federal, ya que especifica 

cual es la cuantía que deben conocer en juicios que versen sobre la prop.iedad o 

demás derechos reales sobre inmuebles, y de los demás negocios de jurisdicción 

contenciosa, común o concurrente, de ahí que la misma fracción del artículo de 

referencia menciona que esas cantidades se actualizarán anualmente y que 

regirá a partir del primero de enero de cada mes de Acuerdo al Índice Nacional 

de Precios al Consumidor que fije el Banco de México, de ahí que anualmente 

el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, emita un acuerdo en donde en 

base a la información proporcionada por el Banco de México, actualiza afio con 

año la competencia en razón de cuantía para los jueces de paz civil del Distrito 

Federal. 

En el caso de que el juez dudase del valor de la cosa demandada o del interés 

del pleito, antes de expedirse la cita para el demandado, el juez oirá un 
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dictamen de un perito que él mismo nombrllrá a costa del actor. (llrtículo 3° del 

Título Especial de la Justicia de Paz). 

Si el Juez, como lo establece el artículo tercero del Titulo Especial dudare 

del valor de In cosa demandada o del interés del pleito y en consecuencia 

nombre perito, esto debe de ser antes de expedir la cita para el demandado, y 

nunca después, ya que de hacerlo así seria revocar su determinación. Si del 

resultado del dictamen rendido por el perito, diera como resultado que el valor 

del interés del pleito sea mayor al permitido por la ley para conocer del asunto, 

el juez se abstendrá de conocer del juicio declarándose este, en efecto, 

incompetente en razón de cuantía y deberá remitir las actuaciones si como los 

documentos base de In acción intentada n In Presidencia del Tribunal Superior 

de Justicia del Db1rito Federal y esta a su vez lns remitirá a Juzgado de Primera 

Instancia en Turno para que se avoque ni conocimiento del mismo. Y si el 

dictamen del perito no rebasare la competencia fijada en razón de cuantía 

establecida por la Ley, seguirá conociendo del negocio y dictará auto de 

radicación .. esto es que se expedirá cita para el demandado. 

El artículo 4° del Título Especial de In Justicia de Paz precP-ptúa que cuando 

el juez, en cualquier estado del negocio, encu~ntre que éste no es de su 

competencia por exceder de los límites que se ftjnn en el artículo 2, o en razón 

de correspohder a juez de diversa jurisdicción o de otro fuero, suspenderá de 

plano el procedimiento y remitirá lo actuado al juez competente. 

Cuando el juez de paz recibiere inhibitoria de otro juzgado en que se 

promueve competencia por razón de cuantía y creyere debido sostener la suya, 

el mismo día lo comunicará asl al competidor y remitirá su expediente con el 

oficio inhibitorio sin necesidad de informe especial al Tribunal Superior. El 

superior sin otro trámite, decidirá la competencia en una audiencia que se 

celebrará dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al recibo de los 
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documentos, y a la cual será citado el Ministerio público, sin que sea necesnria 

su asistencia pnra que se verifica su visita. (Artículo 6° del Título Especial de la 

Justicia de Paz). 

Por lo tanto los jueces de paz civil, conocerán de los negocios que establece 

el articulo 71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, referidos con anterioridad en el punto 1.3.1.44 de este trabajo, en las 

circunstancias anteriores, podemos decir que In justicia de paz civil es vasta, ya 

que se conocen juicios orales siguiendo el procedimiento que lo establece el 

artículo 20 del Título Especial de In Justicia de Paz, procedimiento que destruye 

barreras procesales, es decir se orienta hacia la concentración de las 

actuaciones, en virtud de In cual puedan realiznrse el mayor número de actos 

procesales en el más corto tiempo posible, también la oralidad mnrca un 

acercamiento directo entre las partes tanto en la instrucción como en la 

decisión, así como In inmediatez del juez con los sujetos procesales y por 

último la inapelabilidnd de las resoluciones que se dicten. Es importante sei1alar 

que los juzgados de paz conocen de juicios hipotecarios, pero se tramitan en vía 

oral, el motivo es que el Consejo de la Judiciatura del Distrito Federal, 

nrgumenta que el origen de la deuda, es el contrato de mutuo, es decir que es lo 

principal, y que lo accesorio es la hipoteca, porque no se celebraría el contrato 

de mutuo sin una garantía, que es In hipoteca. 

Pero también tenemos que hacer referencia a que en los juzgados de paz 

civil conocen de negocios de jurisdicción contenciosa, común o concurrente, 

siempre y cuando la cuantía no exceda de $60,370.00 (SESENTA Y UN MIL 

TRESCIENTOS SETENTA PESOS 00/100 M.N .). Asf pues conoce también 

de la vía de apremio de acuerdo al artículo 500 del Código de Procedimientos 

Civiles que establece ''Procede la vía de apremio a instancia de parte, siempre 

44 No• referim01 al inci10 1.3.1. Competencia por Cuantta. del Capitulo Primero de elle miomo trabajo. 
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que se trate de In ejecución de una sentencia o de un convenio celebrado en el 

juicio, ya sen por las partes o por terceros que hayan venido ni juicio por 

cualquier motivo que sen. Esta disposición será aplicable en la ejecución de 

convenios celebrados ante In Procuraduría Fedeml del Consumidor y de laudos 

emitidos por dicha Procuraduría"; la limitante para conocer de este asunto los 

jueces de paz es que no exceda de In competencia por cuantía es decir que no 

rebase la cantidad de $60,370.00 (SESENTA Y UN MIL 1RESCIENTOS 

SETENTA PESOS 00/100 M.N.). 

Por otro lado, conoce además de materia mercantil: como es de los juicios 

ejecutivos mercantiles y de los juicios ordinarios mercantiles, siempre y cuando 

su cuantía no exceda de $60,370.00 (SESENTA Y UN MIL 1RESCIENTOS 

SETENTA PESOS 00/100 M.N.) y se regirá su procedimiento por el Código de 

Comercio, es decir tienen los juzgados de paz competencia concurrente, y son 

de materia federal ya que se rigen por el Código de Comercio, el juicio 

ejecutivo mercantil se rige de acuerdo al artículo 1391 del Código antes citado, 

y se tramita de igual manera que en un Juzgado de Jo Civil de Primera 

.. Instancia, con la limitante de que no exceda de In cantidad antes mencionada, 

haciendo la aclaración que en los juicios ejecutivos mercantiles, procede el 

juicio de garantías exclusivamente para asuntos que no excedan de 182 veces 

el Salario Mínimo General Vigente para el Distrito Federal, es decir, 

actualmente el Salario Mínimo es de $43.65 (CUARENTA Y 1RES PESOS 

65/100 M.N.) que multiplicado por las 182 veces de Salario Mínimo nos da un 

resultante de $7,944.30 (SIETE MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y 

CUATRO PESOS 30/100 M.N.), así pues si excede la suerte principal de la 

última cantidad referida es apelable y si es inferior no es apelable, procediendo 

juicio de garantías. El juicio Ordinario Mercantil se tramita también en los 

juzgados de paz, siempre que la cuantía no exceda de $60,370.00 (SESENTA 
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Y UN MIL TRESCIENTOS SETENTA PESOS 00/100 M.N.) y se tramita de 

acuerdo al artículo 1377 del Código de Comercio, ahora bien la diferencia entre 

tramitar un juicio ya sea en In vía oml o en la ordinaria mercantil, estriba que de 

acuerdo al artículo 1050 del Código de Comercio dispone. Cuando conforme a 

las disposiciones mercantiles, pam una de las partes que intervienen en un acto, 

éste tenga naturaleza comercial y paro la otra tenga naturaleza civil la 

controversia que del mismo se derive se regirá confom1e a las leyes 

mercantiles", esto es que si las dos partes tienen naturaleza civil, se trnn1itará 

en juicio oral su controversia, pero basta que una sola parte tenga naturnleza 

comercial, se tranJitara enjuicio ordinario civil. 

Además conocen los jueces de paz de medios preparatorios u juicio ordinario 

mercantil y medios preparatorios a juicio ejecutivo m.:rcantil, en los medios 

preparatorios n juicio ejecutivo mercantil, tiene dos supuestos el primero que se:: 

refiere el artículo 1162 del Código de Comercio se prepara pidiendo al deudor 

confesión judicial y se debe de acompat1ar pliego de posiciones y el juez 

sefialará día y hora para la comparecencia del presunto demandado, el ob·o caso 

es el que se refiere el artículo 1165 del Código de Comercio, aquí el Actuario 

adscrito al Juzgado de paz civil se apersona en el domicilio del deudor y se le 

requiere bajo protesta de decir verdad, haga reconocimiento de su firma, así 

como el origen y monto del adeudo, en la actualidad por economía procesal y 

hasta pecuniaria, por tiempo y dinero los litigantes en su mayoría promueven 

Jos medios preparatorios de acuerdo al artículo 1162 del Código de Comercio. 

Esto nos lleva a concluir que los juzgados de paz civil, conocen de diversos 

juicios, ya que tienen competencia común o concurrente, y no solo por el hecho 

de que no excedan su cuantía de $60,370.00 (SESENTA Y UN MIL 

TRESCIENTOS SETENTA PESOS 00/100 M.N.), no son importantes, porque 
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como hemos dicho conocen de asuntos que se tramitan en juzgados de primeras 

instancia, con In limitnnte de su competencia por cuantía. 

1.3.2. POR MATERIA. 

En ténninos del articulo 71 de In Ley Orgánica del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federo!, los jueces de paz del Distrito Federal, en materia 

civil conocerán: 

I.- De los demás juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás 

derechos reales sobre Inmuebles, que tengan un valor hasta de setenta mil 

pesos. En los dem1ís negocios de jurisdicción contenciosa o concurrente, 

cuyo monto no exceda de veinte mil pesos. Dichas cantidades se actualizarán 

en forma nnunlizndn que deberá regir a partir del primero de cada ru1o, de 

acuerdo al Índice Nacional de precios al Consumidor que detennine el banco de 

México. Se exceptúan los interdictos, los asuntos de competencia de los 

Jueces de lo Familiar, los reservados a los Jueces de arrendamiento 

InmobiUarlo y de lo Concursal; 

II.- De las diligencias preliminares de consignación, con la misma limitación n 

que se refiere la fmcción inmediata anterior, y; 

Jll.- De la diligenciación de exhortos y despacho de los demás asuntos que les 

encomiende las leyes. 

Por ser jurisdicción concurrente In materia mercru¡tiJ, los juzgados de paz 

civil pueden conocer de la materia mercantil, mientras la cuantía no exceda de 

$60,370.00 (SESENTA Y UN MIL TRESCIENTOS SETENTA PESOS 

00/100 M.N.). 
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1.3.3. POR TERRITORIO. 

En la competencia por territorio, la aptitud jurídica de conocimiento de 

controversias se distribuye entre los diversos juzgadores mediante el 

sefinlnmiento de dos elementos: 

a) El juzgador tiene set1alndn una circunscripción geográfica, perfectamente 

delimitada; 

b) El caso controvertido tendrá un elemento de sujeción o de conexión 

previsto por In ley, del cual se derivará que el asunto, territorinlmente, cae 

dentro de la circunscripción geográfica que tiene sefialndo ese juzgador. 

Por otra parte, In competencia territorial es In única prorrogable, en los 

términos del artículo 149 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal. 

Para In designación de los jueces de paz, el Distrito Federal se considerará 

dividido en Delegaciones que fije la Ley Orgánica de la Administración Pública 

del Distrito Federal. (Artículo 78 de la Ley Orgánica del Tribunal). 

Es atribución del consejo de la Judicatura set1alar In competencia territorial 

de los Juzgados de Paz, pudiendo un juzgado abarcar jurisdicción en una o 

varias Delegaciones. Se podrán establecer dos o más Juzgados en una 

Delegación 

Cada juzgado conocerá de los negocios relativos a predios ubicados dentro 

de su jurisdicción, cuando se trate de acciones reales sobre bienes inmuebles 

(Artículo so del Título especial de !ajusticia de paz). 

En caso de duda, será competente, por razón de territorio, el juez de paz 

que ha prevenido (Artículo so del titulo especial de !ajusticia de paz). 

La competencia territorial está regulada amplia y detalladamente en el 

Código de Procedimientos Civiles por el artículo 1S6. Si en materia de 
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competencia territorial entraran en conflicto las leyes del Distrito Federal con 

las de otra entidad federativa, se resolverá ese conflicto .:n In fonnn previstas 

por los artículos 33, 23, 24, 25, 26 y 27 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles. 

1.4. RECUSACION DE LOS JUECES DE PAZ CWIL. 

El artículo 47 del titulo especial de In justicia de paz establece: que los 

jueces de paz no son recusables, pero deben excusarse cuando estén impedidos, 

y en tal caso, el negocio pasará al siguiente juzgado en número. Si los jueces 

impedidos no se excusaren, a queja de parte del Consejo de In Judicatura 

impondrá In corrección disciplinaria correspondiente haciendo In anotación en 

el expediente del funcionario. 

Y al efecto se debe precisar el concepto de recusación; en sí se puede decir 

que In recusación es aquel impedimento que tiene el Juez de conocer de un 

:lsunto por las causales que señala el artículo 170 del Código de 

Procedimientos Civiles y por lo tanto si el Juez no se excusa, cualquiera de las 

partes que se sienta amenazada por ese impedimento del Juez puede promover 

In recusación con In finalidad de que el Juez que no se ha excusado sen separado 

del conocimiento de este juicio. 

En tal sentido los jueces de paz no son recusables, no obstante deben 

excusarse cuando estén impedidos en los términos del artículo 170 y 171 del 

Código de Procedimientos Civiles, y si por alguna razón el juez impedido no se 

excusaré, la parte que así lo desee presentará Queja ante el H. Consejo de la 

Judicatura del Distríto Federal, que impondrá una corrección disciplinaria a 

dicho juez, y lo anotará en el expediente del funcionario. 
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De lo Wlterior se desprende que el legislador previo que no fueren 

recusados los jueces de paz con el propósito fundnmcntnl de que In justicia de 

paz se funda en dos principios de informalidad e inmediatez. 

Existe desde Juego In excusa para los jueces de paz que propiamente como 

se ha señalado es la causa por la cual se encuentra impedido el juez de paz de 

conocer sobre determinado asunto y que de acuerdo a los artículos 170 y 171 

del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, esta obligado a dejar 

de tener conocimiento del juicio; ello con la finalidad de que exista una 

imparcialidad absoluta hacia las partes. En el supuesto de que se excusaré el 

juez de paz el asunto pasará ni siguiente juzgado en número. 

Aquí debemos resaltar In necesidad de modificar por parte del legislador el 

artículo 47 del Título Especial de la Justicia de Paz, puesto en ocasiones existen 

en algunas Delegaciones Políticas dos o más Juzgados de Paz, en In adscripción 

del juez que se excusa y sería pertinente que se turnarán al otro Juzgado o bien 

curu1do hubiere más de dos juzgados turnar! o al Juzgado menor en número. Y 

solo en el caso de que en In Delegación a In que se encuentra adscrito el juez 

que se excusa existe únicamente un juzgado, el asunto debería pasar al siguiente 

juzgado en número. Lo anterior en razón de que se evitarán molestias a las 

partes al tener que desplazarse de una Delegación lejWln a otra, perdiéndose 

como consecuencia In inmediatez que previene lajusticiá de paz. 

Como ejemplo de ello actualmente el Juzgado Vigésimo Séptimo de Paz 

Civil se ubica en In Delegación Álvaro Obregón y si se diera una excusa por 

parte del titular de ese Juzgado el expediente se remitiría al que le sigue en 

número, que es precisamente el Juzgado Trigésimo Tercero de Paz Civil que se 

ubica en la Delegación Xochimilco, curu1do podría remitirse el expediente al 

juzgado Quincuagésimo Séptimo de Paz Civil que se encuentra ubicado en la 

propia Delegación de Álvaro Obregón, y as! se evitarla el tener que enviar con 
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posterioridad al juez Trigésimo de Paz Civil el oficio comisario correspondiente 

al juzgado en turno en la Delegación Álvaro Obregón para que por su conducto 

citen al demandado y asimismo se nbreviúfá tiempo en el juicio y gastos 

innecesarios por el traslado tanto de las partes, como del propio Tribunal al 

"tener de trasladar los autos a diversa Delegación, y más que nada hacer que 

funcione adecuadamente la justicia de paz, que esta sen inmediata. 

De igual manera dentro del estudio de la figura jurídica de In recusación 

debemos enfatizar la sanción que se impondrá del H. Consejo de la Judicatura 

del Distrito Federal, cuando un Juez de Paz Civil que esta impedido y no se 

excuse de conocer del asunto, evidentemente como se ha establecido con 

anterioridad, será In Queja de cualquiera de In partes ante dicho órgano 

colegiado. Así se tiene que el artículo 188 fracción VII de In Ley Orgánica del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, precisa que es falta de los 

juect:s, actuar en los negocios en que estuvieren impedidos por las causas 

previstas en las fracciones III, IV, X ,XI ,XII y XIII del artículo 170 del 

Código de Procedimientos Civiles. 

La corrección disciplinaria a que se contrP.<) el artículo 47 del Título especial 

de In Justicia de Paz, cuando lo jueces impedidos no se recusaren, se encuadra 

dentro del artículo 62 del Código de Procedimientos Civiles que establece que 

se entenderá por corrección disciplinaria: l. El apercibimiento o amonestación; 

Il. La multn, que será en los Juzgados de Paz el equivalente como máximo, de 

sesenta días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal al momento de la 

comisión de la falta; en las de primera instancia de ciento veinte días de salario 

mínimo general vigente en el Distrito Federal, como máximo; y en el Tribunal 

Superior de Justicia, de ciento ochenta días de salario mínimo vigente en el 

Distrito Federal, como máximo. Estas multas se duplicarán en caso de 

reincidencia; III. La suspensión que no exceda de un mes, y IV. Los que se 
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resistieren n cumplir In orden de expulsión serán nrrestndos hnsta por el ténnino 

de seis boros. 
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CAPITULO 11. 

PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO ORAL. 

2.1. DEMANDA Y CITACIÓN. 

Antes de entrar a fondo en este apartado, haremos referencia a diversos 

conceptos íntimamente relacionados con la demanda y la citación. En primer 

término la pretensión, es la afirmación de la existencia de un interés o un 

derecho (sustantivo) y exigencia de su satisf.<tcdón (campo de lo 

procedimental), con la eventual subordinación -en el terreno de lo procesal- del 

interés o derecho ajenos. Así pues In pretensión sustantiva, es el neto de señorío 

o potestad de requerir al deudor el cumplimiento de In prestación debida, sin 

que exista aun procedimiento ni conflicto de carácter procesal. Y la pretensión 

procedimental, es In que se hace valer ante una autoridad administrativa 

mediante un trámite procedimental (Í'ctición voluntaria); y aun la de ejecución, 

porque se da antes, al Indo o después del trámite propiamente procesal; y la 

pretensión procesal, tiene ese carácter cuando da la posibilidad normada o la 

realidad fáctica de una posición o resistencia a ella, lo que implica la presencia 

-real o potencial- de una pretensión de signo contrario, In constitución de partes 

y la intervención de un tercero que decida si el interés o derecho ajenos deben 

subordinarse a los del pretensor; su planteamiento hace surgir al proceso, cuyo 

contenido no es más que el conflicto pretensional (el litigio o el debate). Toda 

pretensión tiende a obtener una resolución; se hace valer por medio de la 

.-
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acción. cuyo ejercicio se funda en un derecho público subjetivo y se refiere a un 

derecho sustancial.45 

Así tenemos que el que demanda lo puede hacer por su propio derecho o por 

medio de un apoderado, es decir, el actor lo puede hacer en sentido material, 

que es el titular de la acción o del derecho que se ejercita, o en sentido formal, 

el cual no obra por su propio derecho al interponer la demanda, sino como 

apoderado o representante legal de In persona titular de la acción o derecho que 

se ejercita, respectivamente. 

Cuando comparezcan como actores dos o más personas deberá nombrar 

representante común, de acuerdo u lo establecido por el articulo 53 del Código 

de Procedimientos aplicado supletoriamente al Título Especial de In Justicia de 

Paz. En el supuesto de que ante un juez de paz se presentaré una demanda y son 

dos o más los actores y estos no hubiesen designado representante común, el 

juez de acuerdo con el articulo 257, del Código de Procedimientos Civiles del 

Distrito Federal, deberá de prevenirlos para que corrija, set1nlando esta 

irregularidad y satisfecha esta le dará curso y en caso de no nombrar 

representante común, el juez lo nombrará en su rebeldía. En el supuesto de que 

sean varios los demandados que comparezcan a contestar, tan1bién deberán 

designar representante común. 

Ahom bien, para Becerra Bautista demanda es, "el escrito inicial con que el 

actor, basado en un interés legítimo, pide la intervención de los órganos 

jurisdiccionales para In activación de una norma substantiva o un caso 

concreto".46 

'' Diccionario• Jurldicoo Temáticos. Derecho Proceoal. Cuarto Tomo. Oxfcrd, Univenity Preu. Colegio de 
Profeaoreo de Derecho Proceoal. Facultad de Derecho de la UNAM, Segunda Edición. México 2000. p. 206. 
•• Becerra Bautirta. José. Op. Cit p. 30. 
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Ovalle Faveln indica que "demanda es el neto procesal por el cual una 

persona que se constituye por el mismo en parte nctora o demandante, inicia el 

ejercicio de la acción y formula su pretensión ante el órgano jurisdiccional" 47 

La demanda tiene una importancia capital en el proceso civil. El objeto del 

proceso va a ser fijada por las partes, In demanda sirve a este fin, por lo que se 

refiere a la parte nctora. La demanda es el acto fundamental para inicial el 

proceso y a través de ella el actor plantea al juez su versión del litigio, 

formulando concretamente sus pretensiones. 

Por eso Kisch, ha escrito que In demanda es un neto básico del proceso; es 

el acto más importante de In nctora, como In sentencia es el acto fundamental 

del tribunal. La demanda. sostiene Kisch, es la petición de sentencia; ésta es la 

resolución sobre aquélla. Ambos son piedras fundrunentnles del procedimiento. 

La mayor parte de los restantes actos procesales sólo sirven para provocar la 

sentencia y por lo mismo, para que se estime o desestime la demnndn.48 

La presentación de una demanda por escrito, se hace ante los juzgados de 

paz civil, y se realiza ante oficialía de partes común que corresponda a In 

Delegación del juzgado de paz civi!, en el entendido que ello obedece a que se 

hnn establecido las citadas oficialías de partes común, únicamente por lo que 

respecto a los juzgados de paz civil, en las Delegaciones Polfticas en que 

existan más de dos juzgados y su finalidad es In repartición equitativa de las 

cargas de trabajo. Cabe destacar que la oficialfa de partes común, ubicada en 

Niños Héroes 132, Colonia Doctores, planta baja, es In encargada respecto de 

In recepción de los escritos iniciales de demanda dirigidas a los juzgados de 

primera instancia en materia de inmatriculnción judicial, civil, familiar, 

concursa! y de arrendamiento inmobiliario. De tal manera que existen las 

"Ovalle Favela. Jolé. Derecho Procesal Civil. Tercem Edición. Editorial Harla. México 1996 .. p. 56. 
48 Kiach, W. Elemento• de Derecho Prote~al Civil, bad. De L. Prieto Cutro, Madrid, Editorial Reviota do 
Derecho Privado, 1940, p.l71. 
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siguientes oficialías de partes común para los juzgados de paz civil, en cuanto a 

su ubicación delegacional: 

DELEGACIÓN JUZGADOS 

Alvaro Obregón y Magdalena Contrerns. 27° y 57" de paz civil. 
Azcapot.zalco. 22" y 46° de paz civil. 
Benito Juárez. 1 0", 12",42° y 43" de paz civil. 
Coyoacnn 36° y 44° de paz civil. 
Cuautémoc. 2", 3°, 7° y 8° de paz civil. 
Gustavo A. Madero. ]3°, 21° y 50" de paz civil. 
lztapalapa 1 6°, 1 7" y 54" de paz civil. 
Iztacalcc )5° de paz civil. 
TI al pan 63° y 64° de paz civil. 
MigUel Hidal¡;o y Cuaiimalpa 11 o y 58° de paz civil. 
Vcnustiano Carranza 66",67° y 68 de paz civil. 
Xochimilco, Tlahuac y Milpa Alta 33° de paz civil. 

Así también agregaremos defmiciones acerca de notificación 

emplazamiento. y citación que son actos procesales diferentes; ya que 

Cipriano Gómez Lara define la "notificación como todos aquellos 

procedimientos, fom1as o maneras, mediante las cuales, el tribunal hace llegar a 

los particulares, las partes, los testigos, los peritos, etc., noticia o conocimiento 

de los actos procesales, o bien presume que tales noticias ha llegado a dichos 

destinatarios o los tiene enterados fonnalmente." ~9 

Asimismo nos define el emplazamiento como " ... el acto formal en virtud 

del cual se hace saber al demandado la existencia de la demanda entablada en 

su contra por el actor y la resolución del juez que, al admitirla establece un 

término (plazo) dentro del cual el reo debe comparecer a contestar el libelo 

correspondiente; es decir el emplazamiento constituye una forma especial de 

notificación que es la primera que se hace al demandado llamándolo a juicio"50 

•• ClómezLam, Cipriano. (Teorla Genera/del Proceso). Ob. Cit p. 239. 
"'Jdem. 



so 
Alcalá-Zamora, establece que el emplazamiento supone In fijación de un 

plazo para comparecer, pudiendo agregar como una subespecie de notificación 

el requerimiento, que contiene una intúnidnción judicial para que una persona o 

deje de hacer alguna cosa. 51 

Así la citación es el llamamiento judicial hecho a persona o personas 

determinadas para que se presenten en un juzgado o tribunal, en día y hora que 

se le señale, para realizar alguna diligencia o tomar conocimiento de alguna 

resolución o reclamación susceptible de afectar sus intereses. 52 En el 

Diccionario Jurídico de Derecho Procesal Civil nos define la citación como " ... 

el llamamiento que se hace de orden judicial n una persona para que se presente 

en el juzgado o tribunal en el día y hora que se le designa, bien n oír una 

providencia, o a presenciar un neto o diligencia judicial que pueda perjudicarla, 

bien a prestar una declnración"53 

De lo anterior se concluye que en la citación debe presentarse el citado el día 

y hora señalados; en el emplazamiento, el emplazado tiene un plazo pura 

comparecer en juicio y, por lo que respecta a In notificación ésta es para hacerse 

saber una resolución judicial. s.~ 

Así las cosas el artículo 7° del Título Especial de la Justicia de Paz 

establece: "ARTICULO 7. A petición del actor se citará al demandado para que 

comparezca dentro del tercer día. En In cita, que en presencia del actor será 

expedida y entregada a la persona que deba llevarla, se expresará, por lo menos, 

el nombre del actor, lo que demande, In causa de la demanda, la hora que señale 

pam el juicio y la advertencia que las pruebas se presentarán en la misma 

audiencia." 

51 AlcaJA-Zamora, Niceto y LEVENE, Ricardo. Derecho Procesal Pena. Univertidad Nocional 
Autonomade México, México 1974. Tomo 11. p. 171. 
"Cfr. Con el Diccionario de Derecho, De pina, Rafael. Editorial Porrúa, México, 1995, p. 16 
''Diccionarios Jurldicos Temáticos. Derecho Procesal Op Cit p. 63. 
"'De Lo• Santo• Quinlanilla, Huso Ruy. Manual del Pootulante en los Juzgados de Paz. Editorial Trillas, 
México 1994. p. 47. 
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Debe llevarse en los juzgados de paz un libro de registro en que se asentarán, 

por días y meses, los nombres de los actores y demandados, y el objeto de las 

demandas. 

Puede el actor presentar su demanda por escrito." 

En la primem parte del artículo mencionado se indica que en la cita que debe 

formularse al demandado, "se expresará por lo menos el nombre del actor, lo 

que demande, la causa de la demanda ... ", desprendiéndose de esta parte del 

artículo de referencia se puede afirmar que cuando se presente la demanda 

verbnlmente, esta debe contener necesariamente dichos datos, aparte del 

nombre del demandado y su domicilio, aunque no lo señale expresamente así 

este artículo. Esos mismos elementos deberán contener las demandas escritas. 

En In práctica, estas, predominan sobre las verbales, ya que regulannente las 

demandas se presentan por escrito y nom1almente deben reunir los requisitos 

preceptuados en el artículo 255 del Código de procedimientos Civiles, con que 

se indican los juicios ordinarios que regula dicho Código. ss 

En efecto, dice el precepto que "a petición del actor se citará al demandado, 

para que comparezca dentro del tercer día", debiendo considerarse tal petición 

como la demanda misma, ello supone que el Juez de Paz, si ordena la citación 

dt:l demandado, ha dictado un auto dando entrada a la demanda, por estimar In 

aportación de los elementos que requiere dicho artículo y reúne las condiciones 

necesarias para que se obtenga resolución tavorable sobre ella, tales como la 

capacidadjuridica y procesal de las partes, su competencia, etcétera. 

La citación que se hace a la parte demandada para que comparezca a la 

audiencia de pruebas y alegatos tiene la función del emplazamiento en el juicio 

ordinario. En rigor no se trata de un emplazamiento en sentido estricto, pues 

este consiste básicamente en la concesión de un plazo a una de las partes o a 

"Ovalle Favela, José. (Estudios de Derecho procesal). Ob cit. p. 215. 
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runbns pnm que realicen validrunente determinado neto a actividad procesal; en 

esta primera comunicación del juzgado al demandado no hay In concesión de un 

pinzo, sino In fijación de un témtino, un punto de tiempo ftio, para que 

comparezca n In audiencia, pcir lo que se trata de una citación. Haciéndose 

destacar que se previene al demandado para que el día y hora en que sen citado 

ante el juzgado que lo previno debe presentar sus pruebas tales como 

documentales, testigos peritos y en fin cualquier otro medio de prueba que 

pueda influir en el animo del juzgndor.56 

La cita del emplazamiento puede ser entregada al demandado en presencia 

del actor (artículo 7° del Título Especial). 

El artículo go del Título Especial, preceptúa "La cita del emplazamiento se 

enviará ni demandado por medio del secretario actuario del juzgado al lugar que 

el actor designe para ese fin y podrá ser: J.- La habitación del demandado, su 

establecimiento mercantil o su taller; JI.- El lugar en que trabaje u otro que 

frecuente y que ha de creerse que se llevare la cita; III.- Derogado." Es 

incorrecto que el artículo se refiero a emplazruniento cuando en realidad se 

trata <:!é citación, ya que hay diferencias entre estas, las cuales consisten en que 

In citación debe presentarse el citado el día y hom seiialndos; en el 

emplazamiento, el emplazado tiene un término para comparecer a juicio y, en lo 

concerniente a In notificación ésta es para hacer saber una resolución judicial. 

En opinión de algunas personas los lugares que seiiala éste artículo en sus 

fracciones conducentes deben de ser preferidos en el orden numérico en que 

están redactados. Es correcto que este artículo que In cédula de notificación se 

envle con el C. Secretario Actuario por ser éste In persona idónea y aunado que 

esta investido de fe pública; en la actualidad hay dos secretarios actuarios 

adscritos a los Juzgados de Paz Civil, mismos que para su nombramiento 

56 Idem. 
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deberán reunir los requisitos establecidos en el artículo 21 de In Ley Orgánica 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal. 

El secretario actuario que lleve In cita se deberá cerciorar qul'l el demandado 

se encuentra en el lugar designado y le entregará la cita personalmente (artículo 

9° del Título Especial). 

Si no lo encontrare al demandado y el lugar fuere alguno de los enumerados 

en las fracciones I a III del artículo del artículo anterior, cerciorándose de este 

hecho dejará In cita con In persona de mayor confianza que encuentre. Si no se 

encontrare el demandado, y el lugar no fuere de los enumerados en las 

fracciones I u III no se le dejará cita debiéndose expedir de nuevo cuando lo 

promueva el actor (artículo 9° del Título Especial). De éste artículo se 

desprende que huy dos fom1as de qut: el sccretnrio actuario cumplimente una 

orden de citación dictada por el Juzgador: 

1° Citar de manera personal 11 In persona 11 quien se le busca; 2° De no 

encontrar a dicha persona si se trata de los domicilios especificados en la 

fracción I del artículo 8°, procederá a dejnrle la citación con alguien de mayor 

confianza que se encuentre en algunos de los lugares relacionndos, previo 

cercioramiento de que se trata de uno de los domicilios señalados en In fracción 

mencionada, con especificación de los medios por los cuales <ll secretario 

actuario, se haya cerciorado de tal circunstancia. 

Cuando no se conociere el lugar en que el demandado viva o tenga el 

principal asiento de sus negocios o cuando viviendo o trabajando en un lugar se 

negaren él o las personas requeridas a recibir el emplazamiento se podrá hacer 

la notificación en el lugar donde se encuentre (artículo 10° del Título Especial) . 

Hugo Ruy De los Santos Quintnnilla, señala que el artículo 11 del Título 

Especial para In Justicia de Paz, contempla los siguientes casos: 
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1° No se conoce el lugar en el cual vive el demandado; 2° No se conoce el 

lugar en el cual el demandado tiene el principal asiento de sus negocios; 3° Se 

conoce el lugar en el cual vive el demandado, y al momento de intenillr In 

citación está presente, pero no quiere recibir In citación; 4° Se conoce el lugar 

en el cmil el demandado tiene el principal asiento de sus negocios y en el 

momento de intentar In citación él está presente, pero no quiere recibir la 

citación; so Se conoce el lugar en el cual vive el demandado, pero éste no está 

presente en el momento de intentar In citación y las personas que ahl viven 

también, al ser requeridas para que reciban la citación, se niegan a hacerlo; 6° 

Se conoce el lugar en el cual el demandado tiene el principal asiento de sus 

negocios pero él no está presente en el momento de intentar la citación y las 

personas que ahí trabajan también se niegan a recibir dicha citación. ~7 

Además podrían darse cuatro situaciones más, en las cuales no hay 

problema alguno: dos surgen en los casos sefinlados como 3° y 4°, el 

demandado esté presente, acepta In citación y el secretario actuario la hace; las 

otras dos surgen de los casos señalados como so y 6° cuando las personas que 

ahí viven o trabajan también, al no estar presente el demandado, ncept111 la 

citación; en este caso el secretario actuario les deja la citación (de conformidad 

con el artículo 116 del Código de Procedimientos Civiles, aplicado 

supletoriamente al Título Especial de In Justicia de Paz). 

Ahom bien, que se hace en los primeros seis casos sefialados anteriormente, 

se señala: en relación a los dos primeros casos, no se debe de olvidar que el 

secretario actuario solamente puede proceder a dejar la citación en donde la 

parte nctora lo indique, después de cerciorarse previamente que el demandado 

vive ahí o tiene el principal asiento de sus negocios o es uno de los lugares 

señalados en el articulo 8° del Título Especial de la Justicia de Paz; dado 

"De Los Santos Quintanilla, Hugo Ruy. Ob. Cit. p.p. 51-52. 
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cualquiera de estos supu~:stos podrá dejar la citación en forma personal o con 

quien legalmente pueda dejarla, sin previo citatorio; por lo que al no saber el 

secretario actuario donde vive el demandado o tiene el principal asiento de sus 

negocios, nada puede hacer, es decir, no puede proceder a dejar la citación. 58 

En Jo¡; casos señalados como 3° y 4°, el demandado está presente, pero se 

niega a recibir la citación (emplazamiento dice la ley). por lo que no puede dar 

cumplimiento el secretario actuario a la primera parte del artículo 14 del Título 

Especial, pero la citación deberá hacerla, dejándose asentado en su razón lo 

ocurrido, en los térn1inos del párrafo final del artículo 14 mencionado. 

En los casos señalados como so y 8° las personas que también viven ahi, o 

que también trabajan al1í, se niegan a recibir In citación, entonces ..:1 secretario 

debern hacer In citación, por conducto de cualquier persona que vive también 

con el demandado o que también trabaje en el domicilio del principal asiento de 

sus negocios del demandado (de conformidad con los artículos 8" y 9~ del 

Título Especial de la Justicia de Paz y supletoriarncnte al contenido del artículo 

117 del Código Procesal Civil) según del caso de que se trate, asentado el 

secretario actuario, en su razón. lo ocurrido. 59 

El actor tiene derecho de acompañar al secretario actuario que lleve la 

cita del emplazamiento con el objeto de hacer las indicaciones que faciliten la 

entrega (artículo 11 o del Título Especial). Obviamente, se trata de un derecho 

que la ley le concede al actor, y no de una obligación. 

Las citas se extenderán en esqueletos impresos tomados de libros talonarios. 

Un duplicado se agregará al expediente respectivo.(artículo 12° del Titulo 

Especial). 

El secretario actuario que entregue la cita, recogerá en una libreta especial, 

recibo de ella, el cual, si no supiere o no pudiere firmar la persona que debiere 

" ldem. 
"'lbidem p.p. S2,S3. 
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hacerlo, será firmado por alguna otra presente, en su nombre, asentándose en la 

libreta a quien se huya hecho la entrega y el motivo. En el juzgado habrá el 

número necesario de libretas para que pueda llevar una cada encargado de 

entregar citas (artículo 13° del Título Especial) 

El articulo 14 del Título Especial de la Justicia de Paz, establece que en los 

casos a que se refiere el artículo 10, el recibo se firmará por la persona a quien 

se hiciere la citación. Si no supiere o no pudiere firmar, lo hará a su ruego un 

testigo; si no quisiere firmar o presentar testigos que lo hagan, firmará el testigo 

requerido al efecto por el notificndor. Este testigo no puede negarse, bajo In 

multa de dos a cinco pesos. En la libreta se asentará la razón de lo ocurrido. En 

In actualidad en caso de que el demandado se negaré a firmar, después de ser 

citado, el Secretario Actuario tiene le púhlicu para asentar en In diligencia que 

este se ha negado, y surtirá efectos como si este hubiera firmado. Es de 

considerarse que el Actuario adscrito al Juzgado de Paz debe sujetarse 

igualmente u los lineamientos establecidos por el artículo 116 del Código de 

Procedimientos Civiles con la finalidad de no incurrir en una irregularidad. 

Este Urtículo es impo11ante en relación a la garantía que tiene el emplazado, 

ya que el artículo 14 de la Carta Magna, resume, en esencia, la garantía de que 

nadie puede ser sentenciado y ejecutado sin haber sido oído y vencido enjuicio 

unte tribunales previamente establecidos, en los que se cumplan con las 

fom11tlidndes esenciales del procedimiento y conforme a leyes expedidas con 

.anterioridad al hecho. Dentro de esta gnruntín encontramos otras modalidades 

como la garantía de prueba, de alegatos y de sentencia. Asimismo es de 

mencionarse que otra garantía que debe considerarse para el emplazado es In. 

de garuntía de legalidad, ésta implica que In autoridad sólo puede hacer aquello 

para Jo cual está expresamente o implícitamente facultada. Debe de ser 

competente y su actuución debe de ser por escrito, obligándola a fundar y 
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motivar la causa legal del procedimiento. El artículo 16 de la Constitución 

señala que nadie pueda ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 

y posesiones, sino en virtud de mandamiento que reúna los requisitos señalados 

en el párrafo anterior. 60 

Asimismo los efectos de la citación contemplan tres supuestos para la 

audiencia a que se refiere d artículo 20° del Título especial de la Justicia de 

Paz, el primero consiste en que si al anunciarse el despacho del negocio no 

estuviere presente injustificadamente el actor, y sí el demandado, se impondrá a 

aquel una sanción pecuniaria que no será mayor al equivalente a ciento veinte 

días de salario mínimo vigente en el Distrito Fedeml, que se aplicará al 

demandado por vía de indemnización (artículo 17 del Título Especial). El 

segundo supuesto es que si al ser llamado a contestar la demanda no estuviere 

presente el demandado y constare que fue debidamente citado, Jo cual 

comprobará el juez con especial cuidado, se dará por contestada la demanda en 

sentido afirmativo y se continuará la audiencia. Cuando se presente durante ella 

el demandado, continuara ésta con su intervención según el estado en que se 

halle y no se admitirá prueba sobre ninguna excepción, si no demostrare el 

impedimento de caso fortuito o fuerza mayor que le impidiere presentarse a 

contestar la demanda.(artículo 18 del Título Especial). El tercer supuesto es 

que si al anunciarse el despacho del negocio no estuvieren presentes ni el actor 

ni el demandado, se tendrá por no expedida la cita y podrá expedirse de nuevo 

si el actor lo pidiere. Lo mismo se observará cuando no concurra el demandado 

y aparezca que no fue citado debidamente.(artículo 19 del Título Especial de la 

Justicia de Paz). 

60 Diccionarios Iuridicoa Tem~ticoa. Derecho Proceoal Op Cit p.IJO. 
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2.2. INCIDENTES Y RECONVENCIÓN. 

Incidente significa " ... procedimiento Jegabnente establecido para resolver 

cualquier cuestión, que con independencia de Jo principal, surja en un 

proceso"61 

Para Arellano García, por incidente se entiende aquel acont.::cimiento de 

mediana importancia que sobreviene en el curso de un asunto. Si este 

significado memmente grnmnticallo quisiémmos acoplar a In materia procesal, 

solo tendríamos que indicar que el acontecimiento sobreviene en el curso de un 

proceso en el que interviene una autoridad estatal con f.'lcultades 

jurisdiccionales. 62 

Doctrinalmente en cuanto a In forma de resolver los incidentes, se tienc: 

1.- Con suspensión del procedimiento, por tanto, el proceso no sigue adelante, 

sino que hasta que se resuelva el incidente que lo suspendió. 

2.- Sin suspensión del procedimiento, por tanto, el proceso sigue su curso 

normal, y el incidente se seguirá por cuerda separada hasta que se resuelva 

dicho incidente. 

La regla general para los incidentes interpuestos en In justicia de paz, es: que 

se resolverán conjuntamente con el asunto principal. 

El artículo 37 del Título Especial de la Justicia de Paz establece "Artículo 

37.- Lns cuestiones incidentales que se susciten ante los jueces de paz, se 

resolverán juntamente con lo principal, a menos que por su naturaleza sea 

foJZoso decidirlas antes, o que se promuevan después de las sentencias; pero en 

ningún caso se formará artículo, sino que se decidirán de plano. 

La conexidad solo procede cuando se trata de juicios que se sigan ante el 

mismo Juez de Paz, y se resolverá luego que se promueva, sin necesidad de 

61 Cfr. De Pina. Rafael. Op. Cit. p. 158. 
62 Arellano Oarcfa, Carlos. (Teorfa General del Proceso) Ob. Cit. p. 128. 
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audiencia especial .:Jli ~tra actuación. Queda abolida la prncticn de promover 

acumulaciones de autos llevados ante Jueces de Pnz diferentes." 

. Al refefir~e elartfculo en mención en cuanto al articulo de previo y especial 

pronunCian)ieilto significa que es un "incidente que constituye un obstáculo u la 

continuación del proceso o juicio, por existir un procedimiento previo para su 

trrui~it~ción63 

Lo ru1tcrior se entiende que las excepciones que deban decidirse antes de la 

sentencia, se dará vistan la otra parte no por un pinzo de ciertos días para que In 

contraria las conteste, sino que para que en ese momento conteste lo que a su 

derecho convenga respecto u lu excepción interpuesta, y el juez la resolverá 

irunediatrunentc. 

Las promociones de nulidad de actuaciones por falta o detecto de citnció11 o 

notificación, deben ser desechadas de plano (artículo 3& del título Especial). El 

juez de paz, en el día señalado para la audiencia, después que la declare ahiertn, 

deberá percatarse si In citación la hizo conforme n derecho, en cuyo caso 

procederá a llevar a cabo la audiencia. De haber estado mal hecha In citación, 

solo podrá efectuarse In audiencia si están presentes ambas partes (nctor y 

demandado), en virtud de lo señalado por el artículo 76 del Código de 

Procedimientos Civiles. 

Esto es si el juez, al declarar abierta la audiencia, u revisado que In citación 

se ha efectuado confonnc a derecho, no cabra la interposición de nulidad de 

actuaciones por falta o defecto de citación o notificación, ya que estas se 

deberán desechar de plano, tal como lo refiere el artículo 3 8 antes referido. 

De gran ventaja es el juicio oral por que una de sus múltiples finalidades es 

la substru1ciación del pleito, de ser posible en una sola audiencia, 

63 Cfr. De Pino, Rafael, 0¡>. Cit. p. 33 
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comprendiendo los incidentes que deben ser resueltos conjuntamente con In 

cuestión prinéipnl. 

En el ·prime(caso, si se demostrnm In procedencia de una excepción 

dilatoria, como In excepción de litispendencia que procede cuando un Juez 

conoce ya de un juicio en el que hay identidad entre las partes, acciones 

deducidas y objetos reclamados, cuando lns pnrtcs litiguen con el mismo 

carácter (artículo 38 del Código de Procedimientos Civiles). Conforme In 

fracción 111 del artículo 20 del Título Especial en relación al artículo 37 del 

mismo ordenamiento, hecha valer In litispendencia en el acto mismo de In 

audiencia, el juez sin substnnciar artículo o incidente de previo y especinl 

pronunciamiento, dictará resolución irunedintn pudiendo mandar a inspeccionar 

el primer juicio. Si In desecha, continuará In audiencia en su curso nonunl. Si de 

lo que expongan o pmeben las partes resultnrn demostrada In procedencia de In 

dilatoria, lo declaraní así desde luego y dará por terminndn In presente audiencia 

y como consecuencia el juicio. 

En el segundo, lo excepción de conexidad sólo procede cuando se trate de 

juicios que se sigan ante el mismo Juez de Pa:: y se resolverá luego que se 

promueva sin necesidad de audiencia especial ni otm actuación. 

Después de dictada una sentencia pueden oponerse excepciones. Algunas de 

las que se dicten en juzgados de pnz, aun cuando el artículo 37 señala que no se 

formará artículo, se deberán de resolver antes de ejecutar la sentencia, en cuyo 

caso el artículo 531 del Código de Procedimientos Civiles señala: 

Contra la ejecución se sentencias y convenios judiciales no se admitirá más excepción que la 
de pago, si la ejecución se pide dentro de ciento ochenta días; si ha pasado ese término. pero 
no más de un año, se admitirán, además de la transacción, compensación y compromiso en 
árbitros, y transcurrido más de un año serán admisibles también la novación, la espera, la 
quita, el pacto de no pedir y cualquier otro arreglo que modifique la obligación. y la de 
falsedad del instrumento, siempre que la ejecución no se pida en virtud de ejecutoria o 
convenio constante constante en autos. Todas e•1as excepciones, sin comprender la falsedad, 
deberán ser posteriores a la sentencia, convenio o juicio, y constar por instrumento público o 
por documento privado judicialmente reconocido o por confesión judiciaL se substanciarán 
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estas excepciones en forma de incidente, con suspensión de la ejecución, sin proceder dichn 
ejecución cuando se promueva en el incidente respectivo, el reconocimiento o In confesión. 
La resolución que se dicte no admite más recurso que el de responsabilidad. 

Además de conformidad con el artículo 532 del C6digo de Procedimientos 

Civiles: 

Los términos fijados en el artículo anterior se contarán desde la fecha de In sentencia o 
convenio; a no ser que en ellos se fije el plazo para el cumplimiento de la obligación, en 
cuyo caso el término se contará desde el día en que se venció el pinzo o desde que pudo 
exigirse la última prestación vencida si se tratare de prestaciones periódicas. 

El nrtículo 39 del Cooigo de Procedimientos Civiles señala que existe 

conexidnd de causns cuando haya: 

.-Identidad de personas y de acciones, aunque las cosas sean distintas; 

11 .-Identidad de personas y cosas aunque las acciones sean diversas; 

III .- Acciones que provengan de una misma cusa, aunque sean diversa las 

personas y las cosas, y 

IV .- Identidad de acciones y de cosas, aunque las personas sean distintas. 

La conexidad ditiere de la litispendencia en que en ésta la identidad de los 

juicios debe de ser total, en tanto que ~1n la conexidad sólo debe de haber 

igualdad en las personas y en las acciones. En un juzgado de paz sólo se 

admitirá la conexidad cuando ahí mismo se tramite, por Jo cual, si de Jo 

expuesto por In parte que intenta interponerla se manifiesta que el otro juicio 

está en otro juzgado, el juez no debe de darle vista a la contraria, sino de 

inmediato In desechará. Si se declara procedente la conexidad, de acuerdo con 

la máxima prior tempore, potior iure (primero en tiempo, preferido en el 

derecho), el juez mandará acumular los autos al juicio más antiguo para que, 

aun cuando se sigan por cuerda separada, se resuelva en una misma sentencia. 

El artículo 20 en su fracción 111 establece " ... III.- Todas las acciones y 

excepciones o defensas se harán valer en el acto mismo de la audiencia, sin 

substanciar artículos o incidentes de previo pronunciamiento. Si de lo que se 
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expongan o aprueben las partes resultara demostrada In procedencia de una 

excepción dilatoria, .:1 Jue-.l lo declnmrá nsl, desde luego y dará por t.:rminada la 

audiencia. Ant.: los jueces de paz, solo se admitirá reconvención hasta por el 

monto de su competencia en témtinos del artículo 2 de esta ley." 

LA RECONVENCION 

La reconvención o contrudemandn es In oportunidad para In parte 

demandada de plantear una nueva pretensión suya en un mismo proceso en 

contra del actor inicial. La reconvención no es propiamente una defensa, sino 

que en rigor constituye una actitud dll contraataque. Por ello, mediantt: In 

reconvención el demandado asume en el proceso dos posiciones: In primera, 

como resistente u opositor a las pretensiones del actor, y In segunda. como actor 

rcconvencional en contra del actor inicial dirigiéndole en su contra una nueva 

pretensión. La reconvención es conocida también como contrademundu o mutua 

petición. Mediante ella nos lleva u contemplar un fenómeno procesal de mucho 

interés: dos litigios que se van a resolver en un solo proceso. El primero es el 

que se refiere In demanda inicial, y el segundo, aquel que da lugar la demanda 

reconvencional· planteada por el demandado contra el actor inicial del proceso. 

Por In reconvención, cada parto en el proceso es al mismo tiempo atacante y 

atacada. El actor inicial es el dem1mdado reconvencional y el demandado 

inicial es actor reconvencional. 61 

La finalidad de la reconvención alcanza dos objetivos: ahorrar actividad 

procesal en la medida que dos litigios distintos se resuelvan a lo largo, a través 

de un mismo cauce procesal; y en segundo, evitar sentencias contradictorias en 

los asuntos que pudieran tener entre sí nlguna relación o conexidad. 6~ 

64 Diccionarios Juridicos Temáticos. Derecho Procesal Op Cit p. 230. 
•'Jdcm. 
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La reconverición. es imanúevu demanda que se fonnuln dentro del juicio ya 

establecido; para·:que.:~~uélla pueda ser admitida será necesario que la 

pretensiÓn i'l.x.Pf~siíd~,'ert.~ll~ ~ed de Incompetencia del juez que está conociendo 

de la rlenllinda. i~i~i~t ~~~ cÜ!ft~ ¿u e el juicio sea adecuado pam plantearla. 66 

Los requisitos pum lu procedencia de la reconvención, son: l. Que exista un 

proceso previo en que eluctor reconvencional ya huya sido cm pinzado. 2. Que 

el órgano jurisdiccional que conozca de In reconvención sea competente. 

Debe distinguirse la reconvención de la compensación. La compensación es 

una excepción que sólo procede en relación con deudas recíprocas entre actor y 

demandado x. que sean vencidas y exigibles. La reconvención siempre 

constituye una prt:tensión diversa y en cierta medida autónoma o indepundhmtt: 

de la reclamada en la demanda inicial. La compensación, debe de acreditarse, 

obligará al juzgador a reducir la pretensión inicial del actor; por el contrario e u 

la reconvención, la suerte y el destino de las prettlnsiones inicial y 

reconvencionnl son independientes: en una y en la otra puede llegarse a 

resultados diversos o similares, según los méritos y elementos de cada una de 

las pretensiones hechas valer, respectivameníe, en la demanda inicial y en la 

demanda reconvencional. 67 

Ante los jueces de Paz solo se admitirá reconvención {artículo 20 fracción III 

del Título Especial de la Justicia de Paz) hasta tratándose de 1.- juicios 

contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre 

inmuebles, que tengan un valor hasta de $181,110.00; 2.- de los dermís negocios 

de jurisdicción contenciosa, común o concurrente, cuya cuantía no exceda de 

$60,370.00, esto es que si la reconvención planteada excede de las cantidades 

antes señaladas y como consecuencia se da este supuesto se suspenderá el 

66 Ovalle Fa vi la. José. (Derecho Procesal) Ob. Cit. p. 1 OO. 
67 Diccionarios Juridicos Temáticos. Derecho Procesal Op Cit p. 23 J. 
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procedimiento y se remitirán los autos n Presidencia del Tribunal Superior do 

Justicia para que éste n su ve-.~: lo remita ni C. Juez Civil competente, pnrn que se 

avoque ni conocimiento del mismo. 

En In reconvención, establece.el articulo 160 del Código de Procedimientos 

Chiles es Juez competente el que lo senpnrn conocer de In demanda principal 

aunque el valor d~ aquélla sen inferior ni¿ cuantía de su competencia, pllro no 

In inversa. · ··· .. 

Pnrn el caso de que el demnnd_ndo int~~J~~nválidrunente In reconvención, 

lo que procede según lo redactado en el TituÍo Especial de In Justicia de Paz, es 

que con dicha reconvención se dé vista al actor para que en esa misma 

audiencia conteste ahí mismo se presenten, por las partes, las pruebas 

pertinentes. De lo cual el juez de pnz civil rcsuelv.:: en ese momento lo . 
conducente respecto n In reconvención planteada. 

"La reconvención no es unn defensa o excepción, sino el vlnntenmiento de 

un nuevo juicio que a instancia del demandado y por economía procesal, se 

·.rentila dentro de uno solo, siempre que satisfaga los requisitos siguientes: A. Se 

interponga en el momento de dar contestación n IP demanda (articulo 272 óel 

Código de Procedimientos Civiles); B. Las pretensiones sean conexas a las del 

actor en lo principal, derivándose dlluna misma causa y existiendo identidad de 

partes {el demandado reconvencionnl necesariamente tiene que ser actor en lo 

principal); C. No importa In materia de las pretensiones planteadas y su cunntin 

debe encontrarse dentro de In competencia del tribunal que conoce del juicio 

principal, en el entendido de que si es menor seguirá conociendo, pero no a In 

inversa {artículo 160 del Código de Procedimientos Civiles); D. La vía en In 

que el actor reconvcncional debe plnntenr sus pretensiones sen In misma que se 
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sigue en el juicio principal; E. Satisfaga los requisitos exigidos para toda 

demandn."68 

2.3. LA AUDIENCIA DE LEY. 

Audiencia significa: Ocasión que se ofrece en juicio o en expediente a un 

interesado para exponer pruebas o razones; diligencias que se practican ante el 

juez o tribunal, sobre todo para probar o alegar. 69 

Audiencia es el neto o efecto de escuchnr pítblicnmente por parte de las 

autoridades a las personas que ex"Presnn, reclaman o solicitan algo para que en 

su oportunidad sea tomado en cuenta cuando se decida In causa o, en su caso, 

un proceso. En In Constitución Política de los Estados Unidos ~lcxicnnos, la 

garantía de audiencia se contempla en el artículo 14, párrafo segundo, y se 

impone a las autoridades la obligación frente al particular de valuar todos los 

actos conforme a las exigencias implícitas del derecho de audiencia.70 

Cada secretnrio de acuerdos de los juzgados de paz civil lleva una agenda en 

la que anota día y hora de cada una de las audiencias que tendrá verificativo en 

su Secretnría. Y mediante el auto que le da entrada al juicio oral. en este se fija 

el día y hora en que se celebrará la audiencia, así como el objeto de la 

audiencia. Las audiencias, en su carácter de actuaciones judiciales, deberán 

practicnrse en días y horas hábiles (artículo 64 del Código de Procedimientos 

Civiles aplicado supletoriamente al Título Especial de la Justicia de Paz). En 

relación a las horas inhábiles en que se requiera prolongar una audiencia, 

establece el artículo 399 del Código de Procedimientos Civiles que: cuando 

haya necesidad de prolongar una audiencia durante horas inhábiles, no se 

68 Contrems Vaca. Fmncisco José. Derecho Procesal Civil. Volumen l. Biblioteca de Derecho Procesal Civil 
Oxford México, D.F. 1999. p.p. 84-85 
69 Cfr. Palomar de Miguel, Juan. Diccionario paraJuristar. Mayo Ediciones. México 1981, p. 618 
10 Diccionarios Juddicos Temliticos. Derecho Prooeoal. Ob Cit. p. 41. 
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requiere providencia de habilitación. Cuando haya necesidad de diferirla se 

continuará en las primerns horns hábiles siguientes. 

De manera exprcsn, In publicidad que corresponde n las audl~Íu:iias está 

establecida en el Código de Procedimientos Civiles: ·· · ·, · 

"Artículo 59.- Las audiencias en todos los procedhilientos.;i¿ ie~~Ón a cabo 
.. ,. :';~;' . '~-··· ·,; 

observando las siguientes rcglns: · ···<; ~::)\·:·.·, 
"I .- Serán publicas, pero el tribunal podrá detenninnr ~ti~·n~uéllas que se 

refieran ni divorcio, nulidad de matrimonio, o las dcii~á1;}J~¿ é~ su juicio 

convenga, sean privadas. En todos los supuestos que' llo se verifiquen 

públicamente, se deben de hacer constar los motivos para hacerlo en privado, 

así como In confonnidad o inconfonnidad de los interesados. El acuerdo será 

reservado··. 

La fracción V del artículo 398 del Código establece: 

"Siempre será pública In audiencia, excepto en los casos n que se refiere el 

artículo 59 de este ordenamiento" 

Las disposiciones comprendidas en las diversas fracciones del artículo 20 del 

Título Especial subrayan el carácter oral que pretende dar el legislador n este 

tipo de procedimiento por las características de concentración y de inmediatez 

que afloran iim1edintnmente.71 

"ARTICULO 20.-Concurriendo al juzgado las partes en virtud de In citación, 

se abrirá In audiencia y en ella se observarán las siguientes prevenciones: 

l. Expondrán ornhncnte sus pretensiones por su orden, el actor su demanda, 

y el demandado su contestación, y exhibirán los documentos y objetos que 

estimen conducentes a su defensa y presentarán a los testigos y peritos que 

pretendan ser oídos; 

11 Oómcz Lam, Cipriano. Derecho Procesa/Civil. Editorial liarla México 1997. p.249. 
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II. Las partes pueden hacerse mutuamente las preguntas que quieran, 

interrogar n Jos testigos y peritos en general, presentar todas las pmebns que se 

puedan rendir, desde Juego; 

111.- Todas las acciones y excepciones o defensas se harán valer en el acto 

mismo de In audiencia, sin substanciar artículos o incidentes de previo 

pronunciamiento. Si de Jo que se expongan o npmcben las partes resultara 

demostrada In procedencia de una excepción dilatoria, el Juez lo declnrnrú así, 

desde Juego y dará por terminada In audiencia. Ante los jueces de paz, solo se 

admitirá reconvención hasta por el monto de su competencia en términos del 

artículo 2° de esta ley." 

Ahora bien, In verificación de In audiencia presupone lu constitución de las 

partes o de sus representantes legales. Y lógico es pensru·Jo. ya que toda 

demanda en el proceso supone In existencia de aquéllas, una que In formula 

(actor) y otra frente n la cunl se hace (demandada). 

En efecto, concurriendo al juzgado las partes, en virtud de In citación, se 

abrirá In nudiencin, como u las actividades esenciulcs que tienen lugar durante 

ella y que se contraen con<:rctanlente n la exposición de las demandas y de las 

excepciones, a In producción y la asunción de pmebns, n In formulación de 

conclusiones y al pronunciamiento del fallo correspondiente. n 

La audiencia se celebrará concurran o no las partes y estén o no presentes 

Jos testigos y peritos y Jos abogados. 

Constituido el Tribunal en audiencia pública In hora y día señalado uJ efecto, 

serán IJamndos por el secretario de acuerdos Jos litigantes, peritos testigos y 

demás personas que por disposición de la ley deban de intervenir en la presente 

diligencia. Obviamente, después de abrir la audiencia, antes de proceder 

conforme n cada fracción que setialn el artículo 20 del Título Especial de la 

72 Frnncoz Ri81llt. Antonio. Manual de h Ju.rticla tk Paz. México, D. F. 1958.p. 180. 
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Justicia de Paz, lo primero scní que se identifique los comparecientes, n efecto 

de constatar que son quienes se ostentan . 

. Lns partes expondnín oralmente sus pretensiones por su orden, .;1 actor su 

demanda y el demandado su contestación -regulnnnente la demandada del actor 

es presentada por escrito y el demandado presenta su contestación por escrito, 

pudiendo él, contestar la demanda en fonnn orni.-

EI artículo 385 del Código Procesal Civil, establece que antes de In 

celebración de In audiencia las pruebas deberán prepararse con toda 

oportunidad para que en ella puedan recibirse. 

En caso de que no haya medios de dclensn o no haya elementos para 

contestar la demandn. es decir, si unas pruebas se han preparado y otras no. se 

recibirán las pruebas ya preparadas, dejando pendientes para In continuación de 

In audiencia las que no hubieren sido (artículo 388 del código de 

procedimientos Civiles). 

Contestada la demanda, se concederá el uso de In palabra al actor pnrn 

manifieste respecto a las excepciones y defensas que oponga la demandada que 

debení desahogado en esa misma :tudiencia refrriéndose a cada uno de los 

hechos aducidos por In contraria, confesándolos o negándolos; expresando los 

que ignora por no ser propios. Acto seguido se procederá ni ofrecimiento y 

admisión de las pruebas, debiendo ser aquél por orden, primero el nctór y luego 

el demandado. Tem1inando ~ste, el Juez dictará resolución en la que 

determinnní las pruebas que se admiten sobre cada hecho, pudiendo indicar los 

números de testigos prudencialmente. En cuanto al término defensa utilizado en 

este artículo 20 fracción 1, en sentido amplio, o sea, comprende la defensa 

propiamente dicha y las excepciones. Para Hugo Ruy De los Santos 

Quintanilla73 desde el punto de vista doctrinal defensa signilicn: los hechos, 

71 De Los Santos Quintanilla, Hugo Ruy. Ob. Cit. p.p. 82 



razones o nrgun1et1tos q'uc hnce valer en juicio el demandado parn dcs~;uir o 

impedir In . ncciÓ.n •· dCJ netor. En consecuencia, el concepto de dclcnsu es 

ilimitado. · · 

No se ~d~niúián diligencias de prueba contra derecho, In moral o sobre 

hechos inverosímiles. Contra el auto que deseche una prueba, no hay más 

recurso qu·e el de responsabilidad (artículo 23 del Título Especial). La recepción 

y practica de las pruebas deben ser oral, que generalmente por economía 

procesal las partes In presentan por escrito. A continuación las pruebas se 

desahognnín en el orden indicado. 

Si las partes (actor y demandado) concurren a la audiencia, podnín hacerse 

mutuamente las repreguntas que quienm, incluso pueden hacerlo de modo 

verbal, aun cuando no se hayan presentado con anterioridad ni por escrito. 

Si el demandado no ocurre, obviamente el actor no podrá hacerle preguntas 

en fonna ornl y sólo podrá declararse confeso de las posiciones que 

previamente y por escrito la parte actora había presentado y hayan sido 

calilicadas de legales por el juzgador, de acuerdo con el artículo 322, punto 1., 

del Código de Procedimientos Civiles, el cual señala: 

El que deba de absolver posiciones será declarado confeso: 

" ... En el primer caso, el juez abrirá el pliego y calificará de legales las 

posiciones antes de hacer la declaración". 

En consecuencia, si In parte nctora, previamente a la hora y día señalado para 

la audiencia no había exhibido las posiciones (las cuales puede exhibir en sobre 

cerrado o sin éste) y In parte demandada no acudió a In citación, el juez no 

podrá declarar confeso al demandado de algo que no había previamente a In 

horn o en el momento mismo de In audiencia. Asimismo, de acuerdo con el 

contenido del artículo 323 del Código de Procedimientos Civiles, aplicado 

suph:torinmente a Injusticia de paz, no podrá ser declarado confeso el llamado a 
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absolver posic~~i1es, si no hubiere sido apercibido legalmente. La declaración 

de confeso puede hacerse a petición de parte o de oficio. 

Las partes pueden presentar todas las pmebns que se puedan rendir el dí u de 

In audiencia. Esto significa que una prueba no desahogada el día de In audiencia 

y que ha de prepararse para su desahogo, no deberá admitirse n ninguna de las 

partes. 

Cuando el demandado interponga alguna excepción como In incompetencia 

por declinatoria, In litispendencia, In conexidad y In fnltn de personalidad, en Jos 

juzgados de paz se tramitarán sin suspensión del procedimiento, en ese 

momento se dnní vista ni actor para que en el neto conteste lo que eren 

pertinente y. en seguida, el juez resolverá lo pertinente y, de no declararse 

fimdndo lo pedido por el demandado, seguirá adelante In audiencia. 

El Juez oirá las nlegaciones de las partes, y se citará n las partes para oír 

sentencia definitiva. 

Por niega tos entendemos, el escrito en el cual expone el abogado las razones 

que sirven de fundamento al derecho de su cliente e impugna las del adversario. 

O bien es el escrito, llamado ahora conclusiones, en el cual con el resultado de 

las probanzas, mantenían los litigantes sus pretensiones ni terminar la instancia. 

Son las argumentaciones que expresa cada parte con In intención de provocarle 

convicción al juzgador en el sentido de que las pmebns desahogadas han 

demostrado In veracidad de sus afirmaciones en el proceso y In aplicabilidad de 

los fundamentos de derechos invocados. En consecuencia los alegatos implican 

la afirmación de que sus pretensiones deben ser acogidas por el juzgador 

mediante el dictado de sentencia estimatoria. 74 

Esto no implica que en el juicio oral no se levante constancia de Jo actuado 

ya que debe realizarse desde el momento que principia In diligencia hasta el 

74 Diccionarios Juridicos Temáticos. Derecho ProC\!saL Op Cit p. 16. 
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momento en que cO;Jcluynln 11lismn, haciéndose constar el día, Jugar y horn., In 

nu toridnd mJtc qui~1~ s~ celebrn., los nombres de las partes y de los abogados, 

peritos, it1térpr~te~ el riomb~e de las partes que no concurrieron, extracto de las 

cmiclusion~~ d~ lóspcritos y de las declaraciones de los testigos, el resultado de 

In inspec~ión ¡;¿illa~ si In hubo y los documentos ofrecidos como pmebn y las 

conclúsimíes. Las reglas del juicio ordinario se aplicarán a los juicios de paz 

civil en lo que no se oponga a lo dispuesto por el artículo 40 del Título Especial 

de la Justicia de Paz. 

El Título Especial de In Justicia de Pnz no contempla artículo expreso el 

fundamento de los nh:gatos, en este caso, se aplica supletorinmcnte a la justicia 

de paz lo preceptuado por el artículo 393 del Código de Procedimientos Civiles, 

que establece " ... Concluida la recepción de pruebas, el tribunal dispondrá que 

las partes aleguen por sí o por sus abogados o apoderados; primero el actor y 

luego el demandado ... ". 

Aunque se prohíbe In práctica de dictar los lilegntos a la hora de In audiencia, 

sin embargo se prevé también que el neta que se levante de ésta se deban hacer 

constar las conclusión~s de las p!Írtes (artículos 3.94 y 397 del Código Procesal 

Civil). No obstante en In práctica se acostumbra asentar en el neta de audiencia 

sólo que "las partes alegaron lo que n su derecho convino", sin que se 

especifiquen cuáles fi¡cron en concreto las conclusiones. Además, como 

regulannentc t:l secretario de acuerdos y no el juez quien presencia la audiencin, 

la expresión oral de alegatos suele carecer de sentido, pues quien los podría 

escuchar -el secretario de acuerdos- no será quien pronuncie In sentencia y, en 

consecuencin., los alegatos orales no podrán ser tomados ..:n cuenta pura la 

resolución del conflicto. Por estas razones los alegatos orales no suelen 

realizarse de manera efectiva y los secretarios se limitan a asentar en el acta In 

fónnula ya mencionnda de que "las partes alegaron lo que a su derecho 



72 

convino". El artículo394 del Código Procesal Civil ~stübleée que los alegatos 

deben ser ornles, nuquc también perittite q~1e Jns' 'partes, presenten "sus 

conclusiones por escrito". 

2.4. SENTENCIA 

Ln actividad de los órganos jurisdiccionales en el proceso se manifiesta en 

una serie de actos regulados por la ley. Las resoluciones judiciales son In 

exteriorización de estos actos procesales de los j1,1eces y tribunales, mediante los 

cuales atienden u las necesidades del desarrollo del proceso n su decisión. 75 

Ln sentencia es In resolución que emite el juzgador sobre el litigio sometido 

n su conocimiento y es el que pone fin al proccso.76 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. articulo 79, 

preceptÍin que las resoluciones son: 

I Simples detenninaciones de trámite y entonces se llamaran decretos; 

Il Detenninaciones que se ejecuten provisionalmente y que se llaman autos 

provisionnles; 

III Decisiones que tienen fuerzn de definitivas y que impiden o paralizan 

definitivamente la prosecución del juicio, y se llaman autos definitivos; 

IV Resoluciones que preparan el conocimiento y decisión del negocio 

ordenado, admitiendo o desechando pmebas, y se llamnn autos prcpamtorios; 

V Decisiones que resuelven un incidente promovido antes o después de dictada 

In sentencia. que son las sentencias interlocutorins; 

VI Sentencias definitivas. 

"Rafael de Pina y Jooé Caotillo Larraftaga, Op. Cit. p. 319. 
1' Diccionarios Jurtdicos Temáticos. Derecho Procesal Op Cit p. 246. 
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El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal se refiere a las 

fonnnlidades que debe de cumplir la sentencia y establece las siguientes: 

1.- Las sentencias deben ser congruentes con las demandas y las contestaciones 

(artículo 81) 

2.- Las sentencias deben ser claras y precisas (artículo 81) 
- >.• J.· ' 

3.- Quedan abolidas las nntigiÚis fómmlns de las sentencias y basta que el juez 

apoye sus puntos resolutivos en preceptos legales de acuerdo con el artículo 14 

constitucional. (artículo 82) 

4.-Deben tener lugar, fecha y juez o tribunnl que las pronuncie, los nombres de 

las partes contendientes (artículo 86) 

5.- Toda sentencia tiene a su favor In presunción de haberse pronunciado según 

In fom1a prescrita por el derecho y por juez legítimo con jurisdicción para darla 

(artículo 91 ). 

La denominación de sentencia se ~~Ji~ ~ re~oluciones judiciales de muy 

distinto contenido y finalidad. El CcSdi~6;de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal distingue, como se' ha visto nnterionnente, entre sentencias 

interlocutorins y def'mitivas. 

La finalidad de las sentencias interlocutorins se expresan en In fracción V del 

precepto legal invocado y estas resuelven una cuestión incidental; las de la 

definitivas no la formula este cuerpo legal aunque en rigor, constituyen las 

verdaderas sentencias, en tanto que resuelven la controversia de fondo. 

La sentencia debe ser considerada como el fin normal del proceso. Toda 

actividad de las partes y del órgano jurisdiccional se encamina prácticamente, a 

este resultado, que constituye su meta. 
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Ovnlle Fnvela considera que "In sentencia es, In resolución que emite el 

juzgador sobre el litigio sometido n su conocimiento y mediante In cual 

normalmente pone término al proceso". 77 

El artículo 21 del Título Especial de la Justicia de Paz, establece: "Artículo 

21.- Las sentencias que se pronuncien en los juzgados de paz en materia civil 

deberán ajustarse n lo dispuesto por el artículo 81 de este Código". 

El artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 

preceptúa: "ARTICULO 81.- Todas las resoluciones sean decretos de trámite, 

autos provisionales, definitivos o preparatorios o sentencias interlocutorins, 

deben ser claras, precisas y congmentes con las promociones de las partes, 

resolviendo ~>bre todo lo que éstas hayan pedido. Cunndo el tribunal sen omiso 

en resolver todas las peticiones planteadas por .::1 pron10ventc, de oficio o a 

simple instancia verbal del interesado, deberá de dar nueva cuenta y resolver las 

cuestiones omitidas dentro del día siguiente. Las sentencias definitivas también 

deben de ser claras, precisas y congmentes con las demandas y las 

contestaciones y con las demás pretensiono::s deducidas oportunamente en el 

pleito, condenando o absolviendo ni demandado, y decidiendo todos los puntos 

litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando éstos hubieren sido varios, 

se hará el pronunciamiento correspondiente n cada uno de ellos." 

Este artículo derivado de In reforma de mayo de mil novecientos noventa y 

seis, remite respecto de los requisitos de pronunciar lns sentencias n lo dispuesto 

por el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles y, ni derogarse el texto 

anterior, se abandona el principio de las sentencias dictadas en conciencia, a 

verdad sabida y buena fe guardada. En este sentido la reforma fue positiva ya 

que se corría el grave riesgo de violación de la garantía de legalidad contenida 

71 OvnUe Fovila, José. (De..,cho Proccsnl) Op. Cit. p. 189. 
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en los artículos 14 y 16 constitucional, respecto de la necesidad de que todo 

acto de autoridad está fimdado y motivado. 

La aclaración de sentencia puede solicitarse ante los jueces de paz, pues es 

con el fin de aclarar algún concepto o suplir cualquier omisión que contenga In 

sentencia sobre cierto punto discutido en el litigio. El trámite lo establece el 

artículo 84 del Código de Procedimientos Civiles, aplicado supletorinmente al 

titulo especial. 

No existen datos suficientes para señalar un promedio de In duración de un 

juicio oml civil tran1itado ante un Juzgado de Paz, In cual es prevista de acuerdo 

a la regulación del título especial, en menos de una semana; sin embargo, es 

posible calcular, tomando en ctumtn las divergencias entre el texto legal y la 

practica procesal, que un juicio nonnnl y que le de impulso procesal por In 

nctorn, puede durar aproximadamente entre veinte días y mes y medio, desde In 

demandada hasta la obtención de la sentencia. 78 

Aquí es oportuno señalar que las sentencias dictadas por los jueces de paz 

causan estado por ministerio de ley, como lo señala el artículo 426 del Código 

de Procedimientos Civiles en In fracción I y V. 

Por último, se establece In regla de que contra las resoluciones pronunciadas 

por los jueces de paz, no se dará más recurso que el de responsabilidad, que 

comó es bien sabido, no constituye un recurso, por lo que In única forma de 

impugnación de estás sentencias será el runparo directo ante los Tribunales 

Colegiados de Circuito (artículo 23 del Título Especial). 

78 Datos estimados en un examen de dos Juzgados de Paz Civil en el Distrito Federal. 
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2.5. IMPUGNACIONES. 

Los recursos son Jos medios más frecuentes por virtud de los cuales se 

procede a la impugnación de las resoluciones judiciales; pero no los únicos. 

Cuando se hace referencia a los recursos, no se agotan todos los medios 

posibles de impugnar las resoluciones judiciales. Los recursos son los medios 

de impugnación de las resoluciones judiciales; pero no todos los medios de 

impugnación son recursos. 79 

Cipriano Gómez Lara., advierte que en todo proceso existe un princ1p1o 

general de impugnación. o sen que las partes deben contar con los medios para 

combatir lus resoluciones do los tribunales, si éstas son incorrectas, ilegibles, 

equivocadas o irregulares, o pronunciadas sin apego a der.:cho. Por n:glu 

general, en todo tipo de proceso existe un principio de impugnación, incluso en 

aquellos carentes de recursos reglamentados, ya que es muy dificil encontrar un 

proceso que no admita un medio de impugnación.80 

La impugnación dentro del procedimiento se refiere a los medios que 

tienen por finalidad atacar una resolución judicial, un documento, unu 

actuación, etc., para obtener su revocación o anulación. En el campo del 

derecho procesal existen procedimientos para atacar las resoluciones judiciales, 

llamados medios de irripugnnción que sólo puede utilizar el que se sienta 

agraviado. Ln impugnación se hace valer en un proceso, con In idea de corregir 

los errores una resolución o de una actuación procesal, y de esta manera 

regularizar el procedimiento. El litigante inconforme tiene la posibilidad de 

impugnar una resolución o actuación judicial n través de los medios do 

impugnación regulados por el derecho positivo, entre los que se encuentran los 

recursos, las nulidades y el juicio de amparo. Los medios de impugnación son 

79 Rafael De Pina y José Castillo La1111flaga. Op. Cit. p. 190. 
80 Ooméz Lara, Cipriano. (Derecho Procesa/CM/) Op. CiL p. 297. 
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netos procesales de las partes o de terceros que se promueven con In finalidad 

de que se revise una resolución o actuación procesal para que se corrija o anule. 

Ln revisión puede quedar n cargo del órgano jurisdiccional o de un superior 

jerárquico. El error de In resolución impugnada puede consistir en que no esté 

ajustado n derecho en el fondo y en In forma. 81 

En términos generales, podemos afirmas que las resoluciones de los jueces 

de paz en los juicios civiles de mínima cuantía son irrecurribles. Por una parte 

el nrtfculo 23 del Titulo Especial establece que contra las resoluciones 

pronunciadas por los Jueces de Paz "no se dará más recurso que el de 

responsabilidad", -que como se hn reiterado en diversas ocasiones no es un 

recurso, ni un medio de impugnación-. 

Por lo tanto las sentencias no cabe más recurso que el de responsabilidad, es 

asL que solo en esta .fomJn puede garantizarse la realización plena del juicio 

oral. 

Es preciso mencionar que las violaciones que haya habido en el curso del 

procedimiento ante lajusticin de paz y las violaciones que se comentan en In 

sentencia defilíitivn se combatirán después de dictada la sentencia, mediante In 

interposición de juicio de amparo directo, en los términos del artículo 158 de In 

Ley de Amparo. 

Corresponde n los Tribu~l!les Colegiados de Circuito conocer, en materia 
·..:.\<'>-,"':·.;,:,>: 

civil o mercantil, de 5entenéins:respecto de las que no proceda recurso de 

apelación, de acuerdo .~~.;)ii::Í~);es que las rigen (artículo 37 de la Ley 

Orgáni en de Poder de In FécÍ;Ya~i~n): 

81 Diccionarios Juridicos Temálicoa. Derecho l'roceonl. Op Cit p. 137. 
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2.6. EJECUCIÓN. 

Frente a la sentencia desfavorable, el vencido puede adoptar una de estas dos 

posiciones: acatar el fallo y cumplirlo voluntariamente o desobedecer el 

mandato contenido en In resolución. En este último caso, In falta de 

cumplimiento voluntario por parte de In vencida abre paso a In ejecución 

forzosa. La ejecución forzosa de In sentencia es una consecuencia de In 

naturaleza del mandato de autoridad que corresponde a toda resoluciónjudieial, 

y se halla impuesta, además, para impedir, dentro de lo humanamente posible, 

que queden fallidas, por voluntad del vencido en juicio, las legítimas 

pretensiones del vencedor (que desde luego, pueden quedar insatisfechas por 

causas extrañas, como por ejemplo. In insolvencia absoluta del deudor). 82 

Ovalle Faveln considera que la ejecución procesal se refiere, básicamente, a 

las sentencias de condena, en virtud de que las sentencias declarativos y 

constitutivas generalmente requieren sólo un cumplimiento administrativo. 

Precisa también que al haberse dictado sentencia, In parle que ha sido vencida 

en juicio puede cumplirla o no cumplirla. Además, señala: Con In actitud del 

cumplimiento voluntario se logra In satisfacción de las pretensiones de In parte­

vencedora, acogidas en In sentencia, y no se hace necesario ningún acto 

procesal más. Sin embargo, si In parte vencida en juido se niega a cumplir In 

sentencia, se da In ejecLJCÍÓn forzada; In ejecución forzosa, for.lada o procesal 

es, pues, el conjunto de netos procesales que tiene por objeto la realización 

coactiva de In sentencia de condena, cuando In parte vencida no In haya 

cumplido voluntariamente. 83 

Ovnlle Fnveln citando n Couture explica que permite algo que hasta el 

momento de la cosa juzgada era juridicnmente imposible: In invasión de In 

82 Rafilel De Pina y Joll4! Castillo Lanallaga. Op. Cit. p. 337. 
n Ovalle Fa vela, Joll4!. Ob Cit. p.p. 283, 284. 
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esfera individual ajena a su transformación material para dar sntisfitcción a los 

intereses de quien ha sido declarado triunfador en una sentencia. Ya no se trata 

de obtener algo con el concurso del adversario, sino justamente en contra de su 

voluntad. Es decir que, fmne In sentencia, el órgano jurisdiccional hace por el 

vencedor lo que el vencido rehúsa hacer. 84 

El artículo 24 del Título Especial de In Justicia de Paz establece: 
Los jueces de paz tienen la obligación de proveer n In eficaz e inmediata ejecución de 

sentencias, y, a ese efecto, dictarán todas las medidas necesarias, en la forma y términos que 
a su juicio fueren procedentes, sin contrariar las reglas siguientes: 
l. Si al pronunciarse la sentencia estuvieren presentes ambas parte, el juez la interrogará 
acerca de la forma que cada una proponga para la ejecución y procurará que lleguen a un 
avenimiento a ese respecto; 
Il. El condenado podrá proponer fianza de persona abonada para garantizar el pago, y el juez, 
con audiencia de la parte que la obtuvo, calificará la fianza según su arbitrio, y si la aceptare 
podrá conceder W1 término hasta de quince días para el cumplimiento y aun mayor tiempo, 
si el que obtuvo estuviere conforme con ella. Si vencido el plazo .,¡ condenado no hubiere 
cumplido, se procederá de plano contra el fiador, quien no gozará de beneficio alguno. 
III. Llegado el caso, el ejecutor, asociado de la parte que obtuvo y sirviendo de mandamiento 
en forma la sentencia condenatoria, procederá el secuestro de bienes conforme a los artículos 
que siguen. 

Del artículo antes trascrito se establece la "obligación", de los jueces de paz 

de "proveer a la eficaz e inmediata ejecución de sentencias", para lo cual los 

faculta a dictar "todas las medidas necesarias en la forma y términos que a su 

juicio fueren procedentes". Es muy claro el propósito de llevar a efecto, de 

cualquier manera, la ejecución. Por una parte, se hace innecesaria In instancia 

de la parte interesada para proceder a la ejecución. In cual se puede realizar, en 

consecuencia de oficio, y, por otra parte, se otorgan al juez las más amplias 

facultades para cumplir este deber de ejecutar (artículos 27 y 28 del Título 

Especial de la Justicia de Paz). 85 

La fracción I del citado artículo 24 del Título Especial de In Justicia de Paz, 

prevé la posibilidad de que las partes, una vez pronunciada la sentencia de 

84 Ralilel De Pino y José Castillo Larrnftaga. Op. Cit. p. 338. 

"Ovalle Fa vela, José. Ob. Cit. p. 330. 

·~.S'I'!t ~·Jr€~t;xs NO .SALE 
--·z :L.L\ B!B!.JOT.E.c:A. 
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condena y antes de iniciar la ejecución forzada, lleguen a un acuerdo para lograr 

la ejecución voluntaria de aquélla. La fracción II del mismo precepto contempla 

In posibilidad de que la parte condenada n pagar una l)Uma detem1inada, 

proponga una fianza en garantía del cumplimiento de la condena, con el objeto 

que se le conceda un plazo hasta de quince días - o más de acuerdo con el 

vencedor- para que pueda hacer el pago; sino lo hace " se procederá de plano 

contra el fiador, quien no gozará de beneficio alguno. Como esta última 

disposición no resulta ajustada a la garantía de previo proceso que para 

cualquier acto autoritario de privación establece el artículo 14 constitucional, es 

probable que la citada fianza tenga una eficacia jurídica escasa o diferida. 86 

Tratándose n lns ejecuciones referentes a las sentencias que condenen hacer 

y entregar una cosn, el artículo 34 del Título Especinl de la Justicia de Paz 

remite al artículo 517 del propio Código de Procedimientos Civiles del Distrito 

Federal. 

En general, cuando la sentencia condene n hncer alguna cosa, el juez debe 

señalar al obligndo un pinzo pludente para el cumplimiento, tomnndo en cuenta 

las circunstancins del hecho y de las personas. Si el obligado no ctunple, hay 

que distinguir si el hecho es de carácter personal del condenndo, si puede ser 

renlizado por otra persona y si el hecho sólo consiste en la celebración de un 

acto juridico. En el supuesto de que el hecho sea de carácter personal, y no 

pueda ser realizado por otrn persona, el juez debe compeler al obligado 

empleando los medios de apremio más eficaces; en caso de que aquél no 

cumpla, sólo queda la posibilidad de exigirle la responsabilidad civil (pago de 

daños y peljuicios por incumplimiento, mediante embargo y enajenación de 

bienes). Cuando el hecho se pueda prestar por otra persona, el juez debe 

nombrar la persona que lo ejecute a costa del obligado, en el plazo que le fije. 

16 Idcm. 
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Aquí también se puede exigir al obligado el pago de la actividad ejecutada por 

el tercero mediante el embargo y enajenación de bienes de aquél. Y por último, 

cuando el hecho consiste en la tinna de instrumento o la celebración de un acto 

jurídico, el juez deberá ejecutar por el obligado, expresándose, en el documento, 

que se otorgó en rebeldía. 87 

Para la ejecución de las sentencias lJUe condenen a hacer alguna cosa, el 

artículo 33 del título especial facultan los jueces de paz n emplear los medios 

de apremio seilnlndos en el artículo 73 del Código de Procedimientos Civiles 

del Distrito Federal. 

Articulo 73. Los jueces, para hacer cumplir sus determinaciones, pueden emplear 
cualquiem de los siguil!ntes medios di! apremio que juzguen eficaz: 
I. Ln multa hnstn por las cantidades n que se refiere el artículo 61, la cual podrá duplicarse en 
caso de reincid<!ncil:; 
II. El auxilio de la fuerza pública y In frnctura de cerraduras si fuere necesario; 
III. El cateo por orden escrita; 
IV. El arresto hasta por treinta y seis horas. 
Si el caso exige mayor sanción, se dará parte a la autoridad competente. 

Si n pesar de Jos medios de apremio no se obtiene In entrega de In cosa, se 

faculta ni juez para fijnr In cantidad que como reparación se deba entregar a In 

parte vencedora, Jo cunl se puede obtener mediante embargo y remate de bienes 

del condenado. Aquí también In ejecución de In condena n entregar una cosa, se 

puede traducir en el cobro de una detenninndn cantidad de dinero. La ejecución 

de las sentencias que condenan al pago de una determinada cantidad de dinero 

se traduce directamente en el embargo y enajenación de los bienes de In parte 

vencida, de esto se desprende las amplias atribuciones del juzgador y del 

secretario actuario encargado directamente de la ejecución; así el articulo 26 del 

título especial seilala que "la elección de los bienes en que hubiere de recaer el 

secuestro será hecha por el ejecutor, prefiriendo Jos más realizables, y teniendo 

en cuenta Jo que expongan las partes". Así, por ejemplo, sino se encuentra al 

87 Ovalle Fa vela, José. Ob. Cit. p. 290, 291. 
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codcmnndado en su domicilio despacho, taller o establecimiento, "In diligencia 

se practicará con In persona que se encuentre, y sino hubiere nadie, con un 

vecino y el gendarme del punto", (artículo 27 del título especial); además en 

caso necesario se podnín practicar cnteos y romper cerraduras, previa orden 

especial y escrita del juez, para localizar los bienes embargables (artículo 28 del 

título especial). 

El articulo 26 del Titulo Especial de In Justicia de Paz en comento, en mi 

opinión es ilógico, en virtud de que el ejecutor no tiene interés alguno en el 

asunto, ya que dicho funcionario debe ser imparcial y si ene en el supuesto de 

señnlnr bienes para embargo estaría automáticmnente ej(lrcitando en fom1n 

personal un derecho que no lo tiene ya que él no es parte en el juicio y no le 

toca de señalar bien<ls, ya que dicho señalamiento corresponde en primer 

momento ul ejecutado y en su rebeldía al ejt.:cutante, más nunca en ibnna 

personal al actuario. Asimismo el artículo 27 del título especial en comento no 

tiene razón de ser toda vez que la pníctica profesional este supuesto es 

susceptible de violaciones, porque como podría entenderse diligencia de 

embargo con el gcndanne de! punto, ya que si se diere. este supuesto se estaría 

conculcando los derechos del ejecutado. 

"El embargo y la enajenación de los bienes -para In <liecución de las 

sentencias que condene a pagar una suma determinada, nsí como para las 

demás modalidades que desembocan en el cobro de dicha cantidad de dinero -

presentan básicamente dos peculiaridades respecto de la vía de apremio que el 

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal regula para los demás 

juicios, diferentes de In justicia de paz. Por una parte, los bienes muebles 

embargados, aparte de que puedan ser vendidos a través de un corredor o casa 

de comercio, en los ténninos del artículo 598 del Código de Procedimientos 

Civiles del Distrito Federal, son susceptibles de ser pignorados en In institución 
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denominada Nacional Monte de Piedad. Si In cantidad prestada por ésta resulta 

suficiente para cubrir tanto In suma n cuyo pago se hnyn condenado como los 

gastos de traslación del bien pignorado, se debe entregar el billete de empe~1o 

al condenado, quien podrá recuperar el bien pagando el importe del préstamo 

dentro del pinzo autorizado. En caso de que la cantidad del préstamo no 

resultará suficiente, el bien podrá entregarse ni Nacional Monte de Piedad para 

que lo remute y con su producto se satisfaga In suma adeudada, así como los 

gastos originados por el remate (artículo 31 del título especial). La segundu 

peculiaridad del embargo se refiere al patrimonio ejecutable. No deja de ser por 

lo menos paradójico que, en un juicio diseñado específicamente para personas 

de escasos recursos económicos, la lista de los bienes inembargables se restrinja 

almlnimo."88 

El artículo 25 del título especial establece que el embargo "podrá recaer en 

toda clase de muebles, con excepción de los vestidos, muebles de uso común e 

instrumentos útiles de trabajo, en cuanto sean enteramente indispensables, a 

juicio del ejecutor, y de los sueldos y pensiones del Erario. El e~nbargo de 

sueldos y salarios sólo se hará cuando la deuda reclan¡ada fuer<J por 

responsabilidad proveniente de delitos, graduándola t:i ejecutor, 

equitativamente, en atención al importe de los sueldos y a las necesidades del 

ejecutado y su fnn1ilin. 

En principio, el sueldo (salario de un trabajador) es inembargable, pero sólo 

el salario mínimo general, de acuerdo con In fracción VIII del artículo 123 

Constitucional. 

Por último, se debe señalar que el artículo 35 del titulo especial prevé las 

tercerías excluyentes de dominio "El tercero que considere perjudicados sus 

derechos al ejecutar la sentencia, ocurrirá el juez de paz, presentando sus 

88 Ovallo Favela, José. Ob. Cit. p.p. 332, 333. 
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pruebas, y el juez, con audiencia inmediata de las partes, resolverá si subsiste o 

no el secuestro, o el acto de ejecución practicado, sin decidir sobre la propiedad 

de la cosa ni sobre otros hechos controvertidos". 

Para los efectos de este artículo se le considera tercero n quien sin haber 

sido parte en un proceso ni ejecutarse una sentencia se le perjudica en sus 

derechos. El procedimiento en el cual interviene un tercero se le llama tercería. 

Cabe mencionar que existen tercerías coadyuvantes y tercerías excluyentes lus 

cuales pueden ser dominio o de preferencia. 

En ocasiones en juicios llevados ante los juzgados de paz, es más tardado 

ejecutar que haber seguido un procedimiento parn la obtención de una sentencia 

definitiva. 
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CAPITULO IIL 

DISPOSICIONES QUE IMPLICAN UNA LIMIT ANTE A LA 

JUSTICIA DE PAZ CIVIL. 

3.1. PLAZO PARA COMPARECER A JUICIO. 

De acuerdo con el artículo 7° del Título Especial de In Justicia de Paz: 

"A petición del actor se citará ni demandado para que comparezca dentro dd 

tercer día ... ": en In parte final del artículo citado, se nclnm que el actor puede 

presentar su detll!mdn por escrito. 

Como en In primt:ra parte del artículo mencionado se indica que en In 

citación que debe formularse ni demandado "se expresará por lo menos el 

nombre del actor, lo que demande, In causa de In demnndn ... ", puede atirmnrse 

que cuando se presente la demanda, éstn necesariamente debe contener dichos 

da·tos, aparte del nombre del demandado y su domicilio, aunque no lo señale 

así, de manera explícita, el artículo en mención. Las demandas reúnen Jos 

requisitos del artículo 255 del Código de Procedimientos Civiles con que se 

inician los juicios ordinarios que regula dicho Código. 

La citación que se hace a la parte demandada para que comparezca a la 

audiencia de ley tiene la función de emplazamiento en el juicio ordinario. En 

rigor no se trata de un emplazamiento en sentido estricto, pues éste consiste 

básicamente en la concesión de un plazo a una de las partes o ambas para que 

realicen válidamente determinado acto o actividad procesal; en esta primera 

comunicación del juzgado al demandado no hay la concesión de un plazo, sino 

la fijación de un término, un punto de tiempo fijo, para que comparezca a la 
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audiencia, por lo que se trata de una citación. 

De acu~cdo con In redacción del articulo 7° mencionado, se citará al 

demandado "para que comparezca dentro del teccer dia". Esto significa que la 

comparecencia del demandado deberá ser al tercec día después de que haya sido 

expedido el cita torio, pero no se precisa el día en que dicho citatorio deberá ser 

entregado al demandado. 

Ahora bien, ello supone que el juez de paz, si ordena la citación del 

demandado, ha dictado un auto previamente dando entrada a la demanda y en 

el neta respectiva que con tal motivo se haya realizo (que en Jos juzgados de paz 

se le llama auto de radicación) por estimar que el actor ha aportado Jos datos 

que requiere el artículo en comento, reúne las condiciones necesarias para que 

se obtenga resolución favorable o desfavorable sobre ella, tales como la 

capacidad jurídica y procesal de las partes, su competencia (la del propio juez), 

etcétera. Y es que antes de examinar las condiciones de la acción ejercitada, que 

son aquellas que necesitan para obtener sentencia favorable, deben buscar si 

existen o no lo;; presupuestos procesales, lo cual tiene que hacer de oficio. 

Para que la citación tenga realmente las funciones de un emplazamiento, 

es necesario que el demandado, después de ser citado, cuente legalmente con un 

plazo mínimo razonable para poder preparar su contestación y sus pruebas y 

alegatos. Si en el juicio ordinario y aún en Jos juicios especiales que regula el 

Código de Procedimientos Civiles, el plazo que se concede al demandado para 

que presente su contestación es de nueve días, normalmente sin necesidad de 

acompaftar las pruebas, no se encuentra justificación para reducir el plazo que 

se otorga al demandado en los juicios de mínima cuantía, sobre todo si se toma 

en cuenta que en éstos es necesario no sólo contestar la demanda, sino también 

proponec y presentar pruebas y formular alegatos en la misma audiencia a la 
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que se cita. Por eso, en nuestra opinión y tomando en cuenta estos datos, 

estimamos que la entrega del citatorio y el término que se seftale para la 

audiencia, debe mediar un plazo no inferior a cinco días, para que el reo este en 

aptitud de preparar una defensa adecuada. 

3.2. PLAZO PARA PREPARAR LA DEFENSA Y PREPARAR 

PRUEBAS. 

El estudio de cualquier disciplina requiere la especificación del objeto, la 

determinación exacta que el autor tiene de aquello que va a estudiar, por eso, 

creemos en la necesidad de íJjar de donde nace el derecho de cada individuo a 

probar aquello que ha manifestado en una demanda o en una contestación. 

Consideramos que tiene su fundamento en la pn,pia constitución Polftica 

de los Estados Unidos Mexicanos, en especial en el artfctilo 14 de )a 

Constitución General de la República, que en su parte conducente establece: 

ARTICULO 14.- " ... Nadie podrá ser privado de la vida, de la liber-tad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante Jos 

tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad 

al hecho ... " 

Esto es, nuestra propia Constitución reconoce a los individuos el der-echo 

irrenunciable de poder acreditar su dicho, apegados a las formalidades que para 

el efecto las leyes secundarias han establecido. Luego entonces, se considera 

que dentro de las garantías individuales que consagran nuestros primeros 

veintiocho artículos constitucionales, implícitamente se encuentra el sagrado 

derecho de ser oído y vencido en juicio, que no es más que un der-echo para 
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probar o también Uamada garantía de audiencia y legalidad, tal y como lo prevé 

nuestro articulo primero constitucional: 

"ARTICULO 1°.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará 

de las garantías que otorga esta Constitución ... " 

Resalta el hecho que nuestra constitución nos reconoce ese derecho a todo 

individuo, y este mismo se tiene que ver reflejado en todas y cada una de 

nuestras leyes secundarias, y cuando un acto, ley o articulo atenta contra esos 

derechos el afectado debe o puede acudir a los órganos encargados del control 

constitucional, para que le sea respetado su derecho. 

Atendiendo a lo anterior, consideramos, existe un derecho consistente en la 

facultad que tiene todas las personas para probar en juicio o provocar la 

indagación de la verdad, el cuál puede ser llamado derecho para probar o 

derecho procesal para probar y que es una garantía consagrada por nuestra 

Coustitución en sus artículos 14 y 16, que bien puede atribuirse a las garantías 

de audiencia y legalidad. 

Autores como Eduardo Paliares reconocen tal hecho, expresando: " ... el 

derecho procesal esta íntimamente relacionado con el constitucional... La 

Constitución Mexicana contiene artículos muy importantes de carácter procesal, 

que se exmninan en el capitulo relativo a los principios constitucionales que 

rigen el procedimiento. Los artículos 13, 14, 16, 17, 20 y 21, son básicos en esta 

materia; .. .'.89 Los artículos 103 y 107 de nuestra carta magna expresan cuando 

es procedente el juicio de garantías, esto es, la fracción III inciso a) consigna 

que procederá el amparo contra sentencias definitivas, laudos o resoluciones 

que pongan fin a un juicio seguido en los tribunales judiciales, administrativos o 

del trabajo ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante 

el procedimiento, afecten a la defensa del quejoso. 

19 J>.ll.eo, Eduardo. Dla:lomrlo .. Derw:Jro Prot:•sal Ch!II. Dlcimo Cuarta l!dición. Bdilorial Porrla, S.A. 
M6xico. P. 224 
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Por lo tanto se puede decir que la prueba es el arte de investigar y 

com}X"obar la verdad y en ciertos supuestos la falsedad; 90 y dicho arte no es 

exclusiva del derecho, sino de toda rama científica que busca en el fondo dar 

nuevos conocimientos para los seres humanos y mejorar de esta forma su 

estadio en la vida social. La parte importante de un juicio se encuentra en el 

tema de la prueba. Tanto el actor como el demandado en sus respectivos 

eseritos afuman determinados hechos que deben necesariamente demostrar. 

Pues, constituyen lo que se conoce como carga de la prueba. El juez para 

resolver necesita forzosamente tener la certidumbre de cual de las partes 

demuestra que son ciertos los hechos que aduce tanto al fundar las causales que 

invoca como las excepciones que hace valer. 

En una visión total de la materia probatoria, Marco Antonio Díaz de León, 

argumenta que: " ... en el proceso la prueba y los métodos de investigación son 

los únicos medios que posibilitan la reconstrucción de los hechos y la 

construcción de la verdad fáctica y, al final, la posibilidad de aplicar justamente 

el derecho materia1"91 

La palabra prueba en cuanto a una defmición gramatical, se entiende como 

la acción y efecto de probar, y también la razón, argumento o instrumento u 

otro medio con que se pretende mostrar y hacer patente la verdad o fillsedad de 

una cosa.92 

Eduardo Paliares comenta:" ... Probar es producir un estado de certidumbre en 

la mente de una o varias personas respecto a la existencia o inexistencia de un 

hecho, o de la verdad o falsedad de una proposición. 

También puede decirse que probar es evidenciar algo, esto es, lograr que 

00 Bec:eua llautilla, JOÑ. Op. Cit. p.p. 91, 92. 
11 Dlaz De León, Mon:o Antonio. La Pn.ba en el Derecho ProctJial LabortJJ. S"1!11Jlda l!cücim. l!ditm.l 
Pom!a, S.A. México 1990. p. 403. 
112 De Piu, Ralilel y Cutillo Larralla80 Jooé. Derecho Procesal Civil. Vigéoima Segunda Edicicla. Edlf<lrial 
Pom!a, S.A. México. l99S. p. 263. 
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nuestra mente lo perciba con la misma claridad con que los ojos ven las cosas 

materiales. Aunque los ténninos probar y demostrar son sinónimos, con más 

frecuencia se usa la palabra demostrar para referirse a la actividad que tiene 

como ténnino la falsedad o verdad de una proposición. La prueba de los hechos 

concierne principalmente a las ciencias experimentales, mientras que la 

demostración predomina en las ciencias deductivas y en la filosofia. . .'o93 

Es importante hacemos el siguiente cuestionamiento ¿quién debe probar 

en juicio? Esto es, a quién corresponde procurar el desahogo de cierta prueba, 

que parte es quién en todo caso resulta afectada por la desestimación de una 

prueba por que esta no fue desahogada en tiempo o cubriendo los requisitos 

legales para surtir sus efectos. 

Para De pina y Castillo Larraftaga: "La carga de la prueba (onus 

probandi) representa el gravamen que recae sobre las partes para facilitar el 

material probatorio necesario al juez para formar su convicción sobre los 

hechos alegados por las mismas"~ 

Realmente creemos que la carga de la prueba representa a favor de quién 

la procura una ventaja o nn beneficio y corresponderá a aquél a quien su interés 

sea el beneficiado, el procuraría. 

Ahora bien el articulo 7° del Título Especial de la Justicia de Paz, e<mo 

hemos visto, establece que a petición del actor se citará al demandado para que 

comparezca dentro del tercer día; y es que en el auto que da entrada a la vía oral 

reúne los requisitos que dispone el articulo 20 del Titulo Especial, es decir que 

el demandado deberá comparecer a la audiencia referida. 

Asi pues, a dicha audiencia seftalada en el articulo 20 del Titulo Especial, las 

partes deben tener sus pruebas preparadas parar su defensa, esto es que, desde 

el momento que se le cita al demandado, éste al.momento de hacerse sabedor 

" F'allarft, Eduudo. Ob. Cit. p. 6S7, 658. 
M De Pina y CutiDo l.anallap, Jollll. (Doncho Proce.J Civil). Ob. Cil p. 281. 
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de, que por que Jo demandan, quien lo demanda, tiene que consultar a un 

Licenciado en derecho, y después de consultarlo, convencer-se si es el adecuado 

o no para proteger su patrimonio o sus derechos, si es así por Jo menos ya le 

habrá pasado un dfa, ahora bien, si el licenciado en der-echo acepta el caso tiene 

primer-o que estudiar el negocio y considerando que la prueba es tan 

indispensable en el derecho, pues bien, probar las cosas, el aíumar que existe 

algo, requiere ante todo la comprobación de ello, a través de Jos elementos que 

se encuentren en la naturaleza y que concatenados a la razón nos den la verdad 

de los hechos. Esto es que para que el abogado patrono pueda tener una defensa 

adecuada por los razonamientos antes vertidos, como es preparar al actor para la 

confesional, encontrar a los testigos idóneos y prepararlos, y recabar Jos 

documentos para su defensa, y tomando en consideración que es breve el 

término para la adecuada presentación de pruebas, en el cual en el mayor de los 

casos, no se prepara la defensa y las pruebas con el mayor éxito posible, dado 

por la premura del tiempo concedido, es prudente que se le conceda por lo 

menos dos días más para dar su contestación y aportar pruebas. 

Sin omitir que en el procedimiento oral, hay un sin número de ventajas, 

como son: la recepción de pruebas en una sola audiencia, los efectos de la 

rebeldía en la absolución de posiciones, la irrecurribilidad de las sentencias, la 

consagración de la oralidad, la eliminación de las fórmulas y determinadas 

solemnidades, ya que esto es un esfuerzo encomiable. Sin embargo, desde un 

punto de vista personal tales disposiciones adolecen de deficiencias técnicas 

que es necesario corregir, y que más adelante propondremos. 
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3.3 LIMITACIÓN DEL DERECHO DE DEFENSA EN LA 

AUDIENCIA DE LEY. 

Antes de emitir cualquier juicio sobre la limitación de defensa en la 

audiencia a que se refiere el articulo 20 del Titulo Especial de la Justicia de P~ 

es necesario analizar qué significa tener acceso a la justicia. 

Entre los fmes del Derecho, la justicia es, tal vez, el que más se ha 

debatido a lo largo de la historia de la Humanidad. Los grandes pensadores que 

han abordado la justicia difieren en su concepción, y todo parece indicar que 

nunca llegaremos a estar de acuerdo sobre su definición. Desde Platón y hasta 

nuestros días, el debate continúa. Hans Kelsen criticó la pertinencia de este 

debate al seftalar que cualquier definición de justicia lleva implfcita la 

presuposición de un juicio valor, el cual es relativo y cambiante segúo. ia época 

o filósofo que la formula. Clarence MOITis, en su ensayo "Ley, justicia y las 

aspiraciones del pueblo", plantea un concepto mucho más razonable y accesible 

al decir: " ... No puede haber justicia sin ley'' ... y que "la justicia de on!inario 

sólo está creada intencionalmente por los legisladores como agente!. del pueblo 

(no como sus amos)". Pam Monis, se debe pensar en la justicia "como 

resultado del esfuerzo de los agentes del pueblo por hacer realidad sus 

aspiraciones". 95 

A partir de este concepto de justicia, podemos afirmar que acceder a ella 

en un Estado democrático y de derecho no significa otra cosa que la posibilidad 

de que el pueblo tiene que exigir a todas las autoridades el cabal de sus 

aspiraciones; es decir el pueblo, al plasmar en la Ley los bienes jurídicos que le 

son más preciados, (sus libertades fundamentales) asf como su forma de 

organización polftica, no sólo está expresando su voluntad de instituir un 

" Hano Kellen, "Que eo la Juotioia?'' en lecturu de ru .. ofla del Donocho. Tribunal SuperiOI' Do Juoticia Dol 
Dimito Focleeml. México, D.F., 1992. p.p. 33-34. 
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régimen de convivencia social detenninado, sino que además está diciendo que 

en caso de que surjan controversias entre particulares o entre autoridades, o 

entre los primeros y los segundos, es también su aspimción que ciertas 

instituciones llamadas tribunales las resuelvan de manera equitativa, igualitaria, 

pacifica, imparcial, independiente, y sin hacer distinción alguna entre los 

litigantes por razón de condición económica, social, cultural, partidista, 

religiosa o de cualquier otro tipo, salvaguardando, de esta manera, las demás 

aspiraciones que el propio pueblo consagró en su sistema jurídico. 

Los mexicanos plasmamos esta aspimción especifica en el articulo 17 de 

nuestra Constitución, deímiéndola como el derecho del pueblo a la jurisdicción 

del Estado. 

Artículo 17.-"Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni 

ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda persona tiene derecho a que se 

le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 

ténninos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manem pronta, 

completa e imparcial ... ". 

La función judicial en el Distrito Feda-al debe desempeilarse en fonna tal, 

que se garantice el acceso universal a !ajusticia como la ordena la Constitución. 

Así pues, regresando al artículo 20 del Título Especial de la Justicia de 

Paz, detennina en su fracción DI, determina que al comparecer a juicio el 

demandado deberá hacer valer todas y cada una de sus excepciones que tuviere 

y es por ello que determina el momento procesal en hacer valer tales 

excepciones puesto que al no hacerlas valer, tmerá como consecuencia la 

pérdida del derecho para oponerlas posteriormente. Esto destaca la importancia 

de que debe de tener al realizarse la defensa que desde luego contendrá el 

escrito de contestación de demanda y es por eso que la parte demandada debe 

ser cuidadosa en obtener las correspondientes pruebas para justificar las 
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excepciones con In tinnlidnd de destruir In acción intentada por In parte actorn; 

entendiéndose que como se ha señalado anteriormente únicamente el reo 

dispone de tan solo tres días, para hacerse Uegnr las probanzas c.on las que trate 

de justiticar sus excepciones. 

Por ello, señalamos que sería prudente que el término para citar al 

demandado para que c.omparezca no sea dentro del tercer día, sino que sean 

cinco días, para que el demandado tenga oportunidad de una defensa adecuada 

para In audiencia de ley y así In demandada este en igualdad de oportunidad que 

el actor, ya que el actor, prepara sus pruebas con mayor tiempo que el 

demandado. Y así podría afmnarse que la garantía de audiencia es algo más que 

una prescripción constitucional, es un principio inseparable de In justicia 

organizada. 

3.4. SUSPENSIÓN DE LA AUDIENCIA DE LEY. 

La incomparecencia a la audiencia tiene diferentes consecuencias, sea la 

parte que Jeje de asistir. 

La incomparecencia del actor impide la celebración de In audiencia. "Si'al 

anunciarse el despacho del negocio no estuviere presente injustiticadnmente el 

actor, y sí el demandado, se impondrá a aquél una sanción pecuniaria que no 

será mayor del equivalente a ciento veinte días de salario mínimo general diario 

vigente en el Distrito Federal, que se aplicará al demandado por vía de 

indemnización". (artículo 17 del Título Especial de la Justicia de Paz). Ahora 

bien, este artículo no señala el criterio con el cual se va a establecer el monto de 

In multa o sanción; consideramos que es por el número de veces que haya 

faltado el actor, y es a criterio del juzgador. 
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En cambio la incomparecencia del demandado no impide la celebración 

de la audiencia. "Si al ser llamado a contestar la demanda no estuviere presente 

el demandado, y constare que fue debidamente citado, lo cual comprobara el 

juez con especial cuidado, se dará por contestada la demanda en sentido 

afirmativo y se continuará la audiencia. Cuando se presente durante ella el 

demandado, continuará ésta con su intervención, según el estado que se halle, y 

no se admitirá prueba sobre ninguna excepción, si no demostrare el 

impedimento en caso fortuito o fuerza mayor que le impidiera presentarse a 

contestar la demanda." (Articulo 18 del Título Especial de la Justicia de Paz). 

Eljuez debe observar si la citación se hizo con todas las formalidades legales, 

pam no declararse nula la audiencia. 

En este articulo se presume que está presente el actor y no el demandado. 

Asimismo, se sobreentiende que cuando se hizo la citación se le apercibió al 

demandado que en caso de no presentarse, "se daría por contestada la demllJlda 

en sentido afirmativo". De no haberse hecho el apercibimiento, no procede que 

se haga tal declaración. 

En caso de presentarse el demandado, la audiencia debe continuar con su 

intervención a la altura del desarrollo que vayan, de conformidad con el artículo 

20 del Título Especial en comento; pero para admitirle prueba sobre alguna 

excepción, es necesario que previamente demuestre el impedimento de caso 

fortuito o fuerza mayor que le impidió presentarse a tiempo para contestar la 

demanda. Si no puede demostrar su impedimento, ya no se le admitirá prueba 

sobre excepción alguna; pero, si se está en el momento de desahogo de pruebas, 

el juez debe de admitirle las que traiga o presente el demandado y se continuará 

la audiencia con su presencia e intervención. 

¿Qué significa vaso fortuito o fuerza mayor? Caso proviene del latfn 

casus, que significa acontecimiento, suceso. 
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Caso fortuito: "Acontecimiento, genemlmente daftoso, que sucede 

inesperadamente. Hecho no imputable a la voluntad del obligado, que impide y 

excusa el cumplimiento de obligaciones".96 

Fuerza mayor: "La que, por no poder preverse o resistirse, exime del 

cumplimiento de alguna obligación; en sentido estricto, la que procede de la 

voluntad lícita o ilícita de un tercero" 97 

Del contenido de las defmiciones anteriores, deducimos que son dos 

conceptos diferentes, pero con idénticas consecuencias. Se diferencian en virtud 

de que en el caso fortuito, el acontecimiento proviene de la naturaleza y, en la 

fuerza mayor, el acontecimiento proviene del hombre. Se identifican en que 

ambos casos impiden a una persona dar cumplimiento a una obligación. 

Ahora bien, "Si al anunciarse el despacho del negocio no estuvieran 

presentes el actor ni el demandado, se tendrá por no expedida la cita y podrá 

expedirse de nuevo si el actor lo pidiere. Lo mismo se observará cuando no 

concurra el demandado y aparezca que no fue citado debidamente. (Artículo 19 

del Titulo Especial de la Justicia de Paz). 

Por último, si al anunciarse la audiencia y estando presente ·la parte actora 

acompafiada de su abogado patrono y también este presente la parte 

demandada, pero no este asesorada por abogado, se suspenderá la audiencia a 

que se refiere el articulo 20 del Titulo Especial de la Justicia de Paz y lo 

anterior con fundamento en el articulo 46 del Código de Procedimientos Civiles 

de aplicación supletoria al Titulo Especial, por razones de justicia y equidad que 

debe prevalecer en todo juicio; por lo tanto en la misma audiencia se ordena 

nueva fecha pam la realización de la misma debiéndose girar el oficio 

respectivo a la Defensorla de Oficio del Tribunal Superior de Justicia del 

96 Conlt. Palomar de Migue~ "-'. Dlcclomrlo parajurUt06. Mayo EdiciCllleo, S. De R.L., M4xico 1981, pq. 
234. 
"' Conlt. Palomar de Miguel, 1uon. Op. Cit, pág 618. 
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Distrito Federal, para que esta designe un defensor de oficio pnm In parte 

demandada y así esta este en aptitud de tener una defensa adecuada. 

3.5. EJECUCIÓN. 

"Ejecución (Del latín executio, del verbo exequor, seguir hasta el fin, 

proseguir, continuar acabar, ejecutar) En relación con este concepto, Couture 

expone que: 

En su acepción común el vocablo ejecución alude a la acción y efecto de 

ejecutar. Ejecutar es, a su vez, realizar, cumplir, satisfacer, hacer efectivo y dar 

realización de un hecho. 

El lenguaje jurídico no difiere, en lo sustancial, se estas acepciones. Pero 

el vocablo sufre una especia de desdoblamiento. Se habla de ejecución de las 

obligaciones para referirse a In acción mediante In cual el deudor cumple con lo 

que debe, dando, haciendo u omitiendo alguna cosa. Es ésta la forma voluntaria, 

normalmente espontánea del derecho. 

Pero el vocablo adquiere una nueva significacilm cuando se alude a In 

llamada ejecución forzada. En ella, a diferencia de In ejecución voluntaria, no es 

el deudor quien satisface su obligación. Ante su negativa, expresa o tácita, de 

cumplir con aquello a que está obligado, el acreedor debe ocurrir a los órganos 

de In jurisdicción. Éstos proceden, entonces, coercitivamente, acudiendo a la 

coacción. "98 

Pam el autor antes referido, la ejecución procesal tiene como fin "lograr 

la actuación práctica de la voluntad de la ley que resulte de una declaración del 

órgano jurisdiccional". 

'" Diccionarioo Jurfdico• Temético1. Derecho Prooual Op. Cit. p. 109. 
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Ovnlle Fnveln considera que la ejecución procesal se refiere, básicamente, 

a las sentencias de condena, en virtud de que las sentencias d<lClarativas y 

constitutivas generalmente requieren sólo un cumplimiento administrativo. 

Precisa también que al haberse dictado sentencia, In parte que ha sido vencida 

en juicio puede cumplirla o no cumplirla. Además, señala: Con la actitud del 

cumplimiento voluntario se logra la satisfacción de las pretensiones de In parte 

vencedora, acogidas en In sentencia, y no se hace necesario ningún acto 

procesal más. Sin embargo, si la parte vencida en juicio se niega a cumplir la 

sentencia, se da la ejecución forzada; la ejecución forzosa, forzada o procesal 

es, pues, el conjunto de netos procesales que tiene por objeto In realización 

coactiva de la sentencia de condena, cuando In parte vencida no In haya 

cumplido voluntariamente. 99 

Como hemos hecho referencia en el punto 2.6. de este trabajo de 

investigación, se desprende que en el Título Especial de la Justicia de Paz en su 

artículo 24 establece la "obligación", de los jueces de paz de "prower u la 

eficaz e inmediata ejecución de sentencias", para lo cual los f11~ulta a dictar 

"toda'l las medidas necesarias en la forma y términos que a su juicio fueren 

procedentes". Es muy claro el propósito de llevar a efecto, de cualquier manera, 

la ejecución. Por una parte, se hace innecesaria la instancia de la parte 

interesada para proceder a la ejecución, la cual se puede realizar, en 

consecuencia de oficio, y, por otra parte, se otorgan al juez las más amplias 

facultades para cumplir este deber de ejecutar (artículos 27 y 28 del Título 

Especial de la Justicia de Paz). 

En tales circunstancias y del proveído de ejecución que dicte el juez de 

paz civil, se turnan las actuaciones al funcionario judicial antes mencionado, 

para que en compañía de la parte vencedora, requiera a la parte vencida el 

•• Ovallo Favela, Jooo!. Ob Cit. p.p. 283, 284. 
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cumplimiento de las obligaciones a que fue condenada en la sentencia 

definitiva. En el siguiente punto de este trabajo mencionaremos que actos 

procesales se realizan después de dictarse por el juzgador el proveído de 

ejecución. 

La acción pam pedir la ejecución de una sentencia., transacción o convenio 

judiciales durará diez años, contados desde el día en que venció el tém1ino 

judicial pam el cumplimiento de lo juzgado y sentenciado. (articulo 529 del 

Código de Procedimientos Civiles aplicado supletoriamente al Título Especial 

de la Justicia de Paz). 

3.6. REMATE. 

El articulo 534 del Código de Procedimientos Civiles aplicado 

supletoriamente al Titulo Especial de la Justicia de Paz, establece que, 

"Decretado el auto de ejecución, el cual tendrá fuerza de mandamiento en 

formü, el actuario requerirá de pago al deudor, y no verificándolo éste en el 

acto, se procederá a embargar bienes suficientes a cubrir las prestaciones 

demandadas si se trotare de juicio ejecutivo o las fijadas en la sentencia. El 

actor podrá asistir a la práctica de la diligencia ... " 

El artículo 536 del Código de Procedimientos Civiles establece el 

siguiente orden de bienes embargables: 1 o Los bienes consignados como 

garantía de la obligación que se reclama; 2° Dinero; 3° Créditos realizables en 

el acto; 4° Alhajas; 5° Frutos y rentes de toda especie; 6° Bienes muebles no 

compi'endidos en las fracciones anteriores; 7° Bienes mices; 8° Sueldos o 

comisiones; 9° Créditos. 

El artículo 544 del Código de Procedimientos Civiles nos sefiala los 

bienes que quedan exceptuados de embargo. 
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Ahora bien: "Remate. Es el conjunto de actos jurídicos que permiten In 

autoridad realizar la venta de bienes para satisfacer una obligación. En materia 

de ejecución civi~ la vfa de apremio comprende concretamente lo relativo a 

ejecución de sentencias, embargos y remates, es decir, lo referido a los aspectos 

meramente patrimoniales. Se lleva a cabo mediante una serie de procedimientos 

que hacen posible la satisfacción de las pretensiones y los derechos derivados 

de una sentencia, a favor de quien ha vencido en pleito, y que implica además 

resistencia al incumplimiento voluntario de lo ordenado por el juez, de ahf lo 

importante de que se trate de una sentencia ejecutoriada, que no admita 

impugnación alguna. Si la sentencia no es cumplida voluntnriarncnte por el 

condenado y en ella se ordena un pago, al no satisfacerse éste por el obligado se 

procede a realizar el embargo, que es un procedimiento cautelar que consiste 

en afectar detenninados bienes del patrimonio del deudor, que implica una 

limitación para el propietario, en cuanto a su disfrute y libre disposición. El fin 

del embargo es que los bienes afectados sean sacados posteriormente a remate y 

que con el prorlucto de dicho remate que no es sino una venta pública, se haga 

pago al ucrecdor de lo que el deudor condenado por la sentencia no le pagó 

voluntariamente. " 100 

El remate es una forma de enajenación de bienes que implica la oferta 

pública de tales bienes y su enajenación a la persona (postor) que en el acto del 

remate ofrezca el mejor precio (mejor postura) por el bien objeto del remate. En 

este sentido, Couture define el remate como "la venta o subasta de bienes, 

mediante puja entre los concurrentes, bajo condición implícita de aceptarse 

como precio la oferta mayor". 101 

100 Di«:ionorioo Juridicoo Temáticoo. Derecho Procelll). Op. Cil. p.237. 

101 Ovalle Favila, Jollé. Derecho Procesal Civil. Op. Cit. p. 301. 
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3.6.1. REMATE DE BIENES INMUEBLES. 

Antes de entrar a fondo en este punto, debemos tomar en cuenta que los 

remates presuponen, la existencia de, una sentencia condenatoria, firme (en 

principio) que ordena el trance y remate de los bienes secuestrados y la 

existencia de un embargo anterior o posterior a esa sentencia. El procedimiento 

lo determina la naturaleza de los bienes embargados, pues hay veces que es 

necesario: un avalúo que fije su valor; el seílalamiento de dia y hora para que 

tenga verificativo el remate, subasta o almoneda; la realización del remate en 

forma pública, permitiendo a los postores que, en presencia del ejecutante, del 

ejecutado y de los demás postores, mejoren sus posturas o sea "pujen la 

mejora"; y la declaración judicial del fincamiento del remate a favor del mejor 

postor otorgándole los títulos de propiedad correspondientes. 

A valúo.- Antes de procederse al avalúo de los bienes inmuebles, el juez debe 

expedir, mandamiento al Registro Público de In Propiedad para que remita el 

certificado de gravámenes de los últin10s diez rulos; pero si en el expediente 

existiese ya otro certificado, sólo se pedirá al Registro el relativo al período 

transcurrido desde la fecha de aquél hasta aquella en que se solicite (artículo 

566 del Código de Procedimientos Civiles). 

En caso de que en el cer1ificado aparezcan gravámenes, se debe hacer saber 

a los acreedores el estado de la enajenación para que intervengan en el avalúo y 

la subasta de los bienes si así lo estiman convenientes. Los acreedores pueden 

nombrar a su costa un perito que, con los nombrados por el ejecutante y el 

ejecutado, practique el avalúo de la cosa; y pueden intervenir en la subasta, 

haciendo al juez las observaciones que estimen oportunas para garantizar sus 

derechos, e incluso pueden recurrir el auto de aprobación del remate (artículos 

567 y 568 del Código de Procedimientos Civiles). 
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El avalúo se debe practicar de acuerdo con las reglas establecidas para la 

prueba pericial. Se señala como regla especial que, si fueren más de dos peritos 

valuadores, no habrá necesidad de nombrar a un tercero en discordia (artículo 

569 del Código de Procedimientos Civiles). 

Asimismo haremos referencia a la definición de, subasta: "(De la expresión 

latina subasta, compuesta de sub y hasta, la cual significa bajo la lanza, ya que 

entre los romanos se ¡x>nía por señal una lanza o pica en Jugar donde debía 

hacerse alguna enajenación pública) En la actualidad, es la venta pública de 

bienes ni mejor postor por mandamiento y con intervención de la autoridad 

judicial o administrativa. 102 

Una vez hecho el avalúo, el ejecutante pide al C. Juez de paz civil se sirva 

dictar, auto donde se ordena la celebración de remate de primera almoneda. 

Una vez hecho el avalúo se debe proceder a anunciar la subasta, "por medio 

de edictos que se fijarán por dos veces en los tableros de avisos del juzgado y 

en los de In Tesorería del Distrito Federal, debiendo mediar entre una y otra 

publicación siete días hábiles y, entre la última y la fecha de remate, igual 

plazo. Cuando el valor del inmueble exceda del equivalente a ciento ochenta y 

dos veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, los edictos se 

deben publicar, además, en un periódico de información." (artículo 570 del 

Código de Procedimientos Civiles). 

Durante el procedimiento del remate, y hasta ·antes de que se apruebe el 

remate (o la adjudicación en pago a favor del ejecutante), el ejecutado puede 

recuperar sus bienes pagando el adeudo principal y sus intereses, y exhibiendo 

certificado de depósito por In cantidad que prudentemente califique el juez, para 

garantizar el pago de las costas procesales. Después de aprobado quedará la 

venta irrevocable. (artículo 571 del Código de Procedimientos Civiles). 

102 Diccionarioo Jurldicoo Temélico•. Derecho Procesal. Op. Cit. p.25 J. 
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Para poder lener derecho a tomar parte en la subasta, los postores deben 

depositar previamente, en Nacional Financiera, una cantidad igual por lo menos 

nl diez por ciento efectivo del precio de los bienes que sirva de base para el 

remate, cantidad que sirve para garantizar sus posturas (artículo 574 del Código 

de Procedimientos Civiles). El ejecutante también puede tomar parte en la 

subasta, sin que en este caso sen exigible dicha garantía (artículo 575 del 

Código Procesal Civil). 

Desde el momento en que se anuncie el remate y durante la subasta, se 

pondnín de manifiesto los planos y los avnlúos (artículo 577 del Código 

Procesal Civil). El juez debe decidir de plano cualquier cuestión que se suscite 

durante In subasta y su~ resoluciones serán irrecurribles (artículo 578 del 

Código Procesal Civil). 

PRIMERA ALMONEDA.- El día del remate el juez pasará lista de Jos 

postores presentados y concederá media hora para que se presenten los demás 

licitadores; concluido este plazo, revisará las propuestas presentadas, 

desechando las que no tengan postura legal y las que no estén acompañadas del 

billete de depósito del diez por ciento (artículo 579 del Código procesal Civil) 

Es postura legal la que cubra las dos terceras partes del avalúo o del precio 

fijado por los contratantes a la finca hipotecada. La parte que se ofrezca de 

contado deberá ser siempre suficiente para cubrir el adeudo y sus accesorios. 

Cuando el importe del avalúo no sen suficiente para cubrir éstos, la postura 

legal deberá ofrecerse toda de contado (artículo 573 del Código Procesal Civil). 

Las posturas que se consideren legales deben ser oídas en voz alta para que 

los postores puedan mejorarlas. En caso de que haya varias posturas legales, el 

juez debe decidir cuál es la preferente y preguntará si alguno de los licitadores 

la mejora. En caso de que alguno la mejore dentro de los cinco minutos 

siguienles, interroganí de nuevo si alguno de los postores la mejora y asi 
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sucesivamente. En el momento que hayan pasado cinco minutos sin que se 

mejore la última postura o puja, el juez debe declarar fincado o aprobado el 

remate a favor del postor que haya hecho aquélla (artículo 580 del Código 

Procesal Civil). 

Al declarar aprobado el remate, el juez ordenará que dentro de los tres días 

siguientes se otorgue al comprador escritura correspondiente y que se entreguen 

los bienes rematados (artículo 5tH del Código Procesal Civil). 

También puede suceder que en In primera subasta no se presenten postores. 

En este supuesto, queda al arbitrio del ejecutante pedir, en el momento de In 

diligencia, que se le adjudiquen los bienes por las dos terceras partes del precio 

que sirvió de base para el remate o bien que se saquen de nuevo a subasta con 

rebaja del veinte por ciento de In tasación (artículo 582 del Código Procesal 

Civil). 

SEGUNDA ALMONEDA.- La segunda subasta se nnuncinrá y celebrará en 

la misma forma que In primera, con la única variante de la reducción del 

avalúo del bien en un veinte por ciento (artículo 582 del Código Procesal Civil). 

En caso de que tampoco en esta segunda almoneda se presenten postores, el 

ejecutante podrá optnr por: 1) pedir In adjudicación por las dos terceras partes 

del precio que sirvió de base para In segunda subasta; 2) solicitar que se 

entreguen en administración los bienes, para aplicar sus productos al pago de la 

suerte principal, intereses y costas procesales, o 3) pedir que se celebre una 

tercera subasta sin sujeción a tipo (artículos 583 y 584 del Código de 

Procedimientos Civiles). La administración señalada en el inciso 2), se sujetará 

a lo dispuesto por el artículo 596 del Código Procesal Civil. 

"Artículo 582.- No habiendo postor quedará al arbitrio del ejecutante pedir 

en el momento de In diligencia que se le adjudiquen los bienes por el precio del 
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avalúo que sirvió de base para el remate o que se saquen de nuevo a pública 

subasta con rebaja del veinte por ciento de la tasación." 

TERCERA ALMONEDA.- Si en la tercera subasta se presenta un postor 

que ofrezca las dos terceras partes del precio que sirvió de base para la segunda 

subasta, se fincará el remate sin más trámites. En esta tercera ahnoneda la 

característica fundamental es que se celebra sin sujeción a tipo. Si la postura no 

llega a las dos terceras partes, antes de fincarse el remate, se hará saber el precio 

ofrecido al ejecutado, el cual dentro de los veinte días siguientes podrá pagar al 

ejecutante y recuperar los bienes o presentar a alguna persona que mejore la 

postura. Transcurrido el plazo sin que el ejecutado pague ni presente mejor 

postor, se aprobará el remate mandando llevar a efecto la escrituración (artículo 

584 del Código Procesal Civil). 

"Artículo 584. No conviniendo al ejecutante ninguno de los dos medios 

expresados en el artículo que precede, podrá pedir que se celebre una tercera 

subasta sin sujeción a tipo ... " 

Si en el plazo de veinte días se mejora la postura, el juez mandará abrir una 

nueva licitación entre ambos postores, citándolos dentro del tercer día para que 

en su presencia hagan las pujas, y adjudicará la finca al que haga la proposición 

más ventajosa (artículo 585 del Código Procesal Civil). 

Entrega del precio, otorgamiento de la escritura y pago al ejecutante.­

Aprobado el remate, el juez prevendrá al comprador que consigne, ante el 

propio juez, el precio del remate. En caso de que no entregue en el plazo que lo 

fije el juez, o que por su culpa no se efectúe la enajenación, se procederá a una 

nueva subasta, perdiendo el postor el depósito del diez por ciento, el cual se 

distribuirá, por partes iguales, entre el ejecutante y el ejecutado, a título de 

indemnización (artículo 588 del Código Procesal Civil). 
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Una vez entregado el precio, el ejecutado deberá firmar la escritura de venta 

al tercer día, y en su rebeldía lo hará el juez (artículo 589). Otorgada la 

escritura, se entregarán al comprador !os titulos de propiedad y se pondrán a su 

disposición los bienes (artículo 590). Con el precio del remate se pagará el 

ejecutante hasta donde alcance, y si hubiere costas pendientes por liquidar, se 

depositará la cantidad que se estime suficiente para cubrirlas; pero si el 

ejecutante no formula su liquidación dentro de los ocho días hecho el depósito, 

perderá el derecho de reclamarlas. (articulo 591 del Código Procesal Civil). 

El artículo 30 del Titulo Especial de la Justicia de Paz establece que el 

remate en bienes inmuebles se hará en la forma que determina el artículo 598 

del Código de Procedimientos Civiles. Si se tratare de bienes raíces se 

anunciará el remate por medio de avisos que fije en los lugares de costumbre y 

en In puerta del juzgado, y se hará previa citación de los acreedores que resulten 

del ccrtilicndo de gravámenes que sin causa de derechos expedirá el registrador 

público de In propiedad. El avalúo se hará por medio de cualquier clase de 

pruebas que el juez podrá allegar de oficio. 

3.6.2. REMA TE DE BIENES MUEBLES. 

El procedimiento para el remate de bienes muebles, se tramita de In misma 

forma, que de los bienes inmueble, la diferencia estriba en de acuerdo a lo 

establecido por el articulo 566 del Código de Procedimientos Civiles, que antes 

de procederse al avalúo de los bienes inmuebles, el juez debe expedir, 

mandamiento al Registro Público de la Propiedad para que remita el certificado 

de gravámenes de los últimos diez aftos; pero si en el expediente existiese ya 

otro certificado, sólo se pedirá al Registro el relativo al periodo transcurrido 

desde la fecha de aquél hasta aquella en que se solicite. 
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El procedimiento para In enajenación de los bienes muebles embargados se 

encuentra regulado por el articulo 598 del Código de Procedimientos Civiles. 

Aunque este precepto alude al "remate de los bienes muebles", es claro que se 

trata de una enajenación en In que el remate no pudo existir,. pues a aquella se 

encarga a "corredor o casa de comercio que expenda objetos o mercancías 

similares"; y solo se exige que In enajenación se haga sobre In base del precio 

fijado por peritos o por convenio de las partes y que el precio sen pagado de 

contado. 

La característica principal de In enajenación de los bienes muebles es que no 

es In autoridad judicial la encargada de llevarla a cabo; su intervención se limita 

r a consignar o entregar los bienes al corredor o casa de comercio, para que éstos 

se encarguen de In enajenación. Esto significa que en tanto que los bienes 

inmuebles se enajenan mediante remete judicial, los bienes muebles son 

enajenados, en cambio, por el corredor o In casa de comercio a q~ien ln 

autoridad judicial haya consignado dichos bienes para tal objeto. 

El precio fijado para In venia del bien mueble se reduce, por orden del 

juzgadnr; en un diez por ciento por ende. diez días que transcurra sin que logre 

su venta. En este caso también el ejecutante puede pedir In adjudicación del 

bien mueble a su favor, el precio que tenga señalado al tiempo de su petición. 

Efectuada In venta, el corredor o In casa de comercio entregará el bien al 

comprador, otorgándole la factura correspondiente, la cual deberá ser finnada 

por el ejecutado o por el juez en su rebeldía. Los gastos de corretaje o comisión 

serán por cuenta del ejecutado y se deducirán preferentemente del precio que 

de la venta se obtenga. 

La fracción VI del citado articulo 598 del Código de Procedimientos Civiles 

prevé la supletoriednd de las disposiciones sobre el remate judicial de bienes 
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inmuebles, para las cuestiones no previstas en el artículo antes mencionado, que 

se presenten en las enajenaciones de bienes muebles. 

Ahorn bien el nrtículo 31 del título especial en comento menciona que si 

atendidas las circunstancias y In naturaleza de los bienes, el juez estimare que 

deben de pignornrse los muebles antes de venderse, los mandará a trasladar ni 

Monte de Piedad y los pignorará en In mayor suma posible, pero que no exceda 

de In necesaria para cubrir la cantidad n cuyo pago se haya condenado y los 

gastos de traslación. Si la cantidad prestada bastare para cubrir dichos gastos, 

se entregará el billete de empefto al ejecutado y, en caso contrario, el empefto se 

hará en el concepto de que el objeto salgan remate en almoneda más próxima y 

el billete se retendrá en el juzgado hasta que el acreedor quede íntegramente 

pagado o hasta que los objetos pignorados se realicen, entregándose entonces al 

deudor la demasía que hubiere. Los gastos de traslación serán pagndos por el 

por el ejecutor, tomándose su importe de la cantidad prestada. En la actualidad 

este artículo n caído en desuso porque en la mayoría de los casos en el remate se 

utiliza por medio de edictos siguiendo todo el procedimiento antes explicado; 

en tal virtud; no ~~·manda n pignorar los bienes al Nacional Monte de Piedad. 
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CAPITULO IV 

LEGISLACIÓN COMPARADA Y JURISPRUDENCIA. 

4.1. LEGISLACIONES PROCESALES DE DIVERSAS 

ENTIDADES FEDERA TWAS RESPECI'O A LA JUSTICIA DE 

PAZ. 

4.1.1. LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ. 

A continunción procedemos a realizar un estudio comparativo, en r.elación a 

la legislación procesal del Estado de Veracruz, en relación a In justicia 

municipal de dicho Estado y el Título Especial de In Justicia de Paz del Código 

de Procedimientos Civiles del Distrito Federal. 

El Código de Procedimientos Civiles del Estado en mención. establece en el 

Título Décimo Séptimo, Capitulo 1, las reglas de Injusticia municipal. 

En este Estado a Jos juzgadores se les denomina jueces municipales. 

El artículo 750 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en 

comento, preceptúa que a petición del actor se llamará al demandado para que 

comparezca dentro del tercer día; de igunl forma este Código toma la idea del 

Título Especial de la Justicia de Paz de esta Ciudad, ya que también establece 

que se citará al demandado para que comparezca dentro del tercer día. 

El emplazamiento se regula en-el Código Procesal del Estado en mención en 

el artículo 751 que establece que se mandará hacer al demandado por conducto 

del comisario del juzgado o de algún gendarme, al lugar que el actor designe 

paro ese fin; aquí en este artículo se llama al funcionario público adscrito al 
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juzgado municipal, comisario, a diferencia que en los juzgados de paz civil del 

Distrito Federal se les denomina Secretarios Actuarios, aunado que en el 

Código Procesal del Estado de referencia, establece que el emplazamiento 

puede hacerlo el gendarme y en mi opinión personal si llegare a realizar el 

emplazamiento el gendarme, se prestarla a situaciones anómalas porque dicho 

gendamte no tiene fe pública y se estaría violentando la esfera jurídica del 

demandado. Este Código Procesal del Estado en mención, se refiere al 

emplazamiento y el Título Especial de la Justicia de Paz del Código Procesal 

Civil de esta Ciudad a citación. 

El Código Procesal en comento, establece de igual manera que el Título 

Especial de la Justicia de Paz del Código de Procedimientos Civiles de esta 

ciudad, que se celebrará una sola audiencia de ley y que para el caso de;: que el 

día y hora señalado para la celebración de dicha audiencia no estuviere presente 

el actor y si el demandado a este se le impondrá una multa de hasta e;:l 

equivalente a cinco días de salario mínimo vigente en In capital de ese Estado, 

misma que se aplicará en vía de indemnización al actor, y en !ajusticia de paz 

distrital se establece la misma sanción con la dift>~.mciu que la sanción 

pecuniaria no será mayor a ciento veinte días de salario mínimo vigente en el 

Distrito Federal, que se aplicará al demandado por vía de indemnización. 

El artículo 759 del Código Procesal del Estado en mención establece el caso 

de que si al ser llamado a contestar In demanda no estuviere presente el 

demandado y constare que fue debidamente notificado se dará por contestada la . 

demanda en sentido aírrmativo y se continuará la audiencia. Cuando se presente 

durante ella el demandado, continuará esta con su intervención según el estado 

que se halle y no se admitirá prueba sobre ninguna excepción si no demostrare 

el impedimento de caso fortuito o fuerza mayor; de igual manera el Título 

Especial de la Justicia de Paz del Código de Procesal de esta Ciudad, establece 
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que al ser llamado el demandado y no estuviere y constare que fue debidamente 

citado se dará por contestada la demanda en sentido afirmativo y se continuará 

la audiencia. 

Ahora bien, haremos referencia en relación a la audiencia de ley, que en 

ambas legislaciones es una sola, el Código de Procedimientos Civiles del 

Estado en mención, establece que concurriendo las partes al juzgado se 

observarán las siguientes prevenciones. En su fracción 1 establece, expondrán 

oralmente sus pretensiones por su orden el actor su demanda y el re<? su 

contestación exhibirán los documentos u objetos que estimen conducentes a su 

defensa; asimismo presentarán a sus testigos y peritos que pretendan ser oídos; 

esta fracción es igual a Injusticia de paz distrital en su fracción l. 

En la fracción II al igual que el Título Especial de In Justicia de Paz del 

Código Procesal de esta Ciudad, se establece que las partes pueden hacerse 

mutuamente las preguntas que quieran, interrogar a .!os peritos y testigos y en 

general, a presentar todas las pruebas que se puedan rendir. 

En su fracción 111 establece que todas las acciones y defensas, se hnrán valer 

en In audiencia, sin sustanciar incidente previo. Si de lo que expongan o 

prueben lns partes resultara la procedencia de una excepción dilatoria el juez lo 

declarará y dará por terminndn In nudiencin; en el Título Especial de In Justicia 

de Paz del Código Procesal del Distrito Federal, se establece In misma situación 

con In diferencia de que ante los jueces de paz civil, sólo se admitirá 

reconvención hasta por el monto de la competencia. 

En su fracción IV del Código Procesal del Estado en comento, establece que, 

el juez podrá hacer libremente las preguntas que juzgue oportunas a cunntas 

personas estuvieren presentes en In audiencia, carear a las partes entre sí o con 

los testigos, examinar documentos, objetos o lugares y hacerlos reconocer por 
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peritos; en el Título Especial de In Justicia de Pnz del Código Procesal de esta 

Ciudad, en su artículo vigésimo esta fracción no la establece. 

En In fracción V, el Código Procesal del Estado de referencia preceptúa que 

cuando una d~ las partes lo pida, In otro deberá concurrir personalmente a la 

audiencia para contestar las preguntas que se le hagan, a menos que el juez la 

exima por causa de enfermedad, ausencia, ocupación urgente u otro motivo 

fu orlado. Hecho el llrunamiento y desobedecido por el citado o rehusándose este 

a contestar si comparece, e.l juez podrá tener por ciertas las afkmaciones de la 

otro parte; en Injusticia de paz distritn~ en su artículo vigésimo esta fracción·no 

se establece. 

En cuanto a la fracción VI del Código de Procedimientos Civiles del Estado 

en mención, se establece que en cualquier estado de In audiencia y en todo caso 

antes de pronunciar el fallo, el juez exhortará a las partes a una composición 

amigable y si se lograré la avenencia, se dará por terminado el juicio; en el 

Título Especial de la Justicia de Pnz del Código Procesal de esta Ciudad en su 

artículo vigésimo esta fracción no In establece. 

Por último en su fracción VII del Código Procesal del Estado de Veracruz, el 

· juez oirá las alegaciones de las partes, paro lo cual concederá hasta diez minutos 

a cada uno y enseguida pronunciará su fallo en presencia de ellos, de una 

manera clara y sencilla; en In justicia de paz distritnl en su artículo vigésimo 

esta fracción no la establece. 

El artículo 762 del Código Procesal del Estado en mención establece que las 

sentencias se dictarán a verdad sabida sin necesidad de sujetarse a las reglas 

sobre estimación de las pruebas, sino apreciando los hechos según los jueces lo 

creyeren debido en conciencia y en mi opinión personal este articulo viola el 

artículo 14 constitucional, mismo que exige que en los juicios de orden civi~ la 

sentencia definitiva deberá ser conforme a la ley o a su interpretación jurídica y 
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a falta de aquella debe fundarse en los principios generales de derecho y el 

articulo 133 de la propia Constitución munda, en su último párrafo, que los 

jueces deben sujetarse a dicho Pacto Federal, a pesar de lo que en contrario 

pueda haber en las constituciones o leyes de los Estados, por lo cual es 

inconcuso que los jueces municipales puedan resolver únicamente confonne al 

arbitrio que les concede el artículo 762 del Código Procesal del Estado de 

referencia. 

En cuunto a el recurso en contra de las sentencias def'mitivas el Código de 

Procedimientos Civiles del Estado en comento establece que en contra de las 

sentencias definitivas dictadas por los jueces municipales, procederá el recurso 

de apelación en ambos efectos y respecto a las demás resoluciones procederá el 

recurso de revocación. Respecto al término para interponer el recurso de 

apelación en contra de la sentencia definitiva es de cinco días contados a partir, 

del acto de notificarse ante el juez que pronuncio la resolución; así tenemos 

que, este Código Procesal si contempla el recurso de revocación y nuestro 

Título Especial de la Justicia de Paz solo contempla que las resoluciones 

pronunciada~· por los jueces de paz civil no se dará más recurso que el de 

responsabilidad. 

De igual forma el Código de Procedimientos Civiles del Estado en mención 

establece, que las cuestiones incidentales que se susciten entre los jueces 

municipales, se resolverán juntamente con lo principal, a menos que su 

naturaleza sea forzoso decidirlas antes, o que se promuevan después de la 

sentencia, pero en ningún caso se formará artículo de previo y especial 

pronunciamiento, sino que se decidirán de plano. 

Ante los juzgados municipales al igual que en los juzgados de paz civiles, no 

es necesaria la intervención de abogados, ni se exigirá ritualidad alguna ni 

fonna determinada en las promociones o alegaciones que se hagan. 



114 

De In comparación de ambas legislaciones podemos resumir que en el 

Estado de Veracruz, los juzgadores que conocen de juicios menores se les 

denomina jueces municipales; y que no se maneja la figura de citación, sino la 

de emplazruniento; y que el término para comparecer es dentro del tercer día; de 

igual forma la demanda se puede hacer de manera verbal o por escrito; en 

cuanto a 1a audiencia de ley, tiene las mismas reglas que el Título Espe"cial de la 

Justicia de Paz del Código Procesal del Distrito Federal y dicha audiencia solo 

se celebra una sola vez, asimismo se establece que en caso de que el demandado 

esté debidamente emplazado y no compareciere se le tendrá por contestad!l la 

demanda en sentido afrrmativo y en el Código Procesal del Estado en mención 

se establece a diferencia de la justicia de paz distrital, que el juez tiene la 

facultad de hacer libremente las preguntas que juzgue oportunas a qÚienes estén 

presentes en la audiencia aunado a que se establece que se concederá a las 

partes diez minutos para fommlar sus alegatos y terminada la audiencia se 

citará a sentencia. 

Otra diferencia con los jueces de paz civil del Distrito Federal es que los 

jueces municipales dictarán la sentencia. a verdad sabida sin sujctl\fse a las 

reglas de estimación de las pruebas, en cambio el Título Especial de la Justicia 

de Paz del Distrito Federal, establece que las sentencias que se llegaren a dictar 

deben sujetarse a las reglas establecidas en el Código de Procedimientos Civiles 

de esta Ciudad, esto es que .la sentencia debe ser clara, precisa y congruente con 

las promociones de las partes. En cuanto a las sentencias defmitivas dictadas 

por los jueces municipales, estas son apelables, en ambos efectos, recurso que 

se interpone dentro de los cinco días de notificadas las partes. 

Como hemos apreciado son pocas las diferencias entre el Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Verncruz y el Título Especial de la 

Justicia de Paz del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal 
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porque en la justicia menor los trámites deben ser menos complicados, rapidez 

en la sustanciación y decisión de las controversias, para evitar pérdida de 

tiempo y erogaciones económicas innecesarias, eliminando formalidades. 

4.1.2. LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANA.JUATO. 

El Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato, establece en 

el Título Quinto, Capitulo Único, las reglas de los juzgados de paz. 

No obstante que el Capitulo Único le denomina justicia de paz, los artículos 

referentes, denomina a los juzgadores como jueces menores. 

Este Código Procesal del Estado en mención, establece que ante los jueces 

menores no se requiere fom¡aJidad alguna, debiéndose expresar los hechos en 

que se funden y acompañarse los documentos respectivos de .la demanda 

(artículo 417). 

Al igual que en el Título Especial de la Justicia de Paz del Código Procesal 

de esta Ciudad, el Código Procesal del Estado de referencia establece en el 

artículo 418, que la d-;manda y la contestación, como cualesquiera otras 

promociones pueden ser hechas por escrito u oralmente,. en este último caso 

asentará el secretario en el acta de los puntos sustanciales y antes de cerrarla, 

dictara el juez el acuerdo que proceda. 

En el Código de Procedimientos Civiles del Estado en mención el artículo 

419 dispone, que formulada la demanda, mandará el juez menor a citar al 

promovente y a la persona contra quien se dirija, a una sola audiencia oral, que 

se efectuará dentro de los nueve días siguientes; tal y como se puede apreciar 

este Código Procesal da un mayor tiempo al demandado para preparar su 

defensa a diferencia del Título Especial de la Justicia de Paz del Código 
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Procesal Civil distrital, que establece que se citará ni demandado para que 

comparezca dentro del tercer día. 

Ahom bien, por lo que respecta u la audiencia el artículo 421 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado en mención contempla que si el demandado 

que haya sido emplazado no compareciere a la audiencia o no produce su 

contestación en la audiencia, el juez tendrá por confesados los hechos de la 

demanda. Así pues, si comparece el demandado y no el actor sin justa causa, se 

le impondrá a este una multa de diez pesos, que se aplicará a aquel por vía de 

indemnización y sin que se justifique haber hecho el pago, no se citará de nuevo 

a la audiencia. 

El artículo 430 del Código de Procedimientos Civiles de Guanqjuato, 

contempla las reglas de In audiencia, en la cual el juez dispondrá que el 

secretario de lectura n la demande, a la contesf!lot;ión en su caso y a los 

documentos que con una y otra se hubieren presentado; enseguida se recibirán 

las pruebas del actor y luego del demandado, a continuación se oirán las 

objeciones que se formulen contra las pruebas; las circunstancias alegadas 

contra In credibilidad de los testiF0;; y se recibirán las pruebas que se ofrezcan 

sobre las unas y las otras; después se oirán los alegatos de las partes en cuanto 

al fondo del asunto, primero del actor y a continuación del demandado y por 

último pronunciará el juez, precedidos de las consideraciones del caso, los 

puntos resolutivos de su fallo, que en el mismo acto hará conocer a las partes. 

El Código Procesal Civil del Estado en mención establece en el articulo 431, 

que las sentencias serán pronunciadas a verdad sabida, sin necesidad de 

sujetarse estrictamente a las reglas sobre estimación de las pruebas, sino 

apreciando los hechos como el juez lo creyere debido en conciencia. En mi 

opinión personal este articulo viola el articulo 14 de la Constitución Mexicana 

mismo que exige que en los juicios de orden civil, la sentencia def"mitiva deberá 
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ser conforme a la ley o a su interpretación jurídica y a falta de aquella debe 

fundarse en los principios generales de derecho y el artículo 133 de la propia 

Constitución manda, en zu último párrafo, que los jueces deben sujetarse n 

dicho Pacto Federal, a pesar de lo que en contrario pueda haber en las 

constituciones o leyes de los Estados, por lo cual es inconcuso que los jueces 

menores puedan resolver únicamente conforme al artículo 431 del Código. 

Procesal Civil del Estado en mención. 

El artículo 432 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Guanajuato establece que las cuestiones incidentales que se susciten, con 

excepción de In incompetencia y de la acumulación se resolverán juntamente 

con lo principal. 

En cuanto a las sentencias definittvas que lleguen a dictar los jueces menores 

del Estado de referencia, el artículo 437 establece que dichas sentencias 

definitivas son recurribles a petición del it:~ten<sado y conocerán de las 

apelaciones los jueces de partido, los cuales dispondrán que se practiquen las 

diligencias que estimen necesarias para resolver, sin sujetarse a las tbrmalidade::; 

establecidas para los juicios de su competencia, sino de la manera que 

consideren bastante para asegurar un fallo justo ·y deberán resolver el recurso 

en un plazo máximo de quince días. Esta apelación si se interpone deberá 

realizarse dentro de los diez días siguientes de que surta efectos la notificación. 

El artículo 438 del Código de Procedimientos Civiles del Estado en 

mención, menciona que fuera de las sentencias, ninguna otra resolución de los 

jueces menores admite recurso alguno. 

En los casos a que se refiere la justicia menor no habrá lugar a la 

condenación de costas, tal como lo establece el artículo 440 del Código 

Procesal Civil del Estado de referencia. 
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De la legislación del Estado en mención, podemos concluir que los 

juzgadores que conocen de juicios mínimos se les denomina jueces menores; y 

que en este Código el término concedido al demandado pam comparecer a la 

audiencia de ley a contestar la demanda es de nueve días; de igual forma la 

demanda se puede hacer de manera verbal o por escrito; en cuanto a· la 

audiencia de ley, tiene las mismas reglas al Título Especial de la Justicia de Paz 

del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal y dicha audiencia 

solo se celebra una sola vez; asimismo se establece que en caso de que el 

demandado este debidamente emplazado y no compareciere se le tendrá por 

contestada la dcmimda en sentido afirmativo. 

Otm diferencia con los jueces de paz civiles del Distrito Fcdeml, es que los 

jueces menores dictarán la sentencia a verdad sabida sin sujetarse a las reglas de 

estimación de las pruebas, en cambio la justicia de paz distritnl establece que las 

sentencias que se llegaren u dictar deben sujetarse a las reglas establecidas cn.el 

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal. En cuanto a las 

sentencias definitivas dictadas por los jueces municipales, estas son apelables, 

en ambos efectos, recurso que :.e· interpone dentro de los diez días de 

notificadas las partes. 

Como hemos apreciado son pocas las diferencias entre el Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Gunnnjuato y el Título Especial de la 

Justicia de Paz del Código Procesal de esta Ciudad y esto es que en In justicia 

de mínima cuantía es predominantemente oml y busca destruir esas barreras 

absurdas como la pérdida de tiempo, formalismos procesales, basándose en 

principios particulares como la concentración, la inmediatez, hacer una justicia 

pronta y expedita, busca esa prontitud procesal, buscando el mejor de los 

resultados en el menor tiempo posible. 
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4.2. JURISPRUDENCIA. 

A continuación, transcribimos solo algunos artículos del Título Especial de 

la Justicia de Paz del Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, 

relacionándolos con la jurisprudencia y las ejecutorias correspondientes: 

Del artículo 2° del Título Especial de la Justicia de Paz del Código Procesal 

de esta Ciudad se desprende que conocerán los jueces de paz civiles de los 

juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales 

sobre bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción y que tengan un 

valor hasta tres mil días de salario mínimo general vigente en el distrito Federal 

y en los demás negocios de jurisdicción contenciosa común o concurrente cuyo 

monto no exceda de mil días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal, 

cantidades las anteriores que se actualizaran anualmente como lo dispone el 

artículo 71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal. 

Por otro lado el artículo 71 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal, los jueces de paz de esta Ciudad, en materia Civil, 

conocerán: 

"l. De los juicios contenciosos que versen sobre la propiedad o demás derechos reales sobre 
inmuebles, que tengan un valor hasta sesenta mil pesos. En los demás negocios de 
jurisdicción contenciosa, común o concurrente, cuyo monto no exceda de veinte mil pesos. 
Dichns cantidades se actualizarán en forma anualizada que deberá regir a partir del primero 
de enero de cada año, de acuerdo con el Índice Nacional de precios al Consumidor que 
determine el Banco de México. Se exceptúan los interdictos, los asuntos de competencia de 
los Jueces de lo Familiar, los reservados a los Jueces de Arrendamiento Inmobiliario y de lo 
Concursa!~ 

II. De las diligencias preliminares de consignación, con la misma limitación a que se refiere 
la fracción inmediata anterior, y~ 
III. De la diligenciación de exhortos y despacho de los demás asuntos que les encomienden 
las leyes. 

Por determinación del Pleno, del Consejo de la Judicatura del Distrito 

Federal, emitida mediante acuerdo 15-63/2002, de fecha 12 de diciembre del 
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año dos mil dos, hizo del conocimiento de los servidores Públicos del Tribunal 

Superior De Justicia del Distrito Federal y al públic0 en general, que de con la 

infonnación proporcionada por el Banco de México, en relación al incremento 

al Índice Nacional de precios al Conswnidor, con apoyo en el artículo 201, 

fracción XIX, de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, y el artículo 50, fracciones JI y 111, en relación con lo que estatuye el 

diverso 71, fracción l. ambos de la citada Ley Orgánica, a· su vez vinculados 

con lo que establece el artículo 2 del Título Especial de la Justicia de Paz del 

Código de Procedimientos civiles para el Distrito Federal, a partir del 1° de 

enero del año dos mil tres. se actualizan las cantidades correspondientes a la 

competencia de los Juzgados de Paz, como n continuación se señala: 

J..- JUICIOS CONTENCIOSOS QUE VERSEN SOBRE LA 

PROPIEDAD O DEMAS DERECHOS REALES SOBRE INMUEBLES, QUE 

TENGAN UN VALOR HASTA DE $181,110.00. (CIENTO OCHENTA Y UN 

MIL CffiNTO DIEZ PESOS 00/100 M.N.) 

2.- NEGOCIOS DE JURISDICCIÓN CONTENCIOSA, COMUN O 

CONCURRENTE, CUY A CUANTÍA NO EXCE-DA DE $60,370.00 

(SESENTA MIL TRESCIENTOS SETENTA PESOS 00/100 M.N.) 

Estos criterios descritos, por un lado por el artículo 2° del título Especial de 

la Justicia de Paz del Código Procesal de esta Ciudad y por otro lado el acuerdo 

emitido por el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, aunque estos se 

contraponen hacen posible la impartición de justicia en los juzgados de paz. 

El artículo 157 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, establece que se determinará la competencia por razón de la cuantía del 

negocio, se tendrá en cuenta lo que demanda el actor. 

Aquí debemos resaltar la necesidad de modificar por parte del legislador el 

artículo segundo del Titulo Especial de la Justicia de Paz del Distrito Federal, 
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puesto que el contenido de este articulo es letra muerta, ya que no es aplicable a 

la realidad y acorde a las necesidades de nuestro tiempo, en virtud de que el H. 

Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Fedeml emite anualmente 

un acuerdo en donde se hace del conocimiento de Jos Servidores Públicos de 

este Tribunal de Justicia de esta Ciudad y al público en general, que con In 

información proporcionada por el Banco de México, en relación al incremento 

al Índice Nacional de Precios al Consumidor, en relación a lo que estatuye el 

artículo al 71 fracción I, de In Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia 

del Distrito Federal, a partir del primero de enero de cada año se actualizarán 

las cantidades correspondientes a la competencia de los jueces de paz civiles. 

A continuación trascribiremos algunas jurisprudencias relacionadas con este 

arHculo en comento. 

ARTICULO 2.- Conoo~rán los jueces de paz en materia civil de los juicios 

contenciosos que versen sobre In propiedad o demás derechos reales sobre 

bienes inmuebles ubicados dentro de su jurisdicción y que tengan un valor de 

hasta tres mil días de salario mínimo vigente en el Distrito Federal en los demás 

negocios de jurisdiccil'>n común o concurrente cuyo monto no exceda de mil 

días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal... 

"JUECES DE PAZ, CUANTÍA DEL NEGOCIO PARA FLJAR SU COMPETENCIA, 
DEBE ENTENDERSE A LA TOTALIDAD DEL PRECIO DE LA COMPRA VENTA 
DEL INMUEBLE Y NO DE UNA PARTE ALÍCUOTA. De catformidad con el articulo 
2° del título especial de la justicia de paz del Código de Procedimientos Civiles paro el 
Distrito Fedeml. son competentes los jueces de paz. en materia civil, para conocer de los 
juicios cuya cuantía no exceda de ciento ochenta y dos veces el salario diario mínimo 
general vigente en esta capital. debiéndose tener en consideración para la cuantificación del 
negocio el precio pactado en el contmto fimdatorio de la acción para los efectos de la 
compraventa de la totalidad del inmueble. atento a lo ¡pe señala el articulo !57 del citado 
código, si se considera que la adquisición, según el conlmto de compraventa, el que reportó 
un valor total que excede considerablemente a ciento ochenta y dos dJas de salario mínimo 
general vigente en el distrito Fedeml. Por ello es que ése es el valor del negocio, y siendo 
asl lo procedente es dejar a salvo los derechos de las partes para que los haga valer ante el 
juez que ruviera competencia para conocer de la controversia por cxoeder la cuantla del 
negocio el limite previsto en el articulo 2° del titulo especial de !ajusticia de paz del oódigo 
adjetivo civil; no es obstáculo lo anteria la circunstancia de que el quejoso lrubiera 
pretendido la escrituración de la parte proporcional del bien enajenado, que ocupa como 
vivienda, toda vez que se está en presencia de obligaciones mancomunadas conforme al 
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articulo 1985 del Código Civil, esto es que si bien cada adquirente tiene que pagar una 
parte del precio, éste debe entenderse como un todo y observarse el total del precio. Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amporo Directo 6640/92. Joaquín 
Bemabé Cruz. JO de diciembre de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Ernesto 
Saloma Vera. Secretario: Guillenno Campos Osario. Semanario Judicial de la Federación, 
Octava Época, tomo Xl, abril 1993, Tribunales Colegiados, p. 269." 

"COMPETENCIA DE LOS JUECES DE PAZ. CUANDO SE DEMANDA EL 
OTORGAMIENTO DE ESCRITURA DE COJ\tPRA VENTA DE INJ\tUEBLES 
CUYO VALOR NO EXCEDE DE CIENTO OCIIENTA Y DOS VECES EL 
SALARIO MINIMO DIARIO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDI!.'RAI .. 
Toda vez que el juicio natural versa sobre una controversia de propiedad en el que se 
reclama la escrituración de un inmueble, cuyo valor, de acuerdo con el contrato de 
compraventa base de la acción y lo expresado en el escrito de demanda, no excede de 
ciento ochenta y dos veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, en la 
fecha en que se dictó el proveido rechunado; es evidente que el juez de paz responsable 
incorrectamente cor1S1deró que carecía de competencia legal para cx>nocer del asw1to por 
razón de la cuantía. en termines de lo dispuesto por el articulo 2 del titulo especial de la 
justicia de Pnz del Código de Procedimientos Civiles, y 97 de la Ley Or&inica del Fuero 
Común, ambos ordenamientos del Distrito Federal. Quinto Tribwml Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 3055193. Graciela Flores Reyes. 2·1 de jwlio de 
1993. Unanimidad de voto•. Ponente: Efrdín Ochoa Ochoa. Secretario: Walter /\rellano 
Hobelsberger. Semanario Judicial de la Federación, Octa\-a Época, Torno XII, agosto de 
1993, Tribunales Colegiados, p.377 ." 

Por lo que respecta ni artículo 3° del Título Especial de In Justicia de Puz 

Civil del Código Procesal de esta Ciudad, este artículo estublec.:e que si el juez 

dudare del vulor de la cosa demandada o del interés dd pleito y en 

consecuencia nombre perito, esto debe de ser untes de expedir la citn para el 

demandado, y nunca después, ya que de hacerlo usí sería revocar su 

detem1inación. Si del resultado del dictamen rendido por el perito, diera como 

resultado que el valor del interés del pleito sen mayor al permitido por la ley 

pum conocer del asunto, el juez se abstendrá de conocer del juicio declarándose 

este, en efecto, incompetente en razón de cuantía y deberá remitir lus 

actuaciones si como los documentos base de In acción intentada u In Presidencia 

del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y esta u su vez las remitirá 

a Juzgado de Primero Instancia en Tumo pura que se avoque al conocimiento 

del mismo. Y si el dictamen del perito no rebasare In competencia fijudu en 

razón de cuantía estublecidu por In Ley, seguirá conociendo del negocio y 
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dictará auto de radicación, esto es que se expedirá cita para el demandado. Este 

artículo es muy claro y funcional en los juzgados de paz civiles, ya que el juez 

se hace llegar ue medios para lijar su competencia. 

Enseguida trascribiremos In siguiente jurisprudencia relacionada con este 

artículo en mención. 

ARTICULO 3.- Si se dudare del valor de In cosa demandada o del interés 

del pleito, antes de expooirse In cita para el demandado, el juez oirá el dictamen 

de un perito que él mismo nombrará a costa del actor ... 

"JUECES DE PAZ. COMPETENCIA DE LOS, CUANDO NO HAY DUDA 
ALGUNA EN CUANTO AL VALOR DE LA COSA DEMANDADA. Cuando el juicio 
natural versa sobre la reivindicación de W1 iruuueble, cuyo valor, de acuerdo con el contrato 
de compmventa bnsc de In acción y lo expresado en el escrito de demanda, no excede de 
182 veces el salario mínimo dimio geneml vigente en el Distrito Fcdeml, éste debe ser el 
criterio parn establecer la competencia, por razón de la cuantía de tnl juez de paz, sin que 
deba de tcnernc en con,lideración el valor actual del irunucblc, dado que no hay duda algunn 
en cuanto al valor de In cosa demandada, por tanto no tiene aplicación lo d~•puesto por el 
articulo 3o del titulo especial de la justicia de paz, que establece: "Si se dudare del valor de 
la cosa demandad~ o del interés del pleito, antes de expedirse la cita el dr.mandado, el juez 
oirá el dictamen de l1l1 perito que él mismo nombmrá a costa del actor".Tercer Tribw1al 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 4003 Rosa María 
Outiérroz Sánchez. 24 de agosto de 1995. Unanirnidod de votos. Ponente: José Becerra 
Santiago. Secretario: Heriberto Perez Reyes. Semanario Judicial de la Federación, Novena 
Época, Tomo U, septiembre de 1995, Tribunales Colegiados, p. 575. • 

En cuanto al artículo 7" del Título Especial de la Justicia de Paz del Código 

de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, se desprende que a petición del 

actor se citará al demandado dentro del tercer día a la cita y en esta se expresa 

por lo menos nombre del actor, lo que demande, la causa de la demanda y se 

establece que el propio actor puede presentar su demanda por escrito. Lo 

anterior demuestra que basta únicamente el pedir ante el juzgado de quien 

nfmne que existe una voluntad concreta de la ley que la garantiza un bien y que 

esa voluntad sea activada, no obstante el citado precepto no determina con 

precisión la forma en que se debe recepcionar la demanda cuando el accionante 

comparezca frente al juzgador y esta demanda sea oral, por ello debe reformarse 

este artículo séptimo a fin de que se establezca la manera en que se admita una 
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pretensión verbal ante el juzgado ya que es un acto juridico. Es preciso 

manifestar que en el Capitulo V, punto 5.1. de este trabajo, haré referencia a la 

propuesta de retbrma que propongo en relación al artículo 7° de la justicia de 

paz distritnl. 

Por lo que a continuación trascribiremos algunas jurisprudencias relaciones 

con el artículo de referencia. 

ARTICULO 7.- A petición del actor se citará ni demandado para 

comparezca dentro del tercer día. En la cita, que en presencia del actor será 

expedida y entregada a la persona que deba llevarla, se expresará, por lo menos, 

el nombre del actor, lo qut: demande, la causa de la demanda, la hora que señale 

para el juicio y la advertencia que las pruebas se presentarán en la misma 

audiencia. 

Debe llevarse en los juzgados de paz un libro de registro en que se asentarán 

por días y meses los nombres de los actores y demandados y el objeto de las 

demandas. 

Puede el actor presentar su demanda por escrito. 

"JUSTICIA DE PAZ, ENTRE EL E.l\-lPLAZAMIENTO Y LA CELEBRACió~: DE 
LA AUDIENCIA DEBEN MEDIAR DOS DL\S HÁBILES. (CODIGO DE 
PROCEDII\UENTOS CIVILES PARA El. DISTRITO FEDERAL). Conforme e Jo 
dispuesto en la parte inicial del articulo 7o del Titulo Especial de la Justicia de Paz del 
Código de Proc.,dimientos Civiles para el Distrito Fedeml, entre la fecha que se pmctique la 
diligencia de emplazamiento y la que señale paro la celebración de L~ audiencia, deben 
mediar dos días hábiles completos, sin contar en ellos el de la cita ni el de la celebmción de 
la audiencia, pues la cita a través de la cual se practica el ernpla:rnmiento a la parte 
demandada, es una notificación personal, que stute efectos de inmediato, por no existir una 
disposición o principio jwidico en contrario. El título especial aludido no contiene reglas 
para el cómputo d" los términos, pero el artículo 40 del mismo autoriza expresamente la 
aplicación de las disposiciones del código mencionado, cuyo artículo 129 establea.. que Jos 
ténninos judiciales empezarán a correr desde el día siguiente a aquel en que se hubiera 
hecho el emplazamiento, lo que lleva a la conclusión inequívoca, de que el término 
proa..sal de que se trata, empieza a correr el dia siguiente del emplazamiento o notificación, 
o sea, que ese día siguiente es el primero que se debe temar en cuenta para saber si medió 
el ténnino señalado en la parte inicial del articulo 7o del ordenamiento legal indicado; el 
dia hábil inmediato será el segundo dia y la expresión "dentro del tercer día" debe 
interpretarne en el sentido de que la diligencia respectiva deba llevarse a cabo precisamente 
dentro de ese dia, el tercero, atento al principio de celeridad que caracteriza a la justicia de 
¡:ez. Tercera Sala Tesis de Jurisprudencia 30/91 aprobada por la Tercera Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada celebmda el veinte de mayo de mil novecientos noventa y uno. 
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Unanimidad de cuatro votos de los sei!ores ministros: Presidente Salvador Rocha Dfas, 
Mariano Azuela Güitrón, Sergio Hugo Chapital Gutiérrez y José Antonio Llanos Duwte. 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo VII, julio d" 1991 p.65." 

"EMPLAZAI\IIENTO EN JUSTICL\ DE PAZ. COMPUTO DEL TÉRJ\ONO PARA 
EL INICIO DEL JUICIO. Atendiendo a lo dispuesto en el wtlculo 7 o d"l Título Especial 
de Justicia de Paz del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, er1tre la 
fecha que se practique la diligencia de emplazamiento para esa clase de controversias y la 
que se señale para el juicio, deben mediar por lo menos dos ellas hábiles completos, sin 
contar en ellos el de la cita ni el de la celebración de la audiencia, por lo siguit:11te: la cita a 
través de la cual se pructica el emplazamiento a la parte demandada en ese tipo de 
procesos, es una notilicación personal que surte efectos de inmediato por no existir una 
disposición o principio juridico en contrario. De este acto surge a favor del emplazado un 
ténnino jurisdiccional para prepamr su defensa y poder ocurrir a hacerla valer en el juicio 
oral El titulo especial aludido no ccntiene reglas para el cómputo de les términos, pero el 
articulo 40 del mismo autoriza la aplicabilidad de otras disposiciones del código, que 
""tablece que los términos JUdiciales empezarán a correr desde el día siguiente a aquél en 
que se hubiera hecho el empl=niento o notificación, lo que a su vez revela que el término 
procesal de nucstr.1 atención, sólo puede empezar a correr el dla siguiente u! en que se lnw 
el emplazamiento~ o sea, que ese día siguiente es el prinu .. -ro que se debe tomar en cuenta 
pam snb~r si medió el tiempo mínimo seiialado por el articulo séptimo del título especial 
mencionado áJ preceptuar que "se citará al demandado parn que comparezca dentro del 
tercer dla"; el día hábil inmediato será ol segundo dla, dentro del cual ya se podrá llevar a 
cabo el juicio oml a la hom 6Ja<la por el juzgador. Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 954190. Miguel Cortázar Nava 19 de abril de 
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. Jesus 
Cottrems Coria. Semanario Judicial de In Federación, Octeva Época, Tomo V- Segunda 
Parte-), enero a junio Je 1990, T•ibw1ales Colegiados de Circuito, p 204." 

"JIJSTICL\ DE PAZ, EMPLAZAMIENTO A JUICIO, DEBE EFEC1UARSE 
CUANDO l'.IENOS TRES I>ÍAS HÁBILES ANTES DE LA FECHA SEÑALADA 
PAR.\ LA AVDIENCL\. En virtud de que la cita en el procedimiento oml constituye un 
emplazamiento o llwnamit:llto a juicio, con el apercibimiento a la parte demandada de que 
en caso de no RSistlT ni mismo, aquél será seguido en su petjuicio por sus trámites has~, 
concluirlo; la correcta interpretación del articulo 7 del titulo especial de la justicia de paz 
del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en la parte relativa a la 
comparecencia a juicio del demandado "dentro del tercer día", es en el sentido de que el 
término que debe mediar entre la fecha en que se practique la cito o empla7.mniento y la del 
dla fijado de antemano para la cclebracion de la audiencia prescrita por la ley, tiene que se 
por lo menos de tres dL1s hábiles completos, ya que de lo contrario no se podrá considerar 
de modo razonable y confom1c a derecho, que se ha concedido la mínima oportunidad de 
defensa al demandado, a•i como la anticipación suficiente paru comparecer al juicio oral y 
hacer valer los derechos que le fueren favorables. Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 5393191. Santiago NUñez Reveles. 23 de enero 
de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Caballero Cárdenas, Secretaria: Marcia 
Claudia Torres Quevedo. Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo IX, 
abril de 1992. Tribunales Colegiados de Circuito, p 533." 

"EMPLAZAMIENTO EN JUICIO DE JUSTICL\ DE PAZ. INNECESARIO 
CORRER 1RASLADO DE LA DEMANDA Y DOCUMENTOS BASE DE LA 
ACCIÓN. De los diversos preceptos del Código de Procedimientos Civiles de Nuevo 
León, que regulan el titulo especial de la justicia de paz, el articulo 7 señala que "a petición 
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del actor se citoní al demandado para que comparezca dentro del tercer dla, debiendo 
contener la cita pcr lo menos el nombre del actor, lo que demando. la causa de la demando. 
la hora que se señala para el juicio y la advertencia de que las pruebas se presentarán en la 
misma audiencia", de donde se infiere la no exigencia de que al practicar la cita de 
empl02a111iento se ucompañen y se corra truslado de lo demandada y doCUtnentos base de la 
acción intentr.da, sino que basta y sobra que en la cita se consignen los referidos datos. 
Segundo Tribunal Colegiado en Mnterio Civil del Cuarto Circuito. Amporo Directo 195186. 
Rebeco de lo Gar.za viucL-. de Mantecón 9 de mayo de 1986. Unanimidad de votos. 
Ponente: Ernesto Rosas Ruiz. Semanario Judicial, séptima épcca, vol. 205-21, se.xta parte, 
tribunales colegiados, p. 204." · 

"JUSTICIA DE PAZ, EMPLAZAMIENTO EN LA LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE COAHUILA. Conforme lo dL•puesto por el articulo 7° del titulo especial de la justicia 
de paz del Código de Procedimientos Civiles paro el estado de Coalruila, el emplazamiento 
a juicio se debe realizar en In que se exprese pcr lo menos el nombre del actor, lo que 
demando. lo causa de la demando. lo hom que se scño.la para el juicio y la advertencia de 
que las pn1ebas se presentarán en la misma audiencia, sin que el di.•pcsitivo que nos ocupa 
y aquellos otros contenidos en el titulo especial de mérito se consi!;lle la obligación de 
correr traslado de la demandada, lo ~'Ual •e explica debido a la JJ.llurnleza oml de los juicios 
de paz. Tribunal Colegiado del Octavo Ci.Jcuito. Amparo Directo 165/83. Jesús Medina 
Sauceda. 8 de julio de 1983. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Garcia Romero. 
Semanario Judicial, Néptima época, vol. 175-180. sexta pune, trilmnales colegiados, p. 
123." 

Del articulo 15° del Título Especial de la Justicia de Paz del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, es evidente que el juez tiene la 

obligación de llrunar a declarar a lns personas que como testigos ofrezcan las 

partes cuando el oferente: de la prueba no pueda presentarlos sin embargo esta 

obligación no llega ni extremo de que el juzgador de J?RZ civil indague el 

domicilio de ellos, de tal suerte que si los datos proporcionados son imprecisos, 

el juez debe desechar la prueba, esto con el fin de no retardar el procedimiento. 

A continuación transcribimos una jurisprudencia en relación al artículo en 

comento. 

ARTICULO 15.- Los peritos, testigos y, en general, terceros que no 

constituyen parte, pueden ser citados por correo, telégmfo y aun por teléfono, 

cerciorándose el secretario, previrunente de la exactitud de la dirección de la 

persona citada. 
"JUSTICIA DE PAZ. TESTIGOS. CITACIÓN. Es verdad que el juez de paz tiene 
obligación de llamar a declarar a las peiBonas que como testigos ofrezcan las partes cuando 
manifiesten no poder presentarlos, acorde a lo dispuesto por el wtJculo 15 del titulo 
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especial de )ajusticia de paz; sin embargo, el cumplimiento de tal obligación no llega hasta 
el extremo de onlenar la indagación del domicilio de los testigos, de tal manem que si los 
datos suministmdos pam tal efecto no sólo son imprecisos, sino que revelan lo intención del 
oferento de retanlar el procedimiento, el juez nctúa correctamente al desechar la prueba. 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Prin1er Circuito. Amparo Directo 131/81. 
Ángel Santillán Ángeles. 11 de junio de 1981. Unanimidad de votos. Ponente: Luz Maria 
Perdomo Juveca. Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época. vol. 145-150. sexta 
parte, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 154." 

El artículo 20° del Título Especial de In Justicia de Paz del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, establece el procedimiento que 

debe llevar la audiencia de ley, dando a las partes las reglas que deben sujetarse 

durante el desarrollo de la misma, de tal fonna que no pueden relacionarse actos 

procesales que el propio precepto no determine. La audiencia de ley que 

establece este artículo es que uno de los principios rectores de los juicios de paz 

civil es la oralidad. Así se especifica en la fracción 1 del citado precepto que 

ambas partes ex-pondrán sus pretensiones por su orden, el actor su demanda, y el 

demandado su contestación; aqui se observa que el actor debe volver a exponer 

su acción, no obstante no se considera que le propio actor puede presentar su 

demanda por escrito, por lo tanto debería señalarse que el accionante sí ha 

presentado su pretensión por escrito únicamente debería de ratificar su demand11 

en la audiencia de ley, además que no se señala sí el demandado puede 

presentar su contestación a la demanda en forma por demás escrita y que 

también en ese momento de la audiencia de ley tiene la facultad de ratificarla. 

En cuanto a la fracción 11 del artículo 20° en mención debe de establecerse 

que el mismo aduce que las partes puedan hacerse las preguntas que quieran, 

interrogando a los testigos y peritos en general y presentar todas las pruebas que 

se puedan rendir, no obstante la fracción en cuestión no se precisa que tanto el 

actor o el demandado puedan ofrecer las confesionales de cada uno de ellos, es 

decir formularse posiciones entre ambas partes. 
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Es preciso aclarar que en el Capítulo Quinto, punto 5.2, de este trabajo me 

referiré a mi propuesta de reforma del artículo 20 del Título Especial de la 

Justicia de Paz en comento; por lo que a continuación transcribiremos algunas 

jurisprudencias relacionadas con el artículo en mención. 

ARTICULO 18.- Si al ser llamado a contestar la demanda no estuviere 

presente el demandado y constare que fue debidamente citado, lo cual 

comprobará el juez con especial cuidado, se dará por contestada la demanda en 

sentido aftnnativo y se continuará la audiencia ... 

ARTICULO 19.- Si al anunciarse el despacho del negocio no estuvieren 

presentes el actor ni el demandado, se tendrá por no expedida la cita y podrá 

expedirse de nuevo si el actor lo pidiere ... 

ARTICULO 20.-Concurriendo al juzgado las partes en virtud de la citación, 

se abrirá la audiencia y en ella se observarán las siguientes prevenciones: 

l. Expondrán oralmente sus pretensiones por su orden, el actor su demanda, 

y el demandado su contestación, y exhibirán los documentos y objetos que 

estimen conducentes a su defensa y presentarán a los testigos y peritos que 

pretendan ser oídos; 

11. Las partes pueden hacerse mutuamente las preguntas que quieran, 

interrogar a los testigos y peritos en general, presentar todas las pruebas que se 

puedan rendir, desde luego; 

III.- Todas las acciones y excepciones o defensas se harán valer en el acto 

mismo de la audiencia, sin substanciar artículos o incidentes de previo 

pronunciamiento. Si de lo que se expongan o aprueben las partes resultara 

demostrada la procedencia de una excepción dilatoria, el Juez lo declarará as~ 

desde luego y dará por terminada la audiencia. Ante los jueces de paz, solo se 

admitirá reconvención hasta por el monto de su competencia en términos del 

artículo 2° de esta ley. 
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"JUSTICIA DE l'AZ. COMPRA VENTA, EXIUDICIÓN DEL SALDO DEL PRECIO 
EN LA AUDIENCIA,l'ROCEDENCIA DE LA ACCION DE OTORGAMIENTO DE 
LA ESCRITURA DE. De Jo di.•pueslo por Jos articulos 18, 19 y 20 del Titulo Especial 
de la Justicia de Paz del Código de Procedimientos Civiles para el Dislrito Federal, se 
desprende que wro de !os principios rectores de Jos juicios de paz es el de la oralidad, que 
impone a las partes la carga de comparecer al juzgado actuante para que ante el juez y en la 
audiencia de ley, fijen verbalmente la litis y ofrezcan prueba.•~ de ahi que, aun cuando el 
actor exhiba por escrito su demanda, deba ratificarla verbalmente en el momento oportuno 
de la audiencia, siendo tal momento el que formalmente debe entenderse por presentado el 
ocun~o aludido y no antes. máxime que. conforme a Jo que establece el ruticulo 7 de dicho 
titulo especia~ el escrito de dcrmuula sólo constituye petición ni juzgador para que se cite al 
demandndo a comparecer a la audiencia, en la que, como se ha dicho. se fijará oralmente la 
litis y se exhibirán los docwnentos y objetos que las partes •.-stimen conducentes a su 
defensa; por tanto, en un juicio de tal especie, en la que se reclame el otorgamiento y ímna 
de tma escritura de compraventa, la actora está en posibilidnd juridica, como compradora, 
de exlubir el saldo del precio que aun adeude hasta el momento de la awienci.a, puesto que 
no es sino hasta esta etapa procesal en que fonnalmente presenta su demanda, asi como en 
la que se fija la litis y en la que está en posibilidnd de exhibir los documentos que estime 
conducentes pan1 det\!ndcnc. Consecuentemente, si bien es cil.Tto que lu actom prcst..'tltó su 
demandn por escrito y con anterioridad a la fecha de la audiencia de ley, también lo es que 
en tal actuación judicial la ratilicó, la amplió oralmente y exhibió el billct..' de depósito por 
la cantidad do dinero con la que cubrió la totalidnd del precio de la compraventa en 
cuestión, debiendo entenderse que la demanda se efectuó fonnalmentc hasta la fecha en que 
se celebró la audiencia de mérito y que, por ende, la exhibición del saldo de precio en ese 
momento procesal, se encuentra verificada en tiempo y es acorde con Jo que establece la 
tesi• sustentadn por la Terocra Sala de la Suprema Corte de la Nación que el juez transctibe 
en su milo bajo el rubro de: "COMPRAVENTA A PLAZOS. EFECTOS DE LA MORA 
EN EL PAGO" procediendo. por tanto, la escriturnción a que condeno dicho juzgador a la 
irunobiliaria demandnda, puesto que la compradora exhibió el saldo citado con su dernwtda 
tonnal, obteniendo a•i el nacimiento de su d~recho pura exigir el otorgamiento. Quinto 
Tribunal Colegiado en Mr.tcria Civil del Primer Circuito. Amparo Directo 269/92. 
Inmobiliruia Mard, S.'•·· 19 de marzo de 1992. Unanimidad do votos. Ponente: Ignacio 
Patlán Romero. Secretario: Sergio Dario Maldonado Soto. Semanario Judicial de la 
Federación. Tomo lx, abril de 1992. Octava Época, TribWlRies Colegiados de Circuito, p. 
532." 

~JUSTICIA DE PAZ CONTE!iTACIÓN POR ESCRITO DEL DEMANDADO. 
DEBE COMPARECER A LA AUDIENCIA A RATIFICARLA VERBALMENTE. 
Del Título Especial de Justicia de Paz, principalmente de los artleulos 18, 19 y 20, aparece 
que WlO de los principios rectores de los juicios de paz es la oralidad, que impone a las 
partes la carga de comparecer al juzgado para que ante el juez y en la audiencia fijen 
verbalmente la litis y ofrezcan pruebas; consecuentemente, cuando el demandado exhibe 
por esa-ito su contestación pero no comparece, por si o por representante, a ratÍÍicar 
verbalmente dicho ocurso en el momento oportuno de la audiencia, el juez debe acordar 
tener por contestadn la demanda en sentido afirmativo, en estricta observancia a Jos 
preceptos antes citados. Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Amparo Directo 967/82. Juan GonzálezAivarez. 29 de septiembre de 1982. Unanimidnd de 
votos. Apéndice de 1995, Séptima Época, Volwnen: Tomo N, Parte TCC, Tesis 558, 
Tribunales Colegiados de Circuito, p 401 . " 

"JUSTICIA DE PAZ. EN LA AUDIENCIA EL DEMANDADO PUEDE OBJETAR 
LOS DOCUMENTOS DEL ACTOR. La circunstancia de que el titulo de "Justicia de 
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Paz" del Código de Procedimientos Civiles de la entidad no exija que el actor exhiba con la 
demanda los docwnentos que desee utilizar como prueba, no coloca al denuutdado en 
imposibilidad de defenderse, puesto que al tener conocimiento del objeto de la demanda y 
de los hechos, se le capacita para que conteste la reclamación, y como los documentos debe 
e.'<hibirlos el actor en la audiencia del juicio, a In que se cita a la parte demandada, es en esa 

. etapa donde tiene la oportunidad de conocerlos, objetarlos y alegar lo que a sus intereses 
convenga. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. Amparo Directo 
226189. José Santiago Escobedo Padrón, 28 de febrero de 1990. Unanintidad de votos. 
Ponente: José Antonio Hemámlez Martlnez, Secrelllria: Ninfa Maria Garza V illnm:al de 
Mngaila. Semanario Judicial de la Federación. Tomo VL ScglUida Parte-2, Julio a 
Diciembre de 1990. Octava Época, Tribtmales Colegiados de Cir~-uito, p. 561." 

"JUSTICL\ DE PAZ. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DEBEN 
FORMULARSE ORALMENTE EN LA AUDIENCIA, SIENDO IMPROCEDENTE 
QUE SE llAGA POR ESCRITO, SALVO QUE SE RATIFIQUEN EN DICIIA 
DILIGENCIA. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 20 del Título Especial de 
la Justicia de Paz pro-.1 el Distrito Federal en los procedimientos seguidos entre los jueces de 
paz, la contestación, al igual que la demanda, debe de exponerse en la audiencia, de manera 
ora~ requiriéndose desde luego la comparecencia de la parte que formula Wta pretensión; lo 
anterior presupone que sólo se admítela contestación de esa mrutt!ra y no es pennisible que 
se realice de mancrn escrita. como erróneamente se pretende. ~~..-n el entendido de que en 
todo caso, para que teng¡¡ validez una promoción, debe haber comparecencia de In pnrtc a la 
audiencia respectiva y ratificar verbalmente el mencionado OCltrso y al no hacerlo, ct\~be 
e:;timarse acertada la decisión al de!>Cstimar el referido escrito y. con ello las prctenqiones 
que en el mismo se dedujeron. Asi la situación, al haber quedado descartada la existencia 
de una contestación fonnulnda legalmente, el juez no tiene In obligación de rlocidir a cerca 
de la excusa nrgtmH.~tada ni tmnpoco debe de resolver sobre la cxccpcion de i.ncompehmcia 
por declinatoria, ni menos aún tener por formulada la objeción de documentos y resolver 
sobre la reconvención esgrimida en el ocurso citado. Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Amparo Directro 5163/91. Maria Eugenia Cristóbal Sote! o. 1 O de 
octubre de 1991. Unanimidad de votes. Ponente: Manuel EmestC' Saloma Vera, Secretario: 
Guillermo Campos Osario. Sewanario Judicial de la Ferleracion. Tomo VID. Diciembre de 
1991. Octava Época, Tribunales Colegiados de Circuito, p. 234." 

En cuanto ni artículo 21 o del título Especial de la Justicia de Paz del Paz del 

Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal, es evidente que las 

sentencias que se pronuncien por los juzgadores de paz civil deberán ajustarse 

a lo dispuesto por el artículo 81 del Código Procesal de esta Ciudad. 

Este artículo derivado de la reforma de mayo de mil novecientos noventa y 

seis, remite respecto de los requisitos de pronunciar las sentencias a lo dispuesto 

por el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles y, al derogarse el texto 

anterior, se abandona el principio de las sentencias dictadas en conciencia., a 

verdad sabida y buena fe guardada. En este sentido la reforma fue positiva ya 

que se corría el gmve riesgo de violación de la garantía de legalidad contenida 
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en los artículos 14 y 16 constitucional, respecto de In necesidad de que todo 

acto de autoridad está ftmdado y motivado. por lo que a continuación 

transcribiremos algunas jurisprudencias relacionadas con el artículo en 

.mención. 

ARTICULO 21.- Las sentencia que se pronuncien en los juzgados de paz en 

materia civil deben de ajustarse a lo dispuesto por el artículo 81 de este código. 

"GASTOS Y COSTAS, IMPROCEDENCIA DEL PAGO DE. CUANDO 
SE TRATA DE UN JUICIO TRAMITADO CONFORME AL TITULO 
ESPECIAL DE LA JUSTICIA DE PAZ. La autoridad responsable infringe el 
articulo 21 del Titulo Espooinl de In Justicia de Paz ni condenar ni quejoso ni pago de 
los gastos y costas originados por In tramitación del juicio; pues dicho precepto 
establece que en Jos negocios a que se refiere este título, no se caus.:ván costas 
cualquiera que sea la naturaleza del juicio ni se impondrán multas por temeridad, sino 
(ulicamente autoriza los gustos de cjooucion u cargo del demandado; por lo que procede 
conceder el runpnro ni quejoso n fm de que se absuelva el pago do dichos gastos y 
costas. T erccr Tribunal Colegiado del Cumto Circuito. Amparo Directo 445/W. 
Santiago Gutiérrez Mnrtinez. 20 de febrero de 1991 . Unanimidad de votos. Ponente 
Rwuiro Barajas Plascencia Secretoria Gloria Fuerte Cortés. Octava Epoca Tribunales 
Colegiados de Circuito. Semanario Judicial el:. la Federación. Tomo Vlli, Noviembre 
de 1991. Página 217." 

Lns resoluciones de los jueces de paz en los juicios civiles de mínima 

cuantía son iilimpugnnbles por los medio¡, establecidos por el Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal. Por ilnn parte el artículo 23 del 

Título Especial de In Justicia de Paz Civil en mención, _9stnblece: "Contra In~ 

resoluciones pronunciadas por los jueces de paz no se dará más que el recurso 

de responsabilidad." 

Cabe destacar que el legislador al seiinlar In improcedencia de recursos 

ordinarios para las resoluciones de los jueces de paz, lo realizo con el propósito 

de que la propia justicia de paz fuera inmediata e informal, toda vez que al 

imponer únicamente un recurso de responsabilidad, no da ningún otro recurso a 

aquella parte que se sienta agraviada respecto a la resolución del juez civil, que 

propiamente el juicio de amparo directo, de conformidad con el artículo 158 de 

In Ley de Amparo y que se tramitará ante el Tribunal Colegiado de Circuito en 
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Materia Civil en Turno y que debe interponerse dentro de los quince días 

siguientes de In notificación de cuya resolución de tmte, misma que se 

promoverá por conducto de la autoridad responsable. Lo anterior determina que 

no cabe la apelación respecto de los juicios orales y que los medios de 

impugnación son distintos en dicho procedimiento oml ya que únicamente 

procede In apelación en cuanto ni juicio ordinario civil en donde resulta 

procedente exclusivamente el juicio de amparo directo. como se ha mencionado 

dentro de las de las resoluciones dictadas por el juez de pnz y por ello existe In 

tendencia favor de la oralidad, que siempre ha pugnado por la innpelabilidad de 

las sentencias, ya interlocutorias, ya deímitivus dentro del juicio oral civil que 

se imponen en In disciplina del proceso oral. 

Es preciso aclarar que en el Capítulo Quinto, punto 5.3., de este trabajo me 

referiré a mi propuesta de reforma del artículo 23° del Título Especial de In 

Justicia de Paz en comento; por lo que a continuación transcribiremos algunas 

jurisprudencias relacionadas con el artículo en mención. 

~TICULO 23.- Contra las resoluciones pronunciadas por los jueces de paz 

no se dará más recurso que el de responsabilidad. 

"SENTENCIA INAPELABLE. LAS RESOLUCIONES QUE SE DICTEN 
EN JUICIOS CIVILES QUE CULMINAN CON UNA SENTENCIA DE 
ESA NATURALEZA, SON IRRECURRIDLES. (LEGISLACION DEL 
DISTRITO FEDERAL). Del examen relacionado de Jo dispuesto por los articulas 
426. frncción L del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 2 y 3 del 
Titulo Especial denominado "De la Ju.<!l.icia de Paz", del propio Código, se llega a In 
válida conclusión. de que, no sólo la sentencia pronunciada en Jos juicios de carácter 
civil cuya cuantía no exceda de 182 veces el salario mínimo diario general vigente en el 
Distrito Federal son irrecurribles, sino también las resoluciones o autos que se dicten 
durante el juicio respectivo, toda vez que sobre el particular, existe disposición legpl 
expresa que no deja lugar a dudas, como lo es el invocado articulo 23; precepto que no 
puede admitir ninguna otra interpretación o excepción, puesto que es sabido, que donde 
el legislador no distingue no le corresponde al juzgpdor hacerlo, por lo que, si aquél, 
hubiese pretendido efectuar alguna disposición, no hubiera utilizado en el articulo en 
cita la expre:~ión genérica utas resoluciones", que sin duda comprende a los autos, a los 
decretos y a las sentencias, sino que hubiera precisado o particulari2Bdo, como lo hace 
en los mtículos 683 y 1184 del citado cuerpo legal. Tercera Sala. Semanario Judicial de 
la Federación Tomo VII, Mayo de 1991. Tesis 3a./J.26'91. Octava Epoca. Ocnealogfa 
Gaceta número 41, Mayo de 1991, página 30." 
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"JUSTICIA DE PAZ, TRATANDOSE DE JUICIOS MERCANTILES, 
DEBE SUJETARSIO: EN PRINCIPIO A LO ORDENADO Y PREVISTO 
POR EL CODIGO DE COMERCIO. En témlÍr¡os del orticulo 2o del Código de 
Comercio, la ley común solo es supletoria en lo previsto por aquél; de tal suerte, qu~ 
aun cuando el pmcedimiento onte los JUeces Mixtos de Paz, se encuentro regulado en 
atpltulo especifico del Código de Pro<>!dimientos Civiles para el Distrito Federnl, en 
trntnndose de juicios mcrcontiles dichas uutoridodes deben sujetarse en principio a lo 
ordenado y previsto por el código mencionado en primer término; por lo que si el 
mismo pn.we un sistemn completo de recurso~ es evidente que tiene supremacía en su 
aplicación o cualquier otra nonua del orden común que dispongo lo eontrruio. No es 
óbice a lo anterior, lo dispuesto por el articulo 39 del Código de Procedimientos Civiles 
paro el Distrito Fedeml, contenido en el capítulo especial de lo justicia de paz, que 
establece que la• dispostciones de ese titulo se aplicwán tmnbién en lOO! juicios 
mercantiles, sin que a ello obsten lns disposiciones que en contrario establezca el 
Código de Comercio, ni lo que señala el articulo 23 del propio ordenamiento legal en el 
que se establece que en contm de las resoluciones de los Jueces de Paz no pmcede 
n:cllnio alguno. miis que el de responsabilidad; toda vez, que el código procesal 
mencionado ~ lUlO ley del orden común y local. en cambio el Código de Comercio 
multicitaJo es del orúeu fedeml, y por tanto, tiene supremacía en cuanto n su aplicación 
r~specto de uquél. Octavo Tnbtmal Colegiado c'I1 Materia Civil del Primer Circuito. 
Improcedencia 14!)194. Rosalba Chavez A. 26 de agosto de 1994. Unanimidad de 
votos. Ponente Maria del Carmen SIÍnchez Hidalgo. Secretaria Maria Concepción 
Alonso Flores. Octava Epoca Tribunales Colegiados de Circuito. Semonario Judicial 
de la Federnción. Tomo XN, Noviembre de 1994. Tesis 1.8o C.83 C. Página 464." 

En cuanto al artículo 41 del Título Especial de la Justicia de Paz del Código 

Procesal Civil de esta Ciudad, es muy claro al establecer que no será necesario in 

intervención de abogados ni se exigirá ritualidad alguna ni forma determinada en 

las promociones o alegaciones que se hagan. Este artículo es muestra clara que en 

los juicios tramitados en los juzgados de paz civil, se rige por la libertad de 

fonnas. La justicia de paz civil no debe contemplar formas ilmecesarins que 

dilaten el trámite del asunto que se ventilen en ellos. 

ARTICULO 41.- Ante los jueces de paz, no será necesario la intervención de 

abogados ni se exigirá ritualidad alguna ni forma determinada en las promociones 

o legaciones que se hagan. 

"JUSTICIA DE PAZ, NO ES NECESARIA LA INTERVENCION DE 
ABOGADOS EN LA. Como en el pmcedimiento de la justicia de paz no se exige 
ritualidad alguna ni forma determinado en las promociones o alegaciones, según lo 
establece el articulo 41 del Título Especial, no es necesaria lo intervención de abogados 
en dichos juicios y, por lo tanto, la ausencia de tales asesores no constituye violación al 



134 
procedimiento. Primer Tribwml Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
s.!ptima Epoca .. TriblUlales Colegi•dos de Circuito. Apéndice de 1985, Voltunen Parte 
VI. Tesis 40. Genealogia 7° Epoca. Vol. 169-174 Pg. 257. Tribunales Colegiado de 
Circuito. Semanario Judic~·ll de la Fedemción. Tomo X. Pagina 64." 

De las jurispmdencins y tesis anterionuente transcritas, en relación con los 

artículos expuestos, del Título Especial de In Justicia de Paz Civil del Código de 

Procedimientos Civiles del ·Distrito Federal, podemos concluir que· el Poder 

Judicial Fedeml. en fechas recientes ya no ha emitido tesis o jurispmdencias 

respecto a la justicia de paz de esta Ciudad, ya que las existentes de años atrás, 

sin que hasta In fecha se hayan emitido nuevas tesis o jurispmdencias, aunado a 

que las que existen son pocas, por lo que el Poder Judicial Federal deja a la 

justicia de paz civil en el abandono en cuanto al no emitir rcsoluciont:s recientes. 

respecto a In justicia de paz civil. Por lo que en mi opinión personal la Suprema 

Corte de Justicia de In Nación debería emitir resoluciones respecto a la justicia de 

mlnimu cuantía. 
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5.1. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 7° DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA DE 

PAZ. 

Respecto del llamamiento a juicio o citación a que se refiere el artículo 

séptimo del Título Especial de la Justicia de Paz del Código de Procedimientos 

Civiles del Distrito Federal, cabe recnlcar que In refonnn que se propone, está 

básicamente enfocada n los días que debun mediar entre In fecha de In citación y 

el dín que debe celebrarse la audiencia de ley. 

En la actualidad y a efecto de dar cumplimiento a lo mencionado en líneas 

que anteceden, el artículo 7 del Título Especial en mención, establece: 

"ARTICULO 7.- A petición del actor se citará al demandado para comparezca 

dentro del tercer dfa. En la cita, que en presencia del actor será expedida y 

entregada a la persona que deba llevarla, se expresará, por lo menos, el nombre 

del actor. lo que demande, la causa de In demanda, ·ra hora que señale para el 

juicio y la advertencia que las pruebas se presentarán en la misma audiencia. 

Debe llevarse en los juzgados de paz un libro de registro en que se asentarán 

por dfas y meses Jos nombres de Jos actores y demandados y el objeto de las 

demandas. 

Puede el actor presentar su demanda por escrito". 

Del contenido del artículo en comento, se infiere la no-exigencia de que al 

practicar la cita, se acompañen y se corra traslado de la demanda y documentos 

base de la acción intentada, sino que basta y sobra que en la cita se consignen 

Jos referidos datos. 
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La citación que se hace a In demandada para que comparezca n In uudiencia 

de ley, tiene In función de emplazamiento en el juicio ordinario. En rigor no se 

trata de un emplazamiento en sentido estricto, pues éste consiste básicamente en 

el otorgamiento de un plazo a una de las partes o ambas para que realicen 

válidamente determinado acto o actividad procesal; en esta primera 

comunicación del juzgado al demandado, no hay In concesión de un pinzo, sino 

In fijación_ de un ténnino, un punto de tiempo fijo, para que .:ompnrezcn a In 

audiencia, por lo que se trata de una citación. 

Para que el llamamiento a juicio, tenga realmente las funciones de un 

emplazamiento, es necesario que el demandado, después de ser citado, cuente 

legalmente con un plazo mínimo razonable para poder preparar su contestación, 

sus· pmebns y alegatos. El estudio de cunlquit..T disciplina n:quiere In 

especificación del objeto, In detenninnción exacta que el autor tiene de aquello 

que va a estudiar, por eso, creemos en In necesidad de fijar, de donde nac.c el 

derecho de cada individuo a probar aquello que hu manifestado en una demanda 

o en una contestación. Considernnios que tiene su fundamento en In 

Constitución Política de los EStados Unidos rviexicnnos, en especial eÍ1 el 

articulo 14, que en su parte conducente establece: 

ARTICULO 14.- " ... Nadie podrá ser privado de la \ida, de In libertad o de sus 
propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 
hecho ... " 

E~to es, nuestra Constitución reconoce a los individuos d derecho 

irrenunciable de poder acreditar su dicho, apegados a las formalidades que para 

el efecto, las leyes secundarias hnn establecido. Por lo que apreciamos, que 

dentro de las garantías individuales que consagran nuestros primeros veintiocho 

artículos Constitucionales, implícitamente se encuentra el sngrndo derecho de 
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ser oído y vencido en juicio, que no es más que un derecho para probar o 

también llamada garantía de audiencia y legalidad, tal y como lo preveé nuestro 

artículo primero constitucional: 

"ARTICULO 1°.- En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de lns 
garantías que otorga esta Constitución ... " 

No obstante que los juicios seguidos ante los juzgados de paz, son orales y 

deben de ser sumarísimos, para no retardar el procedimiento e incluso ctunplir 

con los principios rectores de estos juicios, también lo son que estos juicios 

deben tener determinadas formalidades que de ninguna manera alteren In 

esencia de estos procedimientos. Así pues, si en el juicio ordinario y aún en los 

juicios especiales que regula el Código de. Procedimlentos Civiles. el pll!Zo que 

se concede al demandado para que presente su contestación es de nueve días, 

normalmente, sin necesidad de ncom pnñar las pmcbas, no se encuentra 

justificación para no ampliar el plazo ó término, que se otorga al demandado en 

los juicios de mínima cuantía, sobre todo si se toma en cuenta que en éstos es 

necesario no sólo contestar In demrutdn, sino también proponer y allegarse de 

los medios de pmeba para acreditar sus excepciones y defensas, formular 

alegatos en la misma audiencia a In que se cita. Por eso, en nuestra opinión y 

tomando en cuenta estos datos, estimamos que In entrega del citatorio y el 

ténnino que se set1ale para In audiencia, debe mediar un plazo no itúcrior a 

cinco días, para que el reo esté en aptitud de preparar una defensa adecuada. 
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5.2. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 20° DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA 

DE PAZ. 

El artículo 20° del Título Especial precitado, establece el procedimiento que 

debe llevar In audiencia de ley, a las que las partes deben sujetarse durante su 

desarrollo; de tal forma que no deben relacionarse actos procesales que el 

propio precepto no determine. El artículo 55 del Código de Procedimientos 

Civiles, establece que: "Para la tramitación y resolución de los asuntos ante los 

tribunales· ordinarios se estará u lo dispuesto por este código, sin que por 

convenio de los interesados puedan renunciarse los recursos ni el derecho de 

recusación, ni alterarse, modificarse o renunciarse las normas del 

procedimiento ... " 

Así se especiíica en la fracción 1 del Título de referencia, que an)bns partes 

expondrán sus pretensiones por su orden, el vctor su demanda, y el demandadl' 

su contestación; aquí se observa que el actor debe volver a exponer su dcnvmda, 

no obstante no se considera que el actor puede presentarla por escrito, por lo 

tanto, debería señalarse que el accionunte sí ha presentado su pretensión por 

escrito, únicamente debería ratiiicar su demanda en la audiencia de ley, además 

que no se señala, sí el demandado puede presentar su contestación u la demanda 

en forma escrita y que también en ese momento de la audiencia du ley, tiene la 

facultad de ratificarla. 

En cuanto a la fracción II del artículo 20° del Título Especial de la Justicia 

de Paz del Código Procesul de esta Ciudad, debe establecerse, que el mismo 

aduce que las partes puedan hacerse las preguntas que quieran, interrogando a 

los testigos y peritos en general y presentar todas las pruebas que se puedan 

rendir, no obstante la fracción en cuestión, no se precisa qué tanto el actor o el 
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demandado puedan ofrecer lns confesionales de cndn uno de ellos, es decir, 

fommlarse posiciones entre ambas partes. Asimismo la fracción en comento, no 

seftaln el número de testigos que cada unn de las partes puede presentar en In 

audiencia de ley, aunndo a que únicamente constrifte al oferente de In prueba 

testimonial n presentar n sus testigo, sin embargo no previene In circunstancia, 

que In parte que se encuentre imposibilitada de presentar a sus testigos, éstos 

sean citados por conducto del juzgado, lo que en un momento dado puede dejar 

en estado de indefensión, n nlgunn de lns partes. Situación que igualmente 

sucede en el caso de los peritos, puesto que hay que tomar en consideración que 

ni demandado únicamente se le otorgan de dos n tres días para comparecer a la 

audiencia de ley, por lo tanto, puede suceder que no localice a un perito o bitln 

que habiéndolo loenlizado, no tuviere tiempo para acudir n la citndn audh:ncin, 

lo que da mayor ventaja n la parte nctora, quien con un lapso más amplio puede 

disponer con un perito y no tiene In presión del tiempo para presentarlo y en esa 

virtud se debería refonnnr In fracción en comento, pnm darle lns mismas 

oportunidades procesales al demandado que a In parte actora, debiendo 

precisarse, que en el supuesto, que no pueda presentar n ~us testigos para tll 

desahogo de la testimonial que ofrezca alguna de las partes. así lo declaren bajo 

protesta de decir verdad ni juez y que puedan ser citados por éste, para que 

compare-L:cnn n la audiencia de ley n rendir su testimonio, apercibidos con unn 

medida de apremio. Y así también refonnnrse en cuanto, n que si alguna de las 

partes no puede presentar su perito, declararlo así bajo protesta de decir verdad, 

a fin de que se seftale un término perentorio ó sustantivo con el objeto de que 

presente perito de su parte, a efecto de no dejar en estado de indefensión a 

ninguna de las partes. Debiendo seftalar el juzgador que In continuación de la 

audiencia deberá celebrarse dentro de los ocho días hábiles siguientes. 
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5.3. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 23 DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA 

DE PAZ. 

Las resoluciones de los jueces de paz en los juicios civiles de mínima 

cuantía son inimpugnnbles por los medios establecidos por el Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal. Por una parte, el artículo 23 del 

Titulo Especial de In Justicia de Paz Civil en comento, establece: "Contra las 

resoluciones pronunciadas por los jueces de paz civiles, no se dará más que el 

recurso de responsabilidad." 

Cabe destacar que el legislador, ni seilalar In improcedencia de recursos 

ordinarios para las resoluciones de los jueces de paz civiles, lo realizó con el 

propósito de que la propia justicia de paz fuer. a inmediata e intbrmnl, toda vez 

que ni imponer ímicnmente un recurso de responsabilidad, no da ningún otro 

recurso a nt¡uella parte que se sienta agraviada, respecto a In resolución del juez 

civil, propiamente es el juicio de amparo directo, <.l.;: confonnidnd con el articulo 

158 de In Ley de Amparo y t¡ue se trnntitará ante el Tribunal Colegiado de 

Circuito en Materia Civil en Tumo y que debe interponerse dentro de los quince 

días, siguientes a la notificación de cuya resolución de trate, misma que se 

promoverá por conducto de In autoridad responsable. Lo anterior dctem1inn que 

no procede la apelación, respecto de los juicios orales y que los medios de 

impugnación son distintos en dicho procedimiento oral, por ello existe la 

tendencia a favor de In oralidad, que siempre ha pugnado por In inapelnbilidad 

de las sentencias, ya interlocutorias, ya definitivas, dentro del juicio oral civil 

que se imponen en la disciplina del proceso oral. 

Ahora bien del llamado recurso de responsabilidad, que en realidad es un 

proceso para reclamar In responsabilidad civil que constituye la indemnización 
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por daños y perjuicios, en que incurran los jueces en el dcscmpefio de sus 

funciones, cuando: "infrinjan las leyes por negligencia o ignorancia 

ine~:cusnbles" (artículo 728 del Código de ProcedL'llientos Civiles del Distrito 

Fedeml). En ningún caso In sentencia dictada en el juicio de responsabilidad 

civil alterará In sentencia firme que se haya dictado en el juicio oral en el que se 

cometió In infracción deljuc-L: de paz (artículo 737 del Código Procesal Civil de 

esta Ciudad). Yn que como se hn sefinlado es el mismo recurso que procede en 

contm de dicho servidor público. En otros términos, el recurso de 

responsabilidad no sirve para combatir, para impugnar In sentencia en la que se 

cometió la infracción, que yn es firme, y In sentencia que se dicte <!11 ..:1 juicio de 

responsabilidad no debe modificarla. En rigor, no stl trata de un recurso ni de un 

medio de impugnación, sino simplemente de un juicio, para exigir In 

responsabilidad de los jueces de pnz civiles que se han conducido con 

"negligencia o ignorancia inexcusables". 

Así pues, al conservarse el carácter irrecurrible de las sentencias dictadas por 

los jueces de paz en materia civil, éstas solo podrán ser impugnadas como se hu 

señalado a través del juicio de amparo directo ante l<Js Tribunales Colegiados de 

Circuito en Materia Civil. 

Y es n través del juicio de amparo directo, por In que el juzgador federal 

competente estudia la legalidad de la resolución impugnada, a In luz de los 

artículos 14 y 16 constitucionales. Y si se estima que In resolución impugnada 

se ajusta n la legalidad prevista en dichos artículos, en In sentencia que dicte 

como conclusión del juicio de amparo, negará el amparo y la resolución 

impugnada conservará su eficacia jurídica. Pero, si el juzgador federal 

competente considera que In resolución impugnada no se ajusta a In legalidad 

en los términos de estos artículos, en In sentencia que se pronuncie concederá el 

amparo y protección de In justicia federal, dejando sin efectos jurídicos In 
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resolución impugnado y ordenando al juzgador responsable de ésta, que emita 

una nueva resolución en los ténninos que señale dicho tribunal federal o que 

reponga el procedimiento en su coso. 

Se hu considerado que el juicio de umpnro no es un recurso sino un nuevo 

proceso. Becerra Bautista lo define como "un proceso impugnativo 

extraordinario de cnníeter federal, que produce In nulidad del neto reclumndo y 

de los que de él derivan". 103 Así, Tena Rnmírez ha afirmado que el runpnro "no 

es un recurso y por lo mismo, no es una continuación de instancias precedentes, 

sino que se es un juicio donde varían respecto del anterior, las partes, el juez, el 

procedimiento y In materia del litigio." 11
" 

El juicio de nn1paro: "es un proceso constitucional autónomo que se inicia 

por In acción que ejercita cualquier persona llnn1ndo agraviado o quejoso ante 

los tribunales de la Federación contra toda ley o neto de autoridad (neto 

reclamado), en In hipótesis previstas en el articulo 103 constitucional, por 

considerar que es viola torio de sus garantías individuales, cuyo objeto es que se 

declare In inconstitucionalidad de dicho neto o ley, invalidándose o 

nulificándose en relación con el agraviado y restituyéndolo -::n· el goce de sus 

garantías individuales si es que efectivumente hubieren sido violadns."105 

No obstante, se debe señalar que Fix Znnwdio estima que el amparo contra 

las resoluciones judiciales, no es en rigor, un nuevo proceso, sino un recurso, 

que tiene la misma ftmción que el recurso de casación en otros países, ya que 

Fix Znmudio es el principal y más sólido exponente de esta tendencia, que 

define la casación como: el recurso a través del cual se exuminn In legalidad de 

la actividad del juez en el procedimiento y en In sentencia y que, de ser acogido, 

103 Becerra Bautista, Jo se. Ob ci~ p. 694. 
104 Tena Ramfrez, Felipe. El omparo de estricto derecho. Orlgcnes, expansión, inconvenientes. Revista Facultad 
de Derecho de México, núm. 13. enero-marzo de 1954. p.p. 26-27. 
tn~ Dicciormrios Jurldicos Temáticos. Juicio de Amparo, T. Cuarto, Oxford, University Press, Colegio de 
Profesoreo de Derecho Procesal. Facultad de Dereclto de la UNAM, Segunda Edición. México, 2000. p. JO. 
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puede producir el efecto de anular el fallo respectivo, ya sea para reponer el 

citado procedimiento o con el propósito de que se pronuncie una nueva 

sentencia de fondo de acuerdo a los lineamientos que dicte la autoridad 

fedeml. 106 

Y si bien el antparo versa, en principio, sobre cuestiones de 

constitucionalidad, los articulas 14 y 16 de nuestra Carta Magna, dan In pauta 

paro que el amparo contra resoluciones judiciales se discutan cuestiones de 

legalidad: "Quienes consideran que el amparo contra resoluciones judiciales 

como un recurso de cnsnción (amparo-casación), sostienen que a través de 

dicho medio de impugnación no se discute un nuevo litigio, sino el mismo y 

que las partes, en rigor. siguen siendo las mismas, aunque la Ley d.: Amparo 

agregue erróneamente a aquéllas al juzgador responsable de In resolución 

impugnndn". 107 

Ahom bien, In parte inconforme tiene la posibilidad de impugnar la 

resolución judicial emitida por el juzgador de paz civil a través del amparo 

directo, (excepto en materia mercantil, siempre y cuando la suerte principal del 

negocio de que se trate, no exceda de 182 veces el salario mínimo vigente en d 

Distrito Federal), In interposición del mencionado amparo se debe realizar 

dentro de los quince días hábiles después de haber surtido efectos le sentencia 

definitiva dictada por el juzgador de paz civil y será competente el Tribunal 

Colegiado de Circuito en Materia Civil en Tumo, para resolver el mismo 

(artículos 21 y 158 de la Ley de Amparo). 

Por lo anterior, se debe pugnar porque las resoluciones dictadas en el juicio 

oral continúen con la tendencia de ser inapelables y señalarlo así de una fonna 

categórica dentro del propio articulo 23 del Título Especial de la Justicia de Paz 

106 F"llt-Zamudio, Héctor. Presente y futuro de la caoación civil a trnvés de juicio de amparo mexicano, en 
memoria de El Colegio Naciona~ T. VIII. N6m 5,afto 1998, México, 1979, pflrr. 10. 
107 Ovalle fabela, José. Op. cit. p.p. 233-234. 
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en mención, ya que debe prevalecer en todo momento la inmediatez e 

infom1alidad en los juicios, dada la cuantía a que se contraen éstos. 

5.4. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 26 y 28 DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA 

JUSTICIA DE PAZ. 

Al entrar al estudio del !U'tículo 26 del Título Especial de In Justicia de Paz 

en comento, se hace necesario establecer la ejecución de las sentencias dictadas 

por los jueces de paz, y es por ello, que enseguida se efectuará 

consecuentemente el análisis del artículo 24 del propio Título Esp.:cial que nos 

ocupa, en los siguientes ténninos: 

El articulo 24 del Título Especial de la Justicia de Paz en mención, 

detennina, que respecto a la ejecución de sentencias, los jueces de paz tienen la 

OQ!igación de proveer las medidas eficaces e inmediatas para la ejecución de 

sus resoluciones y p!U'a ese efecto ordenará las medidns necesarias en lns fumms 

y términos que n su juicio fueren procedel)tes, sin contrariar las reglas que 

detemlinan las frucciones 1, II y III del propio artículo y en la primera de las 

fi·acciones, se11ala que si están presentes ambas partes, procurará una aveniencia 

para la propia ejecución de la sentencia y respecto a la fracción U, del precitado 

artículo, señala que quien resulte condenado puede proponer fianza de persona 

abandonada para garantizar el pago y que el juez con audiencia de la parte 

vencedora, calificará la fianza, In que si acepta, podrá conceder un ténnino de 

quince días para el cumplimiento y aún más tiempo si estuviere conforme el 

propio vencedor, en la inteligencin de que vencido el plazo el condenado si no 

cumpliera, se procederá de plano contra el fiador, de quien no tendrá beneficio 

alguno y por último, la fracción III citada, detenninn que la parte que haya 
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vencido puede solicitar que sirva de mandamiento en fom1n In sentt:ncin para el 

secuestro de bienes del condenado, de tul suerte que pod\llllos observar qut: t:l 

nrllculo 24 de In justicia de paz distritnl, limita respecto de In obligatoriedad de 

los titulares de los juzgados de paz civiles a practicar la ejecución de sus 

sentencias conforme a su juicio, sin embargo, las fracciones que comprenden el 

precepto en cuestión, señalan las reglas pum tul efecto, sin considerar que 

respecto de la condena, In misma no debe ser limitativa respecto del 

cumplimiento de In sentencia y en todo caso el Título Especial en comento, es 

reiterativo, respecto del cumplimiento de las sentencias, ni establecer los 

artículos 33 y 34 de In justicia de paz distritnl, ya que respectivamente, se 

precisa que cuando la sentencia sen condenatoria a entregar cosa determinada, 

se emplearán las medidas de apremio conforme al artículo 73 del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, incluso el cateo, siendo .Ssto 

nuevamente insistente, puesto que la fracción III del citado artículo, menciona 

el cateo y In fracción II de dicho precepto, ordena In fractura de cerraduras, que 

es igual a lo que aduce el artículo 33 del Título Especiul en mención, respecto 

del rompimiento de cerraduras. Y por otra parte. el artículo 34 del Título 

Especial de referencia, establece que si la resolución condena n hacer, debe 

darse un plazo pn1dente para su cumplimiento, estando a lo dispuesto por el 

artículo 517 del Código Adjetivo Civil. El cual conlleva en fonnn repetitiva, ya 

que se debe estar, a lo dispuesto por el precitado precepto y a mayor 

abundamiento, es recurrente el artículo 34 de la justicia de paz distrital, ya que 

precisa nuevamente, que si el hecho consiste en el otorgamiento de un contrato, 

el juez lo debe ejecutar en rebeldía del condenado, por lo cual en el colmo de lo 

reiterativo vuelve el artículo 34 en mención, a hacer multireiterativo, ya que, de 

conformidad con el concepto que precisa Gutiérrez y González, al establecer: 

"Es In manifestación e"1erior de voluntad que se hace con el fin de crear, 
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trasmitir, modificnr o extinguir una obligación o un derecho, y que produce el 

efecto deseado por su autor, porque el derecho sanciona esa voluntnd". 108 

Por lo expuesto, es de considerarse que debe existir una reforma al artículo 

24 de la Justicia de Paz del Código Procesal Civil del Distrito Federal, en donde 

se proceda a ordenar las circunstancias específicas pnrn ejecutar las sentencias 

dictadas por un juez de paz, en uno solo precepto, en el sentido de buscar una 

expeditez e informnlidnd en cuanto a obtención de una ejecución clara respecto 

de un juicio ornl, a fin de ser acorde en In celeridad y expeditez del juicio ornl 

civil y la ejecución de la sentencia dictada en el mismo. y no obstaculizar que se 

lleve a cabo In propia ejecución de la resolución. 

En cuanto a que el condenado podrá proponer fianza de persona abonada 

para garantizar el pago y el juez, con audiencia de In parte l)Ue obtuvo, se dice 

que se calificará la fianza, según su arbitrio y que si se acepta se podrú 1:onccder 

un término hasta de quince días para el cumplimiento y aún mayor tiempo; ni 

efecto debe observarse que, conforme In fianza se esté dando mayor libertad a In 

parte demandada para que se abstenga del cumplimento de In sentencia, pues no 

se precisa que esa fianza sea otorgada a la parle vencedora en el juicio, como 

pago de daños y perjuicios por no cumplir en el citado t.Srmino de quince días o 

mayor término que se le otorgue. 

Por otra parte, también se debe establecer que el precepto 24 del Título 

Especial de la Justicia de Paz en comento, en su fracción III, determina que 

servirú de mandamiento en forma, la sentencia condenatoria. 

Por lo expuesto, el artículo 26 del Título Especial de la Justicia de Paz en 

mención, determina que: "la elección de los bienes en que debe de recaer el 

secuestro será hecha por el ejecutor, señalando que deben preferirse los más 

renlizables y se tomarán en cuenta los que expongan las partes," circunstancias 

108 Outiérrez y Oonzñlez. Ernesto. Derecho de las Obligaciones. Décima Tercera Edición. Editorial PomlR. 
México, 2001. p. 161. 
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que no son acordes con el precepto en cuestión, ya que deja al ejecutor la 

elección de Jos bienes a embargar y nó a la parte vencedora en el juicio y 

menos aún a la parte condenada, Jo cual provoca que exista incongruencia en el 

artículo en comento, toda vez, que la elección de Jos bienes en que hubiere de 

recaer el secuestro no debe quedar al arbitrio del ejecutor, ya que incluso el 

precepto de mérito, dice que debe tenerse en cuenta lo que expongan las partes. 

Y es por ello, que debe reformarse el multicitado artículo debiendo precisarse, 

que los bienes que han de ser embargados, sean elegidos por la parte vencedora, 

escuchando únicrunente a la parte demandada para el único efecto de que si 

fueren de su propiedad, lo acredite en ese momento y sin limitación alguna en 

preferencia de bienes o derechos que pudiera tener a su favor la parte 

condenada. 

Por otra parte, podemos observar que el artículo 28 del Título Especial de In 

Justicia de Paz de referencia, señala que: "en caso necesario, previa orden 

escrita expresa por el juez, se podrán practicar cateas y romper cerraduras para 

encontrar bienes bastantes," situación que excede de la legalidad, en virtud de 

--que la práctica que, el cateo tiene la finalidad de acudir a un domicilio para que 

ante la presencia judicial se entregue un bien previamente determinado y no 

para encontrar bienes. 

De éste artículo vigésimo octavo del Título en mención, establece que se 

podrá hacer uso de cateas y rompimiento de cerraduras, para el secuestro de 

bienes, mismo que a mi parecer, y por cuanto hace al cateo, si bien es cierto que 

la legislación lo contempla como medida de apremio, únicamente para la 

ejecución de sentencia, también lo es que, esta figura jurídica tiene una 

naturaleza meramente penal y en opinión personal excede en mucho las 

medidas que debe de ocupar o que son conferidas al juzgador para hacer 

cumplir sus resoluciones, ya que un cateo antes de ser expedido debe dar 
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cumplimiento ni artículo 14 y 16 de nuestra Carta Magna, por lo que propongo 

que: en caso necesario, previa orden especial escrita del juez, y a efecto de 

hacer cumplir sus mandatos, podrá hacer uso de las medidas de apremio 

establecidas en el artículo 73 de este código. 

5.5. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 46° DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA 

DE PAZ. 

El artículo 46 del Título Especial de In Justicia de Paz del Códigü de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, establece que: "Para In facilidad y 

rapidez en el despacho, las citas, órdenes, netas y demás documentos necesarios 

se extenderán en esqueletos impresos que tendrán los huecos que su objeto 

requiera y los cuales se llenaran haciendo constar en breve extracto lo 

indispensnble para In exactitud y precisión del documento y que cuando por 

motivos especiales fuere necesario hact:r constar más de lo lJUe cupiere en el 

hueco correspondiente se escribirán ni reverso del documento en hojas que se 

agregarán a él, y que el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito 

Federal, y el Jefe del Dllpartnmento Central fijarán cada afio, en el mes de 

diciembre los modelos de Jos esqueletos que se hayan de llmplear en el año 

siguiente, oyendo al efecto a los jueces de paz, a los que convocará ajuntas que 

estimen necesarias y cuidarán de la impresión y distribución de los esqueletos 

en cantidad necesaria." 

Por lo anterior, observamos que se utiliza para el despacho de los negocios 

en los juzgados de paz, respecto a los juicios orales, esqueletos con el llenado 

de huecos y que se denominan citas, a fin de que mediante dicho documento en 
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el cual como se ha señalado, se asentarán en sus huecos, un extracto de la 

persona a quien se demanda y quien lo demanda, así como precisar lo que se le 

demanda, no obstante dicha documental no es utilizada comúnmente en la 

trnrnitnción de los juicios orales por parte de los jueces de paz civiles del 

Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, ya _que propiamente lo que se 

utiliza es la cédula de notificación, a fin de emplazar a juicio a In demandada y 

de hecho In. mencionada documental denominada cita, no se utiliza, sino como 

se ha precisado, se utiliza In ct:dula de notificación, en la cual evidentemente sí 

se siguen los lineamientos que precisan en el artículo 7° del Título Especial de 

In Justicia de Paz en comento, ya que es más funcional y existe una mayor 

identi1icación por parte del demandado al ser emplazado por medio de In cédula 

de notificación que por una cita; aunado a que no ha sido utilizado regulam1ente 

la documental en cuestión, por lo que no hay un control respecto ?e las citas y a 

mayor abundamiento, dicho artículo menciona órdenes, pero no precisa a que 

tipo de órdenes se refiere y por lo tanto, no son utilizados dichas documentales, 

y en cuanto a las netas no existe formato de esqueleto alguno y como 

consecuencia en la audiencia de ley, se elabora completamente desde el inicio 

hasta el final, el levantamiento por escrito de la audiencia a que se retiere el 

artículo 20 del Título en comento, sin utilizar formato alguno. Y por cuanto 

hace a la expresión que aduce el presente estudio de los "demás documentos 

necesarios", se puede apreciar plenamente que no se determinan, ¡cuales son 

esos documentos necesarios!, y en todo caso resulta evidente que no hay 

existencia de tales documentos en los juzgados de paz civiles, y que por lo 

tanto, ¡no se utilizan!. 

Por lo que, el único esqueleto que obra en los citados juzgados, son como se 

han señalado las citas, pero no se utilizan en la actualidad. Asimismo se aprecia 

lo obsoleto del artículo que se analiza, toda vez, que establece que el C. 
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Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y el Jefe del 

Departamento Central (sic), fijarán cada año en el mes de diciembre los 

modelos del esqueleto que so;: han de emplear en el año siguiente; cuando es 

sabido que t:n el Distrito Federal, ya no hay la figura de Jefe del Departamento 

Central y que se admicula con las circunstancias que desde tiempo 

iJmtemoriado, no se ha practicado In actualización de los únicos esqueletos 

denominados citas, que únicamente existe en los juzgados de paz civiles y no 

hay evidencia alguna por no existir un registro, respecto de una convocatoria n 

juntas de los jueces de pnz, para que opinen respecto de los esqueletos de las 

denominadas: citas. 

Por lo anterior, se hace necesario una reforma respecto del artículo 46 del 

Título Especial de In Justicia de Pnz en mención, por lo que se refiere a eliminar 

el uso de esqueletos: para una supuesta facilidad y rapidez en los negocios ante 

los jueces de pnz civiles. puesto que como se ha señalado, los mismos han 

quedado en desuso y en su lugar precisar que los emplazamientos, audiencias de 

ley y demás actuaciones judiciales seguidas ante los juzgados de paz civiles, se 

regirán conforme a lo estar!Jcido paro tal efecto de confonnidad con lo 

establecido por el artículo 41 del Título en comento que establece: "Ante los 

jueces de pnz no será necesario la intervención de abogados ni se exigirá 

ritualidad alguna ni forma detenninada en las promociones o alegaciones que se 

hagan." Y de conformidad a lo preceptuado por el artículo 44 del Título 

Especial de Pnz, "Para cada asunto se formará un breve expediente con los 

documentos relativos a él y, en todo caso, con el acta de audiencia, en la que 

muy suscintamente se relatarán los puntos principales y se asentará la sentencia 

y lo relativo a su ejecución ... " 
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5.6. ANÁLISIS, CRÍTICA Y PROPUESTAS DE REFORMA AL 

ARTÍCULO 8 DEL TÍTULO ESPECIAL DE LA JUSTICIA DE 

PAZ. 

El artículo 8 del Título Especial de la Justicia de Paz del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, señala que: la cita del 

emplazamiento se enviará al demandado por medio del secretario actunrio, al 

lugar del actor designe pura ese ím, no obstante, no se precisa que es 

propiamente la cita ya que es diferente a la cédula del emplazamiento, en virtud 

de que la cita, es un formato que se lleva en los juzgados de paz civil, con los 

datos del actor y del demandado y brevemente un e}l.1racto de lo que se 

demanda y es la que se refiere el urtículo 46 del propio Título Especial de la 

Justicia de Paz en comento, y la cédula de notificación es diferente a la 

mencionada cita, puesto que la citada cédula, con la cual se emplaza a juicio 

ordinario civil y que se establece en el precepto 116 del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, que establece: "Todas las 

notificaciones que por disposición de la ley o del tribunal deban hacerse 

personalmente se entenderán con el interesado, su representante, mandatario, 

procurador o autorizado en autos, entregando la cédula en la que se hará constar 

la fecha y la hora en que se entregue; la clase de procedimiento, el nombre y 

apellido de las purtcs, el juez o tribunal que manda notificar y el nombre y 

apellidos de la persona a quien se entrega, levantándose acta de la diligencia, a 

la que se agregará copia de la cédula entrcgnda en la que se procurará recabar la 

firma de áquel con que se hubiera entendido la actuación ... ". 

Aunado a que el artículo 8 ya citado, no determina que, forzosamente se 

debe emplazar al demandado por medio de cita y ésto origina que en la mayoría 

de los juzgados de paz civil, se practique el emplazamiento por medio de cédula 
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de notificación, provocando que no se siga correctamente con lo prevenido en el 

articulo 8 en comento, y que no exista un verdadero control en las citas que se 

expidan en cada juzgado de pnz civil, y que, en consecuencia, no se respeta In 

rapidez en los juicios orales, que por su naturaleza son informales, y que se 

caracterizan por su expeditez; rozón por In cual se debe pugnar porque se lleve a 

cabo el emplazamiento en los juicios ornles n través y exclusivnn1entc por 

medio de la cita n que se contrae el precepto octavo en comento, lo que 

beneficiaría el· trabajo en los juzgados respectivos y en el fiícil acceso y manejo 

en In contestación n la demanda por parte del demandado. 

L«? anterior hace destacar, que no precisa el artículo 8 del Título Especial de 

la Justicia de Paz de referencia, respecto de los emplazamientos por edictos, es 

decir, cuando la parte nctora desconozca el domicilio, dt>spacho o lugar ..:n 

donde se pueda emplazar al demandado n juicio y es por ello, que debe 

entenderse al artículo 122 del Código de Procedimientos Civiles de esta Ciudad, 

que nos determina respecto n la notificación por edictos, cuando se trate de 

personas cuyo domicilio se ignorn, y es por ello, que debería establecerse dentro 

del Título Especial de la Justicia de Paz Civil .:n mención, un procedimiento 

específico, categórico para practicar los emplnzrunientos para los juicios orales, 

en cuanto al domicilio del demandado de quien se ignore su domicilio y por lo 

tanto, ya que como se ha establecido previamente, los juicios orales debe ser 

prepondernntemente la expcditez y la infonnalidad y sobr..: todo, In cuantía que 

se determina para los juzgados de paz y por ende, solo debería practicarse un 

solo edicto en el Boletín Judicial y en el periódico local que el juez indique, no 

así de tres en tres días como lo establece el artículo 122 del Código de 

Procedimientos Civiles del Distrito Federal, ya que ésto origina el 

encarecimiento de los juicios que se siguen ante Injusticia de pnz; puesto que es 
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evidente que no deben seguirse las reglas que se imponen, antd el precitado 

precepto, n los juicios de primera instancia, cuya cuantía es indetenninadn. 

En tales circunstancias debe precisarse dentro de una refonna que pudiera 

ser, en su fracción III, del propio artículo 8 citado, que se practicará las 

notificaciones por edictos, respecto de aquellas personas cuyo su domicilio se 

ignoro, previo infom1c de autoridad que lleve registros de las personas fisicns o 

morales, por medio de edictos que se publiquen por una sola vez en el Boletín 

Judicial y en uno de los periódicos de esta ciudad que indique el juez. 

Cabe hacer mención, que dicha reforma se propone con el deliberado 

propósito de provocar una economía procesal, una expeditez en aquellos juicios 

a que se contrae Injusticia de paz y que debe tener siempre como principio, que 

debe existir, procurar siempre In acción de In parte actorn y concebir In acciÓn 

como un' derecho subjetivo autónomo y concreto, dirigido a obtener una 

determinada providencia jurisdiccional, favorable n In petición del nccionante. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERA.- La legislación de paz civil en el Distrito Federal necesita 

actualizarse, en virtud de que ha variado la situación económica y sociológica 

que existía en el momento de su creación, esta revisión tiene In finalidad de 

modificar el Título Especial de In Justicia de Paz, el cual, dada su nntigiledad, 

no ha alcanzado In modernidad y dinamismo que se requiere para este nuevo 

siglo. 

SEGUNDA.- El Título Especial de le Justicia de Paz Civil debe refommrse, 

pum que .:1 plazo que tenga que mediar entre la cita del emplnzami.:nto y la 

fecha de la audiencia de ley, sea de cinco días y no de tres como se encuentra 

actualmente establecido en el artículo séptimo de dicha nonnatividad . 

. TERCERA.- Se propone que In fracción I, del artículo 20 del Título de 

referencia, en la que se seffnle que si el accionantt: ha prc::entndo su pretensión 

por escrito, únicamente deberla ratificar su demanda en la audiencia de ley. 

Asimismo debe reformarse la fracción 11 del precepto en estudio, en el que se 

precise que tanto el actor como el demandado, pueden ofrecer la pmeba 

confesional respcctivan1ente, es decir, fonnularsc posiciones entre runbns 

partes, estableciendo en dicha fracción el número de testigos que cada una de 

las partes puede presentar en la audiencia de ley. En el caso de que la parte 

actorn haya ofrecido In prueba pericial debe otorgarse al demandado un plazo 

de cinco días, ya que el actor tiene más tiempo parn preparar tal prueba, 

debiendo sefialar que In continuación de la audiencia deberá celebrarse dentro 

de los ocho días hábiles siguientes. 
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CUARTA.- Se debe pugnar para que las resoluciones dictadas en el juicio 

oral, continúen con la tendencia de ser inapelables y señalarlo así de una forma 

categórica dentro del artículo 23 del Título en mención, para evitar pérdida de 

tiempo en el cumplimiento de la ejecución de la resolución. 

QUINTA.- El artículo 8 del Título Especial de la Justicia de Paz, debe 

reformase, debiendo establecerse que cuando la parte nctora desconozca el 

domicilio, despacho o lugar en donde se pueda em pinzar al demandado u juicio, 

el emplazamiento deberá hacerse por edictos, con una sola publicación en el 

Boletín Judicial y en el periódico local que indique el juez. 

SEXTA.- Deben suprimirse las atribuciones del. secretarip actuario, u que .se 

refiere el artículo 26 de referencia, en cuanto a .In. elección de bienes, y 

establecerse que este derecho, lo tendrá primero el demandado y en caso de no 

hacerlo, pasará este derecho al actor, pero en ningún caso debe ser el actuario 

quien los elija a su libre albedrío. 

SEPTIMA.- En virtud de que no existe disposición expresa del plazo dentro 

del cual el juez debe dictar sentencia definitiva y tomando en cuenta que en la 

práctica, nunca se dictan sentencias al finalizar In audiencia, debe modificar~e el 

artículo 24 del Título de referencia, fijando un plazo improrrogable de ocho días 

para que el juez dicte dicha resolución. También, debe reformarse el artículo en 

comento, en el que se establezcan las reglas para ejecutar las sentencias dictadas 

por los jueces de paz, y de esta manera no obstaculizar la ejecución. 
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OCTAVA.- Debe ser derogado el artículo 28 del cuerpo legal citado, pues 

contempla como medidas de apremio para la ejecución de sentencia el cateo y 

el rompimiento de cerraduras para el secuestro de bienes, sin embargo estas 

figuras al tener una naturaleza penal, es excesiva ya que al expedirse un cateo 

debe dar cumplimiento al articulo 14 y 16 de nuestra Carta tvlagna, por lo que 

se propone que, en caso necesario, previa orden escrita del juez, y a efecto de 

hacer cumplir sus mandatos, podrá hacer uso de las medidas de apremio 

establecidas en el Código de Procedimientos Civiles del Distrito Federal. 

NOVENA.- El artículo 46 del Título Especial de In Justicia de Paz, debe 

derogarse, en virtud de que los esqueletos que menciona ya no se utili7.an, 

además de no precisar 11 que tipo de órdenes se refiere. Por cuanto hace a la 

expresión "los demás documentos necesarios", no se dctennina cuales son tales 

documentos. Además de que el precepto en cuestión alude al Jefe del 

Departamento Central, figura que en lu actualidad no existe. 

DECIMA.- Tratándose de notificuciones, debe espccificurse con claridad de 

que diligencia se trata: emplazamiento, notificación, citación o requerimiento. 

DECIMA PRIMERA.- Debe reformarse el artículo 47 del Título Especial 

de la Justicia de Paz, en el sentido de que cuando un juez se excuse, el 

expediente se turnará al juzgado más cercano, del perimetro de la jurisdicción. 

DECIMA SEGUNDA.- Actualmente en los juzgados de paz civiles, se 

tramitan ¡x>cos asuntos relacionados con acciones reales, ya que no hay 

inmuebles que tengan un valor de ciento ochenta y un mil ciento diez pesos, que 
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es la competencia actual por cuantía de los juzgados en mención, por lo que 

debe incrementarse la misma. 

DECIMA TERCERA.- Debe derogarse el artículo 9 del Título de 

referencia. en virtud de que su redacción es confusa, además de que el artículo 

8, establece con precisión donde puede emplazarse al demandado. 
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